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E D I T O R I A L

El principio de la división de Poderes es parte integrante y 
característica esencial de todo Estado de Derecho. Dicha teoría 
ha sido desarrollada desde Aristóteles con la idea de alcanzar la 
libertad política, que sólo será posible si se logran establecer límites 

entre un poder y otro, sin que exista predominio entre ninguno de ellos.

Más que la separación de poderes, se propugna por un verdadero 
equilibrio de los mismos, que garantice un adecuado ejercicio de la 
función pública. Equilibrio que está lejos de lograrse mientras uno de los 
Poderes de la Unión (el Judicial), esté supeditado a las determinaciones 
y decisiones que puedan llegar a tomar los otros dos Poderes. En este 
sentido, la independencia financiera del Poder Judicial es un presupuesto 
indispensable para salvaguardar al máximo la imparcialidad y la 
objetividad en la administración de justicia. Por lo que es conveniente 
establecerla constitucionalmente, sin que esto represente algo inusitado. 
Países latinoamericanos como Costa Rica, El Salvador, Guatemala, 
Honduras y Panamá, ya han transitado por este camino, mientras que en 
México  falta voluntad política para cambiar las cosas.

Las declaratorias “Campeche” y “San Salvador” –emitidas en 2008 
y 2009 respectivamente- sientan un importante precedente respecto 
del convencimiento multinacional que los Poderes Judiciales 
latinoamericanos tenemos sobre el tema. Ojalá que las reflexiones y 
argumentos vertidos al interior de este esfuerzo editorial, coadyuven a 
generar en nuestro país la conciencia necesaria, para concretar, de una 
vez por todas la independencia financiera de las judicaturas, la cual 
redundará en una mejor impartición de justicia y en certeza jurídica 
para los gobernados.

Dr. Rodolfo Campos Montejo
Mag. Pdte. del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura
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 Agenor González Valencia*

propias leyes y forma de gobier-
no sin intervención de cualquier 
otro poder.

La autonomía puede estudiarse 
desde distintos ángulos. Así, por 
ejemplo, tenemos la autonomía 
administrativa aplicada en la 
administración pública, referen
te al poder administrativo de 
que gozan los municipios sin la 
intervención de los gobiernos 
del correspondiente Estado. El 
artículo 115 de la Constitución 
establece que los municipios son 
libres y gozan de autonomía ad-
ministrativa frente al gobierno de 
los Estados; cuenta con sus pro-
pios órganos de administración 
que desarrollan sus acciones con 
total independencia de los órga-
nos de la entidad estatal.2

La autonomía es la 
condición de una per-
sona física o moral, sea 
ésta, institución pública 

o privada que actúa con total in-
dependencia bajo su propia ley 
orgánica. El Espasa-Calpe define 
a la autonomía como la potestad 
que dentro del Estado pueden 
gozar municipios, provincia, re-
giones u otras entidades de él 
para regir intereses peculiares de 
su vida interior, mediante normas 
y órganos de gobierno propios.1

Cuando hablamos de autonomía 
es menester, igualmente, hablar 
del principio de autodetermi-
nación el cual consiste en tomar 
decisiones con total indepen-
dencia. En derecho es la facultad 
de los pueblos a establecer sus 

AUTONOMÍA
DE LA ACCIÓN

A partir de la mitad del siglo 
XIX la doctrina germano-Italiana 
marcó su huella al dejar impre-
so el concepto de que la acción 
procesal es derecho constitucio-
nal unitario del que goza todo 
gobernado para solicitar del Es-
tado la prestación jurisdiccional, 
y por lo tanto, se le considera au-
tónomo respecto de los derechos 
subjetivos o del vínculo jurídico 
de las partes en el proceso. En 
nuestro derecho se le cataloga 
como derecho constitucional au-
tónomo y unitario, que poseen 
los gobernados para deman-
dar la prestación jurisdiccional. 
En cuanto a la parte relativa el 
artículo 17 establece que “toda 

art   í culo  

1	 Vid. Diccionario Enciclopédico Abreviado Espasa-Calpe, séptima edición, tomo I, Madrid, 1957, p. 931..
2	 Nava Negrete, Alfonso, etal, “autonomía administrativa”, Nuevo Diccionario Jurídico  Mexicano, Porrúa-UNAM, a-c, México, 1978, p. 327.

*	 Dr. Agenor González Valencia. Doctor en Derecho, Escritor y Poeta Tabasqueño. Es abogado por la Facultad de Derecho de la Universidad 
Juárez Autónoma de Tabasco. Realizó estudios de Letras Clásicas y de Letras Españolas en la UNAM; de Administración de Empresas en 
la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla; de Derecho Laboral en la Universidad Iberoamericana; obtuvo la maestría en Derecho 
Constitucional y Amparo en la Universidad Autónoma de Tlaxcala; además de ser maestro en Ciencias de Gobierno y Administración 
por la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla. Ha sido maestro de tiempo completo del Instituto Juárez en Tabasco, de la Escuela 
Normal de Tabasco y de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla (1973-1989). Actualmente es profesor investigador de la División 
Académica de Ciencias Sociales y Humanidades (DACSYH) de la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco.
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persona tiene derecho a que se le 
administre justicia en los plazos 
y términos que fijen las leyes…”3

AUTONOMÍA
DE LA VOLUNTAD

La autonomía de la voluntad 
se entiende como el principio 
jurídico-filosófico que atribuye 
a los individuos un espacio de 
libertad, dentro del cual pueden 
reglamentar sus propios intere
ses, permitiéndoles la creación 
de relaciones obligatorias entre 
ellos, que serán reconocidas y 
sancionadas por el derecho.4

AUTONOMÍA POLÍTICA.

Esta expresión la integran dos tér-
minos: “autonomía” y “política”, 
derivados del griego autos, sí mis-
mo y nomos ley. En consecuencia, 
es la facultad de darse leyes a sí 
mismo. “Política viene del adjeti-

vo politike, esto es, lo perteneciente 
o relativo a la polis, que era la ciu-
dad-Estado griego.”5

AUTONOMÍA 
UNIVERSITARIA.

En la exposición de motivos sobre 
la autonomía universitaria, se se-
ñala el compromiso permanente 
e irrestricto que tiene el estado 
de respetar dicha autonomía con 
el objeto de que las instituciones 
de cultura superior se organicen, 
administren y funcionen libre-
mente y se erijan en sustento de 
las libertades públicas.

Observamos que la fracción VIII 
del artículo 3º constitucional esta-
blece que: “superior a las que la 
ley otorgue autonomía, tendrán 
la facultad y la responsabilidad 
de gobernarse a sí mismas; rea
lizarán sus fines de educar, 
investigar y difundir la cultura de 

acuerdo con los principios de este 
artículo, respetando la libertad de 
cátedra e investigación y de libre 
examen y discusión de las ideas; 
determinarán sus planes y sus 
programas; fijarán los términos 
de ingreso, promoción y perma-
nencia de su personal académico; 
y administrarán su patrimonio.  
Las relaciones laborales, tanto 
del personal académico como del 
administrativo, se normarán por 
el Apartado A del artículo 123 de 
esta Constitución, en los términos 
y con las modalidades que es-
tablezcan la Ley Federal del Tra-
bajo conforme a las características 
propias de un trabajo especial, de 
manera que concuerden con la 
autonomía, la libertad de cátedra 
e investigación y los fines de las 
instituciones a que esta fracción 
se refiere”.

Con la finalidad de habilitar a las 
universidades autónomas para 
que se encuentren en aptitud de 
realizar sus metas y con el objeto 
de preservar su independencia 
de todo control político y gu-
bernamental, la propia Consti-
tución, –sabiamente-, les reserva 
una serie de facultades para que 
a través de sus propios órganos 
y en el libre ejercicio de su au-
tonomía, determinen, sin subor-
dinación alguna a ningún poder 
externo, las cuestiones corres
pondientes a su autogobierno, 
las académicas y las financieras, 
es por ello que, con base en esa 
disposición constitucional, las 
universidades autónomas tienen 
el derecho, deber y obligación de 
ejercer por sí mismas las faculta-
des que les ha reservado la Ley 

3	 Vid, Fix-Zamudio, Hector,  Autonomía de la Acción, Ibidem, p. 329
4	 Cornejo Certucha, Francisco M., etal, Autonomía de la Voluntad, Ibidem, p. 331.
5	 González Uribe, Hector, Autonomía Política, Ibidem, p. 332.
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Suprema y que forman parte de 
su propia autonomía.  Facultades 
que ejercen a través de sus pro-
pios órganos correspondientes 
según lo establezca su respec-
tiva ley orgánica, sus estatutos, 
reglamentos, acuerdos internos o 
Consejo universitario sin injeren
cia de ninguna otra instancia que 
pretenda condicionar, inmis-
cuirse o manipular la actividad 
universitaria o fiscalizar la admi
nistración financiera de las refe
ridas instituciones de educación 
superior, porque tal intromisión 
sería un atentado contra la 
autonomía, constitucionalmente 
garantizada.6

AUTONOMÍA DESDE EL PUNTO 
DE VISTA FILOSÓFICO.

El concepto de autonomía lo 
advierte Kant para designar la 
independencia de todo deseo u 
objeto de deseo, y su capacidad 
de determinarse conforme a una 
ley propia, que es la de la razón.7

Ferrater Mora8 expresa que se 
llama Autonomía al hecho de que 
una realidad esté regida  por una 
ley propia, distinta de otras leyes 
no necesariamente incompatibles 
con ellas. Advierte que en el vo-
cabulario filosófico el término 
autonomía suele emplearse en sen-
tido ontológico o en sentido ético.

Desde el punto de vista ontológi-
co se supone que ciertas esferas 
de la realidad son autónomas 
respecto de otras. Por ejemplo, 
cuando se postula que la esfera 
de la realidad orgánica se rige 

por leyes distintas que la reali-
dad inorgánica, se sostiene que 
la primera es autónoma respecto 
de la segunda. Tal autonomía no 
implica que una esfera determi-
nada no se rija también por las 
leyes de otra, por considerar a 
ésta como más fundamental. Así 
lo vemos en la llamada Ley de 
Autonomía propuesta por Nicolai 
Harmann en la que se afirma que 
los reinos superiores del ser se ri-
gen por las mismas leyes que los 
reinos inferiores y, además, por 
otras leyes propias consideradas 
como autónomas.

En lo que respecta al sentido 
ético, Ferrater Mora9 observa 
que una ley moral es autónoma 
cuando tiene en sí misma su fun-
damento y la razón propia de su 
legalidad.

La heteronomía es un concepto 
opuesto  al de autonomía; es la 
condición de una persona física 
o moral (pública o privada) que 
abdica de su independencia para 
someterse a otra ajustando sus 
actos a decisiones contrarias a su 
voluntad. 

HETERONOMÍA DESDE EL 
PUNTO DE VISTA FILOSÓFICO.

La Heteronomía de la voluntad 
constituye según Kant el origen 
de los principios inauténticos de 
la moral. Sin embargo, los defen-
sores de la heteronomía consideran 
la inexistencia de posibilidad algu-
na de moral efectiva sin un funda-
mento ajeno a la voluntad (ya sea 
en la naturaleza, ya sea en el reino 

inteligible, ya sea en el reino de los 
valores absolutos, ya sea en Dios).

Kant estima que todos los princi
pios de la heteronomía, (sean 
empíricos o derivados del prin-
cipio de felicidad y basados en 
sentimientos físicos o morales) o 
racionales (o derivados del prin-
cipio de perfección, que puede 
ser ontológico o teológico), en-
mascaran el problema de la liber-
tad de la voluntad y, por lo tanto, 
de la moralidad auténtica de los 
propios actos.  Algunas de estas 
concepciones, explica, son me-
jores que otras, por ejemplo, la 
concepción ontológica en la per-
fección que encontramos en los 
principios racionales y que es a su 
ver, mejor que la concepción teo
lógica, que deriva la moralidad 
de una voluntad divina perfecta, 
quienes se inclinan por esta últi-
ma derivación se les conoce como 
adherentes a una moral teonoma10

DIVISIÓN DE PODERES.

El principio de la división de po-
deres en México, se encuentra 
contenido en el artículo 49 de 
nuestra Constitución, el cual es-
tablece que el Supremo Poder de 
la Federación se divide, para su 
ejercicio, en Legislativo, Ejecu-
tivo y Judicial.

Asienta que no podrán reunirse 
(esto es ejercitarse)  dos o más de 
estos Poderes en una sola persona 
o corporación y, tampoco deposi-
tarse el Legislativo  en un indi-
viduo, salvo el caso de facultades 
extraordinarias al Ejecutivo de la 

6	 Orozco Henríquez, J. Jesús, Comentarios al artículo 3º constitucional, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, comentada, Instituto de 
Instituciones Jurídicas, UNAM, 1985, pp.6-11.

7	 Abbagnano Nicola, Autonomía, Diccionario de Filosofía, Fondo de Cultura Económica, México, sexta reimpresión, 1987, p. 116.
8	 Ferrater Mora, José, Autonomía, Diccionario de Filosofía, Tomo I, A-K, Editorial Sudamericana, quinta edición, Buenos Aires, 1965, p. 161.
9	 Loc, Cit.
10	 Loc, Cit.
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te un poder, cuyo ejercicio se en-
comienda, individualmente, a tres 
organismos constitucionales, cuyas 
funciones responden a las respon-
sabilidades que para cado una es-
tablece la Norma fundamental. De 
esta manera, no pueden reunirse 
dos o tres funciones en el ejercicio 
de un sólo organismo. El hacer
lo, es violatorio de nuestra Carta 
Magna, constituyendo un ilícito en 
el cual el organismo u organismos 
afectados, si pasivamente admite 
o admiten la  sumisión, se convier
ten por ese hecho, en cómplices de 
un ilícito de lesa responsabilidad 
democrática. 

Unión atento a lo dispuesto en el 
artículo 29. En ningún otro caso, 
salvo lo dispuesto en el segundo 
párrafo del artículo 131, se otor-
garán facultades extraordinarias 
para legislar.

J. Jesús Orozco Henríquez11  se-
ñala que no obstante,  desde 
Aristóteles hay constancias de 
antecedentes acerca de las diver-
sas funciones que corresponden 
a los órganos del poder público 
y que, igualmente, otros autores 
posteriores lo han destacado, fue 
sólo a partir de su formulación 
por Montesquieu cuando la doc-
trina de la “división de poderes” 
se difundió y adquirió el carácter 
de un auténtico dogma constitu-
cional: “En cada Estado hay tres 
clases de poderes: el Legislativo, 
el Ejecutivo para las cosas rela-
tivas al derecho de gentes y al 
ejecutivo para las materias que 
dependen del Derecho Civil… 
al último lo llamaremos el Poder 
Judicial  y al otro simplemente 
Poder Ejecutivo del Estado”.

En el espíritu de las leyes Montes-
quieu puntualizaba: “la libertad 
política sólo reside en los gobier-
nos moderados y, aún en ellos, no 
siempre se encuentra; la libertad 
política sólo existe cuando no se 
abusa del poder; pero la experien-
cia nos muestra constantemente 
que todo hombre investido de 
autoridad abusa de ella… Para im-
pedir este abuso es necesario que 
en la naturaleza misma de las cosas 
el poder limite al poder… Cuando 
los poderes Legislativo y Ejecutivo 
se reúnen en la misma persona o en 
el mismo cuerpo, no puede haber 
libertad… así mismo, no hay liber

tad si el Poder Judicial no se en-
cuentra separado del Legislativo y 
Ejecutivo… todo se habría perdido 
si el mismo hombre  o el mismo or-
ganismo, ya sea de los nobles o el  
pueblo… ejercen  los tres poderes: 
el de dictar las leyes, el de ejecutar 
las resoluciones públicas  y el de 
juzgar las causas y pleitos entre 
particulares.”12

De lo anterior, reflexionamos: 
el artículo 49 de la Constitución 
claramente expresa que sólo para 
su ejercicio, el supremo poder se 
divide en Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial. Por lo mismo, sólo exis

11	 Orozco Henríquez, J. Jesús, De la División de Poderes, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, comentada, UNAM, Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas, México, 1985, p. 119.

12	 Ibidem.
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semblante       

tendencia no ha sido ajeno Ta-
basco. Es por eso que proyectos 
que en aquel entonces fueron 
reproducidos por las condiciones 
demográficas y políticas, hoy sim-
plemente no podrían ser llevados 
a cabo porque las circunstancias 
han cambiado dramáticamente y 
además también ha habido una 
revolución global, tecnológica 
que generalmente pasa por alto 
pero que influye en nuestra vida 
cotidiana. Hoy tenemos más in-
formación que nunca, hace 20 
años no teníamos la potencia de 
información a través de Internet y 
a través de los sistemas tecnológi-
cos que hoy tenemos.

¿Cómo ve el tema de la transpa­
rencia en los Poderes Judiciales?

Yo creo que en esa materia he-
mos evolucionado mucho y 
hemos aprendido mucho, pero 
también tenemos que aprender 
todavía más cosas. Por ejemplo, 

Dr. Merino, hace más de 20 años 
que usted estuvo en Tabasco 
como Director General del 
COPLADET, ¿cómo encuentra  
nuestro Estado?

Es interesante la pregunta porque 
en estos 20 años han sucedido 
cambios dramáticos en México, en 
todo el país. En estos años vivimos 
la transición a la democracia; eran 
años, aquellos, de un solo partido 
político y por lo tanto donde la 
complejidad de la vida política 
residía mucho más en los tempera
mentos y en las personalidades 
individuales que en los partidos 
políticos, las ideologías y los pro-
gramas de acción diferenciados. 

En estos años además ha suce-
dido una verdadera revolución 
demográfica en México; es decir, 
el país abandonó su condición 
predominantemente rural y se 
ha convertido en un país predo
minantemente urbano, de esta 

En una amena charla, el Dr. Mauricio Merino Huerta 
nos comparte su visión sobre temas fundamentales 
del México contemporáneo, y se remonta dos décadas 
atrás,  época en que le tocó vivir y trabajar en Tabasco.

Mauricio 
Merino Huerta

Acerca de nuestro entrevistado:
•	 Doctor en Ciencia Política por la Uni-

versidad Complutense de Madrid, Es-
paña.

•	 Obtuvo la Especialidad en Derecho 
Constitucional y Ciencia Política en el 
Centro de Estudios Constitucionales 
de España.

•	 Profesor/Investigador.
•	 Director de la División de Adminis-

tración Pública del Centro de Investi-
gación y Docencia Económica (CIDE).
Nivel II del SIN.

•	 Es autor de varios libros imprescindi­
bles sobre la actualidad política mexi-
cana: Sobre la evaluación de  políticas 
públicas, 2009; El régimen municipal 
en los Estados Unidos Mexicanos, 
2007; La transición votada. Crítica a la 
interpretación del cambio político en 
México, Fondo de Cultura Económica, 
2003; Gobierno local, poder nacional. 
La contienda por la formación del es-
tado mexicano, 1998; La democracia 
pendiente (y otros ensayos), 1993 y 
Fuera del centro (Reflexiones sobre el 
centralismo político mexicano), 1992.

 Julio Ruvalcaba Villanueva
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yo percibo que si bien ha habido 
un cambio dramático, notable 
a favor a la información que se 
publica, también creo que esa in-
formación todavía responde más 
al interés de las autoridades que 
al de los ciudadanos. 

No hemos aprendido todavía, 
nos falta mucho, no sólo en Ta-
basco sino en todo el país, a pro-
ducir información y a ponerla en 
portales electrónicos de tal mane
ra que no se convierta en infor-
mación política, unidireccional 
de la autoridad a la sociedad, 
sino que entendamos que es la 
sociedad la que manda y la que 
necesariamente debe prevalecer. 
Le voy a decir una metáfora: es 
como si en un restaurante, en lu-
gar de poner el nombre de los pla-
tillos pusieran la receta, es como si 
en lugar de qué platillo principal 
se tiene para el consumo de los co-
mensales, en las cartas aparecieran 
los problemas de la cocina, las difi-
cultades que hay entre los cocine-
ros. Evidentemente en un lugar 
así la gente no iría nunca porque 
ni siquiera sabría que pedir, ni 
cómo pedirlo, ni de qué manera 
consumirlo, y esto es un poco lo 
que nos está pasando. Estamos 
poniendo información al gusto de 
las instituciones, nos falta ponerla 
de manera que sea el ciudadano el 
que aprenda a entenderla.

¿Entonces hace falta una cultura 
de la transparencia en la socie­
dad mexicana?

En la sociedad y en las institu-
ciones políticas. Pero ya le digo, 
yo no estoy demasiado preocu-
pado, lo que me preocupa son 
las regresiones autoritarias que 
también las hay y esas hay que 
derrotarlas, pero la cultura pro-

piamente dicha de la transparen
cia es inexorable, va a suceder 
queramos o no porque la tecno
logía ya está ahí. 

Esto tiene que ver con la ética 
del servidor público, ¿no cree?
Bueno, ahí si me lleva usted a 
otro terreno más abstracto, más 
filosófico, más difícil. 

Yo lo que creo es que la trans-
parencia, la responsabilidad de 
un servidor público, la manera 
en que acceden a los puestos, la 
manera en que permanecen en 
ellos o crecen en ellos, la mane
ra en que toman decisiones 
de política pública, es decir la 
manera en que utilizan las ar-
mas regulatorias que tienen en 
sus manos (leyes, normas y el 
dinero público y los recursos que 
les entregamos) son algo que a 
mí me gusta llamar la “fontanería 
democrática”. Le llamo así porque 
son las tuberías por donde pasan 
tanto las decisiones buenas como 
las malas; y me refiero a ellas 
porque cuando no hay un correc-
to diseño de cómo meter el agua 

limpia y cómo sacar el agua sucia 
en un sistema político, el sistema 
se atrofia de la misma manera 
que se puede atrofiar una ciudad, 
una casa cuando en este doble 
sistema de agua limpia que entra 
y agua sucia que sale no está co
rrectamente resuelto. 

Ahora, todo esto desemboca sin 
embargo, en algo más importante 
que es la idea de que lo público 
es aquello que nos pertenece a 
todos, por lo tanto no a uno solo 
o a unos cuantos; que lo público 
es lo que debe saberse, conocer-
se; que lo público es aquello que 
está abierto, que es incluyente y 
no entendemos que el gobierno 
que es público, que el presu-
puesto público, todas estas cosas 
a las que les ponemos el adjetivo 
público no pueden ser propie-
dad de unos cuantos, no pueden 
esconderse y no pueden estar ahí 
para excluir a nadie.

¿Cómo ve actualmente el sistema 
educativo, y si está vinculado de 
alguna manera con el país que 
tenemos ahora y con el que as­
piramos a tener más adelante?

Fui al Colegio de Bachilleres de 
Tabasco, a través de su director 
general el Dr. Jorge Abdo, a dar 
una conversación a los mucha-
chos y el tema que toqué fue 
justamente el que está mencio-
nando. 

Yo estoy convencido de que no 
sólo la mejor arma o instrumento 
para producir equidad social 
es la educación, sino también 
pienso que es la condición ne
cesaria, seguramente no es sufi-
ciente, pero sin una igualación 
en materia de educación, si no 
somos capaces de darle a todos 

“Si bien ha habido 

un cambio dramático, 

notable a favor a la 

información que se 

publica, también creo 

que esa información 

todavía responde 

más al interés de las 

autoridades que al de 

los ciudadanos. ”
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los mexicanos los mismos me-
dios para formarse, para obtener 
educación de calidad y usarla no 
vamos a ser equitativos nunca. 

En mi opinión el defecto número 
uno que tiene México en materia 
de equidad social es la inequidad 
educativa.

Y eso también se refleja en la 
falta de oportunidades y en la 
cuestión delictiva, ahora que los 
jóvenes se ven involucrados en 
el narcotráfico…

Sí. Si los muchachos no perciben 
la posibilidad de tener una edu-
cación que les permita moverse 
socialmente, que les permita dar 
la batalla individual con una vida 
digna a través de la educación, los 
espíritus rebeldes tienden a bus-
carla en otros lugares y a veces se 
equivocan al hacer esa búsqueda.

¿Y también tiene que ver la pér­
dida de los valores?
 
Yo digo que se ha perdido la cali-
dad. Los valores tienen que ver 
con algo más complejo, con la 

manera en que nos percibimos 
unos a otros y en esta materia 
creo que México tiene valores 
democráticos, familiares, más o 
menos sólidos, con cambios im-
portantes sin duda pero ese no 
es el tema, creo que el tema es la 
calidad educativa.

Ahora, tomando en considera­
ción algunos aspectos sobre la 
formación educativa y que tiene 
que ver con todo un entorno de 
seguridad nacional, ¿cree que al­
gunos de los gobiernos estatales 
o municipales se encuentran 
preparados para atender la de­
manda de inseguridad nacional 
como está demandando ahora el 
gobierno de la república?

Bueno, a todas luces, ninguno 
de los tres niveles de gobierno 
está siendo suficientemente ca-
paz de enfrentar esta captura del 
crimen organizado y del crimen 
desorganizado. A claras luces 
tenemos enormes carencias en 
esa materia; tenemos problemas 
muy serios de inteligencia finan-
ciera, capacidad de convocatoria 
de la sociedad, imposibilidad de 

transmitirle a la gente que la con-
vivencia es algo que se construye 
entre todos y no solamente ga-
rantiza ciertas cosas para éste o 
aquel cuerpo judicial.

Entonces, ¿cuál sería su postura 
en cuanto a la conveniencia de 
centralizar los esfuerzos y por 
ejemplo crear una policía única 
y estable?

Yo pienso, y lo he publicado de 
hecho, que las policías munici-
pales son frágiles, débiles aún 
en municipios fuertes como los 
de Tabasco, que son municipios 
muy fuertes en comparación con 
los de otras entidades que son 
mucho más débiles que los ta-
basqueños. Aún así las policías 
municipales carecen de las facul-
tades jurídicas para enfrentarse a 
bandas criminales muy podero-
sas, muy ricas y muy organiza-
das. No es un problema localista, 
es un problema de facultades ju-
rídicas, de equipamiento, de en-
trenamiento y de recursos, tanto 
financiero como de inteligencia. 
Y eso no tiene que ver con el 
aspecto local o localista, insisto, 

“Estamos poniendo 

información al gusto 

de las instituciones, nos 

falta ponerla de manera 

que sea el ciudadano 

el que aprenda a 

entenderla.”
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hay que entender que el estado 
es también organización, si el es-
tado en su conjunto no está bien 
organizado pues hay otros gru-
pos que lo están.

¿Cuál es su opinión entorno a 
la reforma al sistema de justicia 
penal que fue aprobada hace dos 
años y cuya implementación está 
en curso?

Yo creo que está bien, yo soy 
partidario de lo fundamental. 
Como siempre uno tiene opinio
nes específicas que pueden 
diferir, pero en su conjunto yo 
creo que la reforma está pensada 
para dar más responsabilidad 
a los jueces, creo que está bien 
pensada para que los ministerios 
públicos también den la cara, es-
tén más expuestos al escrutinio 
público y creo también que pro-
pone un giro con esta idea de la 
policía de investigación y puede 
ayudar a hacer más eficiente el 
trabajo de la policía. 

Me preocupa que en el camino 
vayamos a tener descuidos con 
los Derechos Humanos, me preo
cupa que las nuevas facultades 
otorgadas a las autoridades tanto 
policiales como judiciales puedan 
generar la tentación de pasar por 
encima de esos derechos huma
nitarios de los mexicanos.

Ya para finalizar me gustaría 
hacerle unas preguntas más de 
tipo personal. Parte de su for­
mación está dada en el mundo 
del Derecho…

Soy politólogo, pero tengo un 
posgrado en Derecho Constitu-
cional, precisamente porque me 
parecía que era necesario para 
completar mi formación.

¿Eso se da por alguna influencia 
familiar o por convicción?

Por todas las circunstancias que 
me tocó vivir. ¿Cómo se elige? Fí-
jate que hay un texto de José Or-
tega y Gasset que es un prólogo a 
un libro que se llama “Las ciencias 
del espíritu”,  en este prólogo pre-
cioso José Ortega y Gasset dice: 
“cuando se elije la profesión de una 
persona apenas se ha comenzado a 
hablar de su verdadera vocación”. 
Yo le contestaría a usted  igual.

¿Y algún autor favorito que tenga?

Tengo muchos. Hace mucho me 
hicieron la misma pregunta pero 
para producir un libro, y no sabe 
en qué lío me metieron. Tengo 
por salir un libro que va a publi-
car la Escuela de Administración 
Pública del Distrito Federal y me 
dijeron: elija por favor cinco au-
tores de ética pública que a usted 
le parezca absolutamente funda-
mentales para sostener su punto 
sobre ética pública, cinco, no me 
daban oportunidad de más.

Le debo confesar que llevo tres 
meses revisando toda mi biblio-
teca, mis apuntes, discutiendo 
con amigos y con alumnos cuáles 
deberían ser los cinco autores, 
sólo del tema de ética pública y 
todavía no estoy absolutamente 
convencido de mi selección. 

Algo hay con algunos autores, 
por ejemplo Max Weber, que a mí 
me parece absolutamente funda-
mental sobre todo en materia de 
ética de la responsabilidad, pero 
no es fácil hacer una selección.	
 
Pero por mencionar, a mí los au-
tores de novelas latinoamericanos 
me gustan mucho pues me forma-

ron; me encantaron Gabriel García 
Márquez, Mario Vargas Llosa, 
Alejo Carpentier… De García 
Márquez terminé leyendo algunos 
de sus textos que en ese tiempo no 
estaban publicados más que como 
cosa clandestina en Colombia, to-
davía no le daban el Nobel y bue-
no, me formaron, con ellos crecí, 
con esa literatura me formé.

¿También con Juan José Arreola?

Menos. Arreola es como de otra 
generación, no de la mía, la mía 
es con Alejo Carpentier…

¿Fuentes?

Carlos Fuentes por una parte, 
pero un Fuentes anterior, no el 

“La reforma está 

pensada para dar más 

responsabilidad a los 

jueces, creo que está 

bien pensada para que 

los ministerios públicos 

también den la cara, 

estén más expuestos 

al escrutinio público 

y creo también que 

propone un giro con 

esta idea de la policía 

de investigación 

y puede ayudar a 

hacer más eficiente el 

trabajo de la policía.”
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Fuentes actual. Lo digo con el 
mayor respeto por el maestro, 
pero “La muerte de Artemio Cruz” 
o “La región más transparente” sí 
me colmaron, menos “Todas las 
familias felices”;  por ejemplo, “La 
Independencia” y “La otra época”, 
me toca menos el espíritu….

¿Algún poeta?

No soy bueno para la poesía 
aunque debo confesarle que uno 
de mis libros favoritos sigue sien-
do “El Arco y la Lira” de Octavio 
Paz, pero no porque sea yo poeta 
o entienda la poesía, sino porque 
entiendo que el ritmo y la imagen 
-como quiere Octavio Paz en aquel 
libro maravilloso- son en realidad 
el lucimiento de la palabra bien 
dicha, y en eso creo, aunque no 
entienda mucho de poesía.

¿Y en música?, ¿qué tipo de 
música es la que más le gusta 
escuchar?

Tengo una contradicción flagrante. 
Me gusta la música clásica y con 
ella me formé porque soy nieto de 
un profesor del Conservatorio Na-
cional de Música.  Mi abuelo vivió 

esto toda su vida, mi padre fue 
egresado del Conservatorio, en-
tonces tengo una fuerte afición por 
la música clásica. Crecí con ella y 
tengo una afición a veces casi ob-
sesiva por Bach y por Mozart, pero 
para ser sincero yo trabajo con las 
variaciones Goldberg puestas en 
mi grabadora, aunque también los 
boleros me encantan. 

Me da una tristeza tremenda ver 
cómo los boleros y la trova han 
pasado de moda, aunque a un 
sector de los cantantes jóvenes 
les ha dado por cantar de ese 
México en tradición. 

¿Y de Tabasco en ese periodo 
que estuvo aquí?

Fue una maravilla, estaré siem-
pre agradecido con el estado de 
Tabasco. 

¿Y lo que más recuerde en cuanto 
a tradiciones, cultura en Tabasco?

Bueno, a mí me tocó vivir en una 
época con dos grandes tabasque-
ños Don Enrique González Pe-
drero y con su esposa sublime, 
Julieta Campos. Entonces usted va 
a perdonar pero a mí el Laboratorio 
de Teatro Campesino e Indígena -es-
pecialmente en su versión de Oxo-
lotán- me tocó para toda la vida, 
me tocó el alma hasta la fecha. Esas 
expresiones comunitarias que se 
dan en Tabasco son insuperables.

Finalmente ¿alguna afición de­
portiva?

No particularmente, no tengo 
gran afición por el deporte. Hago 
lo estrictamente necesario para 
mantenerme sano pero nada 
más.

“Creo que la vida 

está formada por una 

serie de circunstancias 

aleatorias que son 

buenas o son malas, 

se aprovechan o no se 

aprovechan, y a mí me 

tocaron circunstancias 

favorables.”
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97 Aniversario de la
Marcha de la Lealtad

reportaje       

En la conmemoración 
del 97 aniversario de la 
Marcha de la Lealtad, 
llevada a efecto el 9 de 

febrero de este año, el presidente 
de la Junta de Coordinación 
Política del Congreso del Esta-
do, José Carlos Ocaña Becerra, 
afirmó que los legisladores deben 
realizar un trabajo ético, transpa
rente y responsable, “de acuerdo 
con nuestros principios, de cara 
al pueblo, con disposición a dia-
logar, lograr consensos y llegar a 
acuerdos”.

Ocaña Becerra fungió como orador 
en la ceremonia cívica encabezada 
por el gobernador Andrés Granier 
Melo, quien al frente de un 
nutrido contingente recorrió las 
principales calles del centro de 
Villahermosa para rememorar la 
gesta de Francisco I. Madero y José 
María Pino Suárez.

Ante el presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, Rodolfo 
Campos Montejo; y el secretario 
de Gobierno, Humberto Mayans 
Canabal, Ocaña Becerra subrayó 
que la división de poderes no 
impide a los diputados destacar 
la labor y esfuerzo del goberna-
dor Granier, quien ha sabido ser 
leal a Tabasco y este es el ejemplo 
que debe permear en todos los 
tabasqueños.

Entre los asistentes a esta cere
monia se encontraron los secre-
tarios de Educación, Rosa Beatriz 
Luque Greene, y de Seguridad 
Pública, Sergio López Uribe; 
el procurador Rafael González 
Lastra; el alcalde de Centro, 
Jesús Alí de la Torre; la rectora 
de la UJAT, Candita Victoria Gil 
Jiménez; y los comandantes de 
la 30 Zona Militar, José de Jesús 
Ramírez García, y de la Quinta 

Zona Naval, Armando Alfonso 
Martínez Puentes.

La división de poderes no im­
pide a los diputados destacar la 
labor y esfuerzo del gobernador 
Granier, quien ha sabido ser 
leal a Tabasco y este es el ejem­
plo que debe permear en todos 
los tabasqueños.

“La división de 
poderes no impide 

a los diputados 
destacar la labor 

y esfuerzo del 
gobernador Granier, 

quien ha sabido 
ser leal a Tabasco y 
este es el ejemplo 
que debe permear 

en todos los 
tabasqueños.”

José Carlos Ocaña Becerra
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Uno de los temas más 
confundidos en la 
implementación del 
sistema acusatorio en 

México ha sido la teoría del caso, 
porque la hemos copiado de 
manuales y la hemos aprendido 
en cursos de litigación. ¿Dónde 
surge el concepto de “teoría del 
caso” para determinar las “téc-
nicas del litigio” encaminadas a 
la etapa de juicio?  El acierto pro-
cede de la interpretación peda-
gogía del proceso acusatorio y el 
error de la interpretación procesal 
de ese método, desde la enseñan-
za de las “técnicas de litigio”. En 
efecto, la “metodología del caso” 
se ha convertido en México en 
una “fase procesal” denominada 
“teoría del caso” como “estrate-
gia” procesal” desde una “técnica 
de litigio” que se aleja –ya a tan 
poco tiempo de su implemen
tación- de las técnicas procesales.     

¿Existe algún problema meto
dológico al utilizar, en el juicio 
oral, una teoría del caso? Si el mé-
todo de enseñanza ha sido el mé-
todo del caso, es claro que apren-
der a esclarecer casos en la práctica 
de la enseñanza resulta, en defini-

tiva, resolver casos en la práctica 
procesal. ¿Hay algún problema en 
utilizar el “método del caso” en 
la construcción de una “teoría del 
caso” para aprender el proceso? 
La respuesta es igualmente aser-
tiva. No hay problema alguno. 

¿Cuál es, entonces, el problema?  
Los problemas se pueden resumir 
en tres situaciones. La primera es 
que algunos han confundido la 
“teoría del caso” propia del mé-
todo del caso, con las técnicas de 
litigio para el proceso acusatorio.  

La segunda es que algunos han 
confundido “teoría del caso” con 
“alegato de apertura”. La tercera y, 
más preocupante, porque reduce 
el proceso acusatorio a teoría del 
caso, es que centran la “teoría del 
caso” –que es un método de ense-
ñanza para el litigio- en la etapa 
de juicio.  A estos tres problemas 
se suma, una cuarta situación 
metodológica, en la que influye la 
capacitación de nuestros juristas 
en el sistema norteamericano: las 
técnicas de litigio oral.  Éstas, por 
lo general se limitan a técnicas de 
alegato de apertura, alegato de 
cierre, interrogatorio y contrain-

terrogatorio, propias del juicio 
oral ante el jurado.  

El error que se puntualiza en la 
“enseñanza” se transfiere, ahora, a 
la “litigación”, cuando la theory of 
case se enfrenta, no al proceso lati-
noamericano, donde son funda-
mentales las técnicas procesales de 
la norma positiva, para concretar-
se en “técnicas de litigio” al modo 
como los juristas anglosajones en-
frentaron a los sujetos procesales, 
especialmente al jurado, a través 
de técnicas de interrogatorio.  Por 
eso, estrategia, técnica y alegato de 
apertura se confundió con el con-
cepto de “teoría del caso”.

Hemos de enseñar la “teoría del 
caso” como técnica procesal, y, 
por ende, comprendiendo todas 
las “aristas” del sistema acusato-
rio que, lógicamente, nos centra en 
la investigación policial por deli-
to, en la investigación ministerial, 
en la aplicación de criterios de 
oportunidad, en resaltar el prin-
cipio alternativo desde la con-
ciliación hasta el procedimiento 
abreviado y, lógicamente, para 
aquellas pocas causas que ter-
minan en juicio oral. Con ese 

art   í culo  
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Teoría del caso 
desde la investigación policial

*	 José Daniel Hidalgo Murillo. Profesor de Filosofía Social, Derecho Natural, Derechos Humanos y Práctica Forense Penal. Candidato 
a Doctor por la Facultad de Derecho de la Universidad Panamericana. Especialidad en Administración de Justicia en Juzgados de 
Distrito. Instituto de la Judicatura Federal. México. Licenciado en Derecho por la Universidad de Costa Rica. Notario Público por la 
Universidad de Costa Rica.

objetivo –como técnica procesal 
y como técnica de enseñanza- 
se centra en la “teoría del caso” 
para aprender la etapa de inves-
tigación como descubrimiento y 
acopio de prueba para preparar, 
especialmente, las audiencias 
preliminares al juicio oral. 

Desde una equivocada “teoría del 
caso” se ha admitido como prin-
cipios rectores los propios del de-
sahogo de los medios de prueba en 
juicio, es decir, desde la oralidad, 
los de publicidad, concentración, 
continuidad, contradicción e in-
mediación, por eso, las técnicas se 
limitan a alegatos e interrogato-
rios.  Por el contrario, la estrategia 
que exige la capacitación por me-
dio del “método del caso” no está, 
en la “teoría del caso” para la etapa 
de juicio; las “técnicas de litigio” 
no pueden concentrarse, entonces, 
en esa etapa en la que ya se ha pro-
ducido la etapa de investigación y 
el filtro de la etapa intermedia; los 
hechos ilícitos que se acusan no 
pueden reducirse al “alegato de 
apertura” del juicio oral, porque 

ya existe una imputación formal 
en la etapa de investigación y una 
acusación que abre la etapa inter-
media.  La verdadera estrategia y 
las técnicas de litigio en el sistema 
acusatorio, entonces, centran su 
atención en el proceso todo, más 
propiamente, en los principios 
–distintos a los principios rectores- 
por los cuales el proceso se abre a 
las personas.  Principio de alterna-
tividad para evitar la lentitud del 
procedimiento y facilitar la solu-
ción del conflicto y/o la reparación 
integral o parcial del daño con la 
participación de la víctima y el im-
putado; principio de reinserción 
social, cuando ha existido condena 
y es necesario facilitar la educación 
y capacitación para el trabajo de 
la persona sentenciada; principio 
de proporcionalidad que procura 
penas coherentes no sólo con el 
hecho ilícito sino, a la vez, con la 
persona y responsabilidades del 
imputado y su familia; principio 
de inocencia, que procura proteger 
los derechos del sujeto sometido a 
proceso a través de una hipótesis 
de inocencia a lo largo del proceso; 

principio de libertad, por el cual, 
el imputado puede permanecer en 
libertad a lo largo del proceso y, al 
final del mismo, los jueces han de 
facilitar el ejercicio de ese derecho 
de libertad por encima de su pri-
vación. Es claro que el sistema 
acusatorio enfoca a las partes al 
uso de estrategias y técnicas de liti-
gio que lo encaminen a la solución 
de las controversias y procurar la 
armonía social entre sus protago-
nistas y con la sociedad. Como 
puede observarse, el enfoque es 
diametralmente distinto.

Cuando escribí sobre la Etapa 
de Investigación en el Sistema 
Procesal Penal Acusatorio argu-
mente, que “la diferencia entre 
hipótesis delictiva, hipótesis del 
caso y teoría del caso me permite 
explicar el problema y ofrecer al-
gunas soluciones de la actuación 
policial con o sin control del 
ministerio público. Esta obligada 
división me permite, igualmente, 
explicar la importancia de la 
acción policial, la naturaleza pro-
cesal de la investigación policial 
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hecho. Por ende, si se ha escrito 
tanto sobre la teoría del caso, con-
viene mantener el concepto bajo 
dos supuestos: el primero, que 
teoría del caso es lo que en nuestro 
medio llamamos etapa de investi-
gación y, segundo, que no es po-
sible hablar de teoría del caso en la 
etapa de juicio, cuando el tribunal 
cuenta, en ese momento procesal, 
con un auto de vinculación a pro-
ceso que ha fijado y cerrado la litis, 
y, con una acusación que, abriendo 
la etapa intermedia, ha forjado el 
hecho delictivo objeto del juicio en 
el auto de apertura a juicio.

Hay seis preguntas que debe 
responder la doctrina si quere-
mos aceptar la “confusión” que 
hace entre la teoría del caso y 
las técnicas de litigio.

a.	 La primera pregunta es ¿por 
qué –salvo el caso Colombia 
y el caso Durango- ningún có-
digo procesal penal acusatorio 
confunde el alegato de aper-
tura con la teoría del caso?

b.	 La segunda pregunta es: ¿por 
qué ningún código asume, 
dentro de la etapa de investi-
gación, la teoría del caso?

c.	 La tercera pregunta es: ¿por 
qué la teoría del caso es una 
estrategia para los abogados, 
si, de previo, ha existido una 
etapa de investigación policial 
y/o ministerial que ha arriba-
do, necesariamente, a un hecho 
delictivo y, al probable autor 
–penalmente responsable- de 
ese hecho?

Con esas primeras hay otras tres, 
dijimos, que igualmente debe 
contestar la doctrina, para com-
prender que, con la teoría del 
caso, ha sometido, igualmente a 

confusión, la teoría del proceso 
en la teoría del derecho procesal 
penal y en la teoría del delito.

a.	 La primera pregunta es: ¿es 
la situación jurídica –propia 
de la teoría del caso- la teoría 
del delito y, por ende, debe 
cifrarse en el cuerpo del deli-
to o en los elementos del tipo 
penal, dependiendo de la es-
cuela jurídica positiva?

b.	 La segunda pregunta es: ¿es 
la situación fáctica –propia de 
la teoría del caso- el descu-
brimiento del hecho delictivo, 
objeto propio de la etapa de 
investigación –y/o preliminar 
o preparatoria- en el sistema 
acusatorio, que se exige, pro-
cesalmente hablando, para la 
formulación de la imputación? 

c.	 La tercera pregunta es: ¿es la 
cuestión probatoria –propia de la 
teoría del caso- la investigación 
del delito, que corresponde en el 
sistema acusatorio al ministerio 
público y a las policías?

La enseñanza de las técnicas de 
litigio -que por lo general se con-
centran en el juicio oral-, han 
resultado ser manuales de cono-
cimiento del sistema acusatorio 
que, encaminadas “al litigio” es 
decir, a los abogados actores en el 
sistema procesal penal -ya como 
acusador público o patrocinador 
de la víctima como acusadora pri-
vada o particular o, a los aboga-
dos defensores de los imputados 
y, en algunas legislaciones, como 
patrocinadores del actor civil y 
del demandado civil-, ofrecen una 
“técnica” para enfrentar el juicio 
oral en el proceso penal.   

¿Cuál podría ser la razón de fra-
caso del futuro del sistema acu-

por delito, la necesidad estratégica 
de contar con oficiales de policía 
en la investigación, sin necesidad 
de que el ministerio público deba 
estar presente, para evitar dos ór-
ganos que a la vez que coadyuvan 
se estorban. Mi “teoría del caso” 
se integra, dentro del proceso pe-
nal mexicano, en la “etapa poli-
cial” –como hipótesis delictiva- 
y/o, a lo sumo, en la etapa de 
investigación ministerial –como 
hipótesis de caso-, no así, como 
suele hacerse, en la etapa de 
juicio, como estrategia de litigio 
de las partes procesales

Para entender mi razonamiento, 
se hace necesario reconocer dos 
realidades “procesales”. La prime
ra es que toda investigación por 
delito es investigación policial 
–bajo control y/o dirección del 
ministerio público-. La segunda es 
que la teoría del caso es la hipótesis 
sobre la cual se basa la policía para 
esa investigación pues, en estra-
dos procesales nuestro sistema ha 
implementado -dogmáticamente, 
y con acierto-, la teoría del delito. 
La teoría del caso como técnica de 
litigio del juicio oral es el efecto de 
una hipótesis delictiva que fija los 
criterios de actuación de la policía 
una vez que se ha cometido un deli
to.  Los órganos de investigación 
policial, a quienes no corresponde 
en el proceso su inicio, su impulso 
y su continuidad, sino, por el con-
trario, impedir que los hechos arri
ben a consecuencias ulteriores y, 
realizar la investigación para que 
el ministerio público pueda asu
mir una acusación, procuran, con 
la “teoría del caso” una estrategia 
de investigación que, partiendo de 
una hipótesis,  facilita la determi-
nación probatoria del hecho y la 
responsabilidad del autor de ese 
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satorio en México?  Si queremos 
adelantar respuestas o analizar 
lo que ocurre actualmente en al-
gunas entidades federativas, ésta 
se encamina casi siempre a las 
organizaciones policiales y al mi
nisterio público. Los académicos 
–y algunos abogados expertos- se 
han centrado más en las técnicas 
de litigio para abogados que para 
estos funcionarios que, aparente-
mente, no requieren “técnicas”.  

La respuesta era obvia: ¿si el 90% 
de las causas se resuelven, sin 
tener que ir a juicio, por qué se 
ofrecen técnicas de litigio para la 
etapa de juicio, no así técnicas de 
litigio para las etapas anteriores?  
El profesor Hesbert Benavente, 
aunque admite la “teoría del 
caso” indica que “si los hechos 
que el abogado maneja no son 
subsumibles dentro de un tipo 
penal no tiene un caso penal sino 
una historia pura y simple.  

Si los hechos son subsumibles 
dentro del tipo penal, pero no 
hay pruebas, se tiene una buena 
historia delictiva.  Si los hechos 
son subsumibles dentro del tipo y 
además se tiene una buena prue-
ba, se tiene un caso”. Llegar a la 
etapa intermedia y/o a la de juicio 

“armando” una teoría del caso 
como “estrategia” es ya un modo 
de admitir que las etapas anterio
res se han manejado sin estrategia 
alguna.  Es tan “falsa” la teoría del 
caso –como táctica o estrategia 
únicamente del juicio oral- que el 
mismo Benavente debe aceptar 
que existe una fase constructiva, 
una fase recolectiva, una fase 
depurativa y una fase expositiva 
de la teoría del caso, en defini-
tiva, una etapa de investigación, 
una etapa intermedia y una etapa 
de juicio.  Más propiamente, si 
la “teoría del caso” no es una es-
trategia del Ministerio Público en 
investigación con la policía, es una 
farsa procedimental en las demás 
etapas pues se ha perdido la prue-
ba en la fase prioritaria de prueba 
que es la policial.  

Cabe agregar que, aún cuando el 
Código Procesal Penal de Colom-
bia admite la figura de la “teoría 
del caso” (art. 371), acepta que la 
“teoría del caso se empieza a 
construir desde el primer mo-
mento en que se tiene cono-
cimiento de los hechos. Una vez 
que se posea la información que 
servirá a cada una de las partes 
se debe definir cuál será la teoría 
del caso por demostrar. Se plantea 

inicialmente como hipótesis de lo 
que pudo haber ocurrido. Estas 
hipótesis deben estar sujetas a 
verificación o comprobación me-
diante las diligencias que se prac-
tican durante la investigación.  
Las hipótesis de investigación se 
convierten en teoría al finalizar 
la misma. Se modifica y se ajusta 
hasta que empiece el juicio” 

Si el error de la “teoría del 
caso” como “técnica de litigio” 
es –confundiendo método del 
caso por teoría del caso- centrar 
la teoría de la investigación, la 
teoría del delito y la teoría de 
la prueba en la etapa de juicio 
es claro que ese error se supera 
si la centramos en la etapa de 
investigación –y/o preliminar 
o preparatoria- del sistema acu-
satorio.  Se puede concluir que 
no hay estrategia y, por ende, 
nos enfrentamos a una equivo-
cada técnica de litigio, si en el 
sistema acusatorio nos espe-
ramos –y/o concentramos- a la 
etapa de juicio oral. Para superar 
estos errores, conviene enfren-
tar, desde el sistema procesal 
penal acusatorio, cuáles deben 
ser las verdaderas estrategias y 
cuáles, las verdaderas técnicas 
de litigio.
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Maestro, primero que nada cuén­
tenos sobre el tema que abordó 
en su conferencia disertada en 
el Marco de la XIII Reunión Na­
cional de Consejos de la Judica­
tura y Organismos Similares, en 
Cd. Victoria, Tamaulipas.

Mi tema fue “El Sistema Intera
mericano de Protección de los 
Derechos Humanos”. Procuré 
destacar la importancia enorme 
que este sistema tiene para los ha-
bitantes de los  países americanos y 
particularmente para México en la 
hora actual. Lo relativo a Derechos 
Humanos es básico, vital para to-
das las personas, está claramente a 
la vista con muchos acontecimien-

tos recientes y no tan recientes, y 
por otra parte existe una preocu-
pación grande por mejorar el ré-
gimen nacional de los Derechos 
Humanos y esa preocupación se 
muestra en la muy reciente pro-
puesta de reforma constitucio-
nal que ha sido presentada por el 
Senado de la República y turnada 
a la cámara de diputados, con 
vistas a la modificación de varios 
preceptos constitucionales, y esto 
es constructivo. 

También está a la vista la impor-
tancia del tema por el hecho de 
que México ha estado partici-
pando muy a fondo en el Sistema 
Interamericano de Protección de 

Acerca de nuestro entrevistado:
•	 Originario de Guadalajara, Jalisco, es 

abogado por la Universidad Nacional 
Autónoma de México y ha obtenido 
el Grado de Doctor en Derecho por la 
misma casa de estudios.

•	 Político y abogado mexicano que se 
desempeña como juez de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos 
de la Organización de Estados Ameri-
canos, Presidente de la misma en el 
periodo comprendido de 2004 a 2007.

•	 Es Investigador del Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas de la UNAM, sien-
do Investigador Nivel III del Sistema 
Nacional de Investigadores (SNI).

•	 Fue Secretario del Trabajo en el Gobi-
erno de José López Portillo, Procura-
dor General de la República en el de 
Miguel de la Madrid, Procurador de 
Justicia del Distrito Federal y Secre-
tario General del PRI (2000-2001). 

E N T R E V I S T A

 Jesús Antonio Aquino Rubio

Dr. Sergio
García Ramírez

Nuestro entrevistado no sólo es uno de los juristas 
mexicanos más reconocidos y destacados  a nivel 
internacional, sino además un férreo defensor 
de la autonomía e independenica de los Poderes 

Judiciales,  tal como se evidencia en las siguientes líneas.
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los Derechos Humanos, ha sido 
un país contendiente, ha com-
parecido ante la corte y se han 
producido algunas sentencias en 
casos importantes para México y 
también se está ahora trabajando 
en distintas áreas, particular-
mente el ámbito de las relaciones 
exteriores, en la reflexión sobre un 
eventual proyecto de implemen
tación o de cumplimiento de las 
decisiones judiciales del Sistema 
Interamericano en nuestro país. 
O sea que por todas partes hay 
atención, hay interés cifrado en 
esta materia, de ahí que pareciera 
interesante explicar un poco más 
en el medio nuestro, entre cole-
gas abogados mexicanos, cuáles 
fueron los orígenes, cómo se ha 
desarrollado y cuáles son las im-
plicaciones de formar parte de un 
Sistema Interamericano y cómo 
esto mejora la posición de los 
particulares. 

Agreguemos a todo ello que 
conforme a las mismas refor-
mas que se pretenden introducir 
a la Constitución y a la Ley de 
Amparo, al régimen de amparo, 
a través de otro paquete de re-
formas constitucionales que 
también se encuentra en trámite, 
pasaría, en su caso, a ser un me-
dio de protección, no solamente 
de los derechos consagrados por 
la Constitución Mexicana -lo que 
hemos llamado las Garantías 
Individuales- sino un medio de 
protección de los derechos esta-
blecidos en tratados internacio-
nales de los que México forme 
parte. Durante mucho tiempo 
se ha dudado de si esto tenía 
este alcance o no, hay opiniones 
diferentes, pero ahora induda
blemente sería el recurso de 
amparo un medio también para 
la tutela de los derechos estable-
cidos en tratados internaciona-
les. Esto conforma el marco de 
los intereses actuales en materia 
de Derechos Humanos. 

¿Cómo ha sentido usted la par­
ticipación y la reacción de los 
asistentes, particularmente de 
los presidentes de tribunales en 
torno al tema?

Bueno, en lo personal yo es-
toy profundamente agradecido 
porque he recibido una cordial 
invitación para asistir a este even-
to, porque se me ha transmitido 
y materializado en los mejores 
términos, cosa que yo reconozco 
y agradezco. Encontré aquí un 
ambiente muy hospitalario, muy 
atento, yo diría que amistoso in-
clusive hacia su servidor. 

Hemos tenido oportunidad de 
charlar ampliamente en distintos 
momentos sobre esta materia, no 

solamente a propósito de la confe
rencia sino en otros momentos de 
la reunión, y yo entiendo que exis
te realmente un interés muy pun-
tual en este tema como también lo 
tienen los señores magistrados en 
otros temas de su incumbencia que 
no son ni pocos, ni sencillos. 

Supe que estuvo usted como 
invitado especial en la tercera 
reunión plenaria de magistra­
dos, ¿qué comentario me puede 
dar sobre eso?

No estuve desde el principio, 
por cuestiones de mi itinerario 
de vuelo, pero en la parte que me 
tocó ver, atestigüé acuerdos muy 
interesantes y de mucha trascen-
dencia. Incluso tengo entendido 
que la sesión fue grabada por el 
Canal Judicial, lo cual me parece 
digno de destacarse.
 
 ¿Qué impresión le merece este 
evento en general?

Muy bueno, sobre todo porque 
tuve la oportunidad de estar en 
la etapa final, conclusiva, en la 
que solamente participaron los 
magistrados presidentes o sus 
representantes personales. Para 
mí fue una manera de recuperar 
el conocimiento, refrescar cono-
cimientos y entender mejor cuál 
es la situación que guarda la jus-
ticia del fuero común en México. 

Veo que algunos tribunales, yo 
diría que todos aunque unos de 
una manera más intensa, han 
dado muchos pasos adelante in-
clusive en el rescate de esta facul-
tad, que es muy debida, de contar 
con recursos seguros que afiancen 
su independencia y que estén es-
tablecidos constitucionalmente en 
el presupuesto de las entidades 

“El juez tiene que 
ser independiente, 

competente e 
imparcial,  pero 

comienza la orden 
así, independiente 

primero, y esa 
independencia 

se fortalece en la 
medida en que se 

tengan los recursos 
necesarios para 
poderla ejercer 

sin necesidad de 
estar negociando 

constantemente los 
presupuestos del 
Poder Judicial. ”
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federativas, es un mero ejemplo, 
es algo que a mí me ha parecido 
siempre muy conveniente. 

Esto me deja un grato sabor de 
boca como también los esfuerzos 
que están haciendo para poder 
asumir las nuevas cargas que 
derivan de reformas constitucio-
nales, entre ellas la injerencia de 
intervención en casos que antes 
eran estrictamente federales, el 
llamado narcomenudeo, y que 
pasarían a ser también materia de 
la competencia de tribunales ordi-
narios. Ojalá que todo esto tenga 
su orden y sustento financiero, la 
federación tendrá que ocuparse 
de que así sea, porque está bien 
que se transfieran cargas cuando 
es necesario,  pero también hay 
que transferir recursos.

Por último Doctor, ¿qué en­
lace puede tener esta garantía 
económica de los poderes ju­
diciales en beneficio del ciuda­
dano?

Bien, todo lo que beneficie la inde-
pendencia de los tribunales, todo 
lo que los haga más autónomos 
frente a las autoridades, beneficia 
no solo a los propios tribunales, 
como es obvio, sino a los ciudada-
nos. Todas estas son garantías que 
llamamos judiciales pero las ga-
rantías judiciales son garantías en 
favor de los justiciables y es para 
que se administre mejor la justicia, 
en condiciones más dignas y más 
independientes. El juez tiene que 
ser independiente, competente e 
imparcial,  pero comienza la orden 
así, independiente primero, y esa 
independencia se fortalece en la 
medida en que se tengan los recur-
sos necesarios para poderla ejercer 
sin necesidad de estar negociando 
constantemente los presupuestos 
del Poder Judicial. Creo que todo 
esto claramente beneficia a los ciu-
dadanos. 

“Ojalá que todo esto 

tenga su orden y 

sustento financiero, 

la federación tendrá 

que ocuparse de 

que así sea, porque 

está bien que se 

transfieran cargas 

cuando es necesario,  

pero también hay 

que transferir 

recursos.”
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C O N A T R I B

La Comisión Nacional de 
Tribunales Superiores 
de Justicia de los Esta-
dos Unidos Mexicanos 

(CONATRIB), realizó su Primera 
Reunión Plenaria Ordinaria de 
Presidentes el 15 de enero del 2010.

La cita fue en la Sala de Presi-
dentes “María Lavalle Urbina”, 
del edificio sede del Poder Judi-
cial del Distrito Federal, donde 
se entregaron reconocimientos a 
los integrantes de la mesa direc-
tiva del período 2009-2011. (1)

Durante la primera sesión de pre
sidentes del año encabezada por 
el Dr. Campos Montejo, se aprobó 
la minuta de trabajo verificada en 
Ixtapan de la Sal el pasado 4 y 5 
de noviembre del 2009, así como 
la “Declaratoria Ixtapan”.

Se hizo la presentación oficial del 
Programa de Trabajo CONATRIB 
2009–2011, y se eligieron a 
los titulares de las unidades 

Mesa Directiva 2009-2011
Nombre Cargo

Dr. Rodolfo Campos Montejo
Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia 

y del Consejo de la Judicatura del estado de Tabasco

Presidente

Lic. Max Gutiérrez Cohen
Presidente Del Supremo Tribunal de Justicia y del 
Consejo del Poder Judicial del estado de Sonora

Primer Vicepresidente 
Región Norte

Lic. Alejandro Etienne Llano
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia

del estado de Tamaulipas

Segundo Vicepresidente
Región Norte-Centro.

Lic. Fernando Arreola Vega
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del 

Consejo del Poder Judicial del estado de Michoacán.

Tercer Vicepresidente
Región Centro.

Dr. Edmundo Román Pinzón
Presidente del Tribunal Superior de Justicia

del estado de Guerrero.

Cuarto Vicepresidente
Región Sur

Lic. Rodolfo Acosta Muñoz
Presidente del Tribunal Superior de Justicia

del estado de Chihuahua

Primer Vocal
Región Norte

Lic. Lucas González Gómez
Presidente Del Tribunal de Justicia y del Consejo de la 

Judicatura del estado de Chihuahua. 
Segundo Vocal 
Región Centro

M.D. Juan Gabriel Coutiño Gómez
Presidente Del Tribunal Superior de Justicia y del 
Consejo de la Judicatura del estado de Chiapas.

Tercer Vocal 
Región Sur

Lic. Ricardo Sánchez Márquez
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del 

Consejo de la Judicatura del estado De San Luis Potosí.

Cuarto Vocal
Región Norte-Centro

M.D. Gary L. Arjona Rodríguez Secretario Técnico
L.A. José Bulnes Zurita Tesorero

Primera Reunión Plenaria Ordinaria 
de Presidentes Conatrib 2010
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Comisión de Autonomía Presupuestaria

1. D.F. 4. Durango 7. Jalisco
2. Tamaulipas 5. Edo Mex

3. Sonora 6. Guerrero
Comisión Narcomenudeo

1. D.F. 3. Hidalgo 5. Tamaulipas
2. Durango 4. Sonora

Comisión del Sistema de Justicia para Adolescentes

1. Aguascalientes 3. Chiapas 5. Guerrero
2. D.F. 4. Guanajuato 6. Tabasco

Unidades Especializadas

1. Editorial D.F.
2. Capacitación D.F.
3. Internacional Tamaulipas

4. Planeación Durango
Representantes Conatrib ante AMIJ

Tema Estado
Carta de los Derechos y Obligaciones

de los usuarios de la Justicia en México Edo. de México

Medios Alternos de Solución de Controversias D.F.
No Discriminación y Derecho a la Igualdad. 

Perspectiva de Género en los Juzgadores Zacatecas

Comisión para el establecimiento de líneas 
mínimas de cumplimiento  en la emisión y 
presentacíon de estadísticas judiciales para 
todos los órganos impartidores de justicia

Hidalgo

Mesa de Capacitación D.F.

Sedes para los eventos a realizarse durante 2010
Fecha Evento Sede

25 y 26 de febrero
3ª. Reunión Nacional sobre Nuevas 
Modalidades del Sistema Procesal 

Mexicano
Durango

28, 29 y 30 de abril XIII Reunión Nacional de Consejos de la 
Judicatura y Organismos Similares Tamaulipas

25, 26 y 27 de 
agosto

X Encuentro Nacional de Presidentes 
de Tribunales Superiores de Justicia y 

Procuradores Generales
de Justicia del País

Durango

24 y 25 de 
septiembre

XI Reunión de Jueces
de Primera Instancia Guanajuato

1º. y 2 de octubre
4ta. Reunión Plenaria Ordinaria de 

Presidentes, Previa al XXXIV Congreso 
Nacional

Chiapas

24, 25 y 26 de 
noviembre XXXIV Congreso Nacional Conatrib Jalisco

especializadas, a los integrantes 
de las diversas comisiones, así 
como los representantes ante 
otras mesas de trabajo. (2)

Se dio cordial bienvenida en la 
asociación, a los Magistrados 
Presidentes Baruch Delgado Car-
bajal, del Estado de México; Hum-
berto Montiel Padilla, de Baja 
California Sur, y a María Raquel 
Barajas Monjaraz, de Guanajuato, 
para felicitarlos por sus nombra-
mientos, y en el último caso, por 
su ratificación en el cargo.

El Presidente Campos Montejo 
agradeció y reconoció el intenso 
trabajo del Magistrado Dr. Ed-
gar Elías Azar, Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura del 
Distrito Federal, por su activa 
participación en las comisiones, 
unidades especializadas, pro-
ducción editorial, así como su 
aportación a iniciativas trascen-
dentales como la Red Mexicana 
de Cooperación Judicial para la 
Protección de la Niñez.

El nutrido trabajo culminó con 50 
acuerdos de presidentes. 
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Cuadro 2
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Del 19 al 22 de enero 
del año actual, se 
llevó a cabo en la ciu-
dad de Villahermosa, 

Tabasco, el Taller de Elaboración 
del Manual de Formador de For-
madores en Juicios Orales.

Dicho trabajo, forma parte de los 
esquemas conjuntos de trabajo 
colaborativo signados entre la 
Comisión Nacional de Tribunales 
Superiores de Justicia de los Estados 
Unidos Mexicanos (CONATRIB), 
y la Agencia Española para la 
Cooperación Internacional y el 
Desarrollo (AECID).

La inauguración estuvo a cargo 
del Dr. Rodolfo Campos Mon-
tejo, Presidente de CONATRIB y 
del Tribunal Superior de Justicia 
y del Consejo de la Judicatura del 
Estado de Tabasco, en presencia 
de la Directora de AECID, Dra. 

María del Mar Perales Gallegos.
Estuvieron presentes como invi-
tados especiales, el presidente de 
la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos, Jesús Manuel Argáez 
de los Santos, así como los titu-
lares del Colegio de Notarios, 
Leticia Gutiérrez Ruiz y de la 
Barra Tabasqueña de Abogados, 
Ulises Chávez Vélez.

Participaron en el taller jueces y 
directores de escuelas judiciales 
de 13 estados de la república, 
provenientes de Baja California 
y Baja California Sur, Coahuila, 
Chihuahua, Durango, San Luis 
Potosí, Jalisco, Zacatecas, Tamau-
lipas, Colima, Estado de México, 
Distrito Federal y Tabasco.

Perales Gallegos reconoció el 
empeño que Campos Montejo ha 
impreso a su labor como titular 
de la Conatrib y fruto de ello, es el 

evento verificado el pasado mes 
de diciembre en Oaxaca, donde 
tuvo verificativo el primero de 
estos talleres, reconociendo que 
el taller de Formador de Forma-
dores –dirigido esencialmente a 
capacitadores y directores de es-
cuelas judiciales– es un reto para 
los poderes judiciales y una po-
sibilidad para la transmisión de 
conocimientos con técnicas pe
dagógicas de acuerdo a los usos 
y costumbres de los mexicanos. 

A su vez, Elba Rojas Brucheta, di-
rectora del Instituto de Estudios 
Judiciales de Puebla, manifestó 
que con esta capacitación no sólo 
se harán cargo de la capacitación 
de futuros secretarios judiciales 
y jueces, sino también significa 
un compromiso con los aboga-
dos litigantes.  

C O N A T R I B

Taller de Elaboración del Manual 
de Formador de Formadores en 
Juicios Orales, AECID-CONATRIB
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dente de la República  la preocu-
pación existente en los tribunales 
estatales de justicia en temas to-
rales como son la reforma penal, 
los juicios orales, el narcomenu-
deo, la justicia para adolescentes 
y la autonomía presupuestaria de 
los poderes judiciales.

Solicitó del primer mandatario 
federal, su apoyo para lograr 
recursos que faciliten a los tribu-
nales estatales, dar cumplimien-
to a  los compromisos impuestos 

El Dr. Rodolfo Campos 
Montejo, Magistrado 
Presidente de CONA-
TRIB y del Tribunal Su-

perior de Justicia y del Consejo 
de la Judicatura del Estado de 
Tabasco, sostuvo una reunión de 
trabajo el pasado 21 de enero con 
el Lic. Felipe Calderón Hinojosa, 
Presidente Constitucional de los 
Estados Unidos Mexicanos, en la 
residencia oficial de Los Pinos.
Contando con la presencia del 
Ministro Guillermo Ortíz Maya-
goitia, Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, así 
como con el Secretario de Gober-
nación, Lic. Fernando Gomez 
Mont, y el Secretario Técnico de la 
Asociación Mexicana de Imparti-
dores de Justicia (AMIJ), Dr. Ro-
lando De Lassé Cañas, entre otros 
distinguidos invitados, el Dr. 
Campos Montejo externó al Presi-

desde el Congreso de la Unión a 
través de los decretos de refor-
mas al Sistema de Justicia Pe-
nal y a la Ley General de Salud, 
consistentes principalmente en 
inversiones de infraestructura y 
capacitación.

Advirtió que los actuales esque-
mas económicos no garantizan 
la capacidad de los estados para 
implementar los juicios orales, 
y consideró importante sumar 
esfuerzos para que los decretos 
puedan realmente materializarse.

Precisó que las reformas imple-
mentadas, si bien buscan la me-
joría del actual sistema penal 
mexicano, no basta los decretos 
para realizarlo, sino es necesa-
rio un esquema de apoyos a in-
fraestructura y capacitación que 
proporcionen capacidad operativa 

C O N A T R I B

AMIJ - Presidencia
de la Republica

 Reunión de Trabajo
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a los tribunales estatales para lle-
varlos a cabo, pues de lo contrario 
se correría el riesgo de que los 
juicios orales no lograran el obje-
tivo buscado por falta de recursos.

Externó al presidente Calderón su 
preocupación en torno a la situa
ción de los adolescentes, toda 
vez que es más frecuente que el 
crimen organizado use a meno-
res de edad para cometer delitos, 
porque tienen mayores oportu-
nidades de quedar en libertad. 

A la par, señaló que la impar-
tición de justicia se ha convertido 
en un trabajo de alto riesgo por 
las constantes amenazas del cri-
men organizado, pues los jueces 
no son ajenos a intimidaciones 
y amenazas, expresando la gran 
preocupación por la seguridad 
personal de jueces y magistrados. 

Resaltó la importancia de trabajar 
proactivamente en esos objetivos 
comunes, especialmente cuando 
se tiene información objetiva y 
comprobable del elevado costo 
que requiere una reforma de tan 

profundo calado, y la necesidad 
que el estado otorgue garantías a 
los operadores del sistema para 
poder realizar con seguridad su 
trabajo.

El Presidente de la República, 
Felipe Calderón Hinojosa, res
pondió a las preocupaciones 
de los magistrados locales y 
federales de todo el país, así 
como ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 

Ante ellos, asumió el compro-
miso para contribuir en lo que 
resta del año a impulsar lo que 
sea necesario en materia de jus-
ticia para adolescentes para en-
frentar la problemática planteada. 

En lo que respecta a los juicios 
orales, mostró su preocupación 
para lograr su adecuada ins
trumentación y en cuanto a nar-
comenudeo, dió instrucciones al 
titular de la Procuraduría Gene
ral de la República (PGR), Arturo 
Chávez Chávez--presente en el 
encuentro-- para estrechar vín-
culos con los tribunales locales 

de Justicia y atender este tema de 
la manera más expedita posible. 

Por lo que se refiere a la au-
tonomía presupuestaria de los 
poderes judiciales locales –tema 
ya planteado al secretario de 
Gobernación durante la reunión 
de Conatrib llevada a cabo 
en el Estado de México en novi-
embre pasado– Calderón Hi-
nojosa coincidió con la legítima 
preocupación de los tribunales. 

En ese sentido se comprometió 
a buscar y apoyar las fórmulas 
jurídicas que permitan avanzar 
en la consolidación de este tema. 

El jefe del Ejecutivo Federal subra
yó su compromiso para que el 
gobierno federal colabore con la 
Asociación Mexicana de Imparti-
dores de Justicia para garantizar, 
juntos, el acceso a una justicia 
pronta y expedita, haciéndose evi-
dente la disposición del Presidente 
de la República para encontrar 
mejores alternativas de justicia. 
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Presidente Felipe Calderón Hinojosa
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El 7 de febrero del 2010, se 
reunieron los integrantes 
de la Comisión Nacional 
de Tribunales Superiores 

de Justicia de los Estados Unidos 
Mexicanos (CONATRIB) y los 
Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN), en la 
sede del poder judicial federal.

El Dr. Rodolfo Campos Montejo, 
Presidente de CONATRIB,  llamó 
a sumar esfuerzos para fomentar 
la cultura de la legalidad, a lo cual 
coincidió el Ministro Ortiz Maya-
goitia, Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, quien añadió 
que hay mucho qué hacer para 
fomentar esta cultura de respeto 
a la ley y darle a la justicia el ele
vado lugar que le corresponde.

Ambas instituciones se compro-
metieron a sensibilizar a los juz-

gadores estatales y federales, para 
crear un clima de concordia, res-
peto y equidad, girando el presi-
dente del máximo tribunal del 
país instrucciones al Consejo de 
la Judicatura Federal, para ins
trumentar una serie de talleres 
regionales en los que se exponga 
el sentir de jueces y magistrados 
locales y federales y de ahí surja 
un ejercicio productivo que nutra 
a ambas partes.

El ministro José Ramón Cossío 
Díaz recordó que un ejercicio de 
sensibilización similar se realizó 
durante la presidencia de Maria
no Azuela Guitrón, y ahora puede 
retomarse con el concurso de 
todos los integrantes de la Aso
ciación Mexicana de Impartidores 
de Justicia (AMIJ).

En ese marco, puso a disposición 
de los juzgadores locales la 
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Reunión
de Trabajo

CONATRIB-SCJN

“... aún quedan resquicios de intolerancia, 
soberbia y cerrazón por parte de algunos 
servidores judiciales de la federación, que 

insisten en vernos como hermanos menores, 
como juzgadores de segunda, e incluso, 

como adversarios. Situación que contrasta 
con la actitud sencilla y amable que hemos 
encontrado en los ministros de la Corte.”
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iniciativa para homologar y 
hacer más sencilla la redacción 
de sentencias, mediante talleres 
que se habrán de desarrollar a lo 
largo de este año, denominado 
de Acceso a la Justicia, e informó 
que se dará difusión a la Carta de 
derechos y deberes del usuario 
de la justicia, lo cual ya se inició 
en Tabasco a nivel local.

Ante los presidentes de los poderes 
judiciales locales, Rodolfo Campos 
expresó que con la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación mantienen 
una agenda de temas comunes 
que incluyen la necesidad de con-
tar con la facultad de iniciativa 
de ley y autonomía presupuestal, 
además de estarse impulsando la 
ética judicial, la equidad de género 
y el uso de las nuevas tecnologías.

Otros temas de interés son la 
transparencia en las acciones de 
los órganos jurisdiccionales, la ca-
pacitación y la implementación del 
sistema penal acusatorio y oral, así 
como la jurisdicción concurrente 
en materia de narcomenudeo.

El también presidente del Poder 
Judicial de Tabasco aprovechó 
la oportunidad para solicitar a 
Ortiz Mayagoitia su apoyo en 
la consolidación del proyecto de 
capacitación nacional en materia 
de juicios orales, impulsado con 
ayuda del Fondo Jurica.

Externó su simpatía con la con-
tinuidad del programa de ca-
pacitación para jueces del fuero 
común, y sostuvo que éste debe 
ser cíclico. 

Sostuvo que para garantizar la 
vigencia del programa de capaci
tación, es la Asociación Mexi-
cana de Impartidores de Justicia 
la que justifique su permanencia 
mediante un proyecto que debe 
ser estudiado para que el Fondo 
Jurica aporte los recursos.

Igualmente se pactó el compro-
miso de fomentar un programa 
de capacitación en beneficio de 
hasta 50 juzgadores locales y 
federales que realizarán visitas a 
juzgados de Estados Unidos, Co-
lombia y Chile, para conocer su 
funcionamiento de forma directa 
y con el aval de Fletcher School, 
una de las mejores instituciones 
en el ramo a nivel mundial. 
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El Tribunal Superior de 
Justicia y del Consejo de 
la Judicatura del Distrito 
Federal, representado por 

su presidente, Magistrado Edgar 
Elías Azar, y el Dr. Rodolfo Cam-
pos Montejo, Magistrado Presi-
dente de la Comisión Nacional de 
Tribunales Superiores de Justicia 
(CONATRIB), y del Tribunal Supe-
rior de Justicia y del Consejo de la 
Judicatura del Estado de Tabasco, 
fueron los anfitriones del Foro de 
Justicia para Adolescentes, cele
brado el 18 y 19 de marzo del pre-
sente año en el Distrito Federal.

El objetivo del foro fue analizar 
el estado que la Justicia para 
Adolescentes guarda en el país, 
razón por la cual, previo al mis-
mo, se solicitó  desde CONATRIB 
un diagnóstico a cada entidad de 
la República sobre el tema.

La colaboración de todos los tri-
bunales estatales del país, hizo 
posible que los resultados de 

dicho diagnóstico fueran presen-
tados por el Dr. Israel Alvarado 
Martínez, Consejero de la Judi-
catura del Distrito Federal, y su 
análisis fue verificado en mesas 
de trabajo, donde se revisaron 
aspectos como sus presupuestos, 
respeto al debido proceso y edad 
mínima y máxima para ser con-
siderado protegido por el sistema 
de justicia para adolescentes.

También se estudiaron las medi-
das de orientación, protección, 
tratamiento y sus efectos relacio-
nados con la reintegración social 
y familiar del adolescente, así 
como el pleno desarrollo de su 
persona y capacidades.

Se discutieron las penalidades 
mínimas y máximas, la estructu-
ra del proceso en delitos graves 
y no graves, los medios de con-
clusión anticipada de las causas 
y justicia alternativa, pasando 
por el análisis criminológico de 
las conductas sancionadas en la 

justicia para adolescentes, cul-
minando con el sistema de eje-
cución de sentencias.

Destacó la participación de la 
Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, a través de su Presi-
dente, el Ombudsman Nacional, 
Dr. Raúl Plascencia Villanueva, 
quien también ofreció la conferen-
cia “El ámbito de protección de los 
Derechos Humanos en el sistema 
de Justicia para Adolescentes”.

Asímismo, el Lic. Marco Tulio 
López Escamilla, Coordinador 
General de Asuntos Jurídicos de 
la Secretaría de Seguridad Públi-
ca Federal, participó con la con-
ferencia “El crimen organizado y 
la atención a la criminalidad en 
los menores de edad”.

Finalmente, la disertación “El 
sistema de Justicia para Adoles-
centes a cinco años de su imple-
mentación”, estuvo a cargo del 
Mtro. Gerardo Laveaga, Director 
General del Instituto Nacional de 
Ciencias Penales (INACIPE).

Con la participación de Presiden
tes de Tribunales, jueces y magis-
trados de todo el país, culminó el 
evento, cuyas conclusiones han 
servido para impulsar avances y 
gestiones desde la CONATRIB, y 
en todos los tribunales estatales, 
en un tema tan importante para 
nuestra sociedad.  

ADOLESCENTES
Foro Nacional de Justicia para
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El 25 y 26 de febrero del año actual, La 
Comisión Nacional de Tribunales Su-
periores de Justicia de los Estados Uni-
dos Mexicanos (CONATRIB), celebró la 

“Tercera Reunión Nacional Sobre Nuevas Mo-
dalidades del Sistema Procesal Mexicano”, en el 
estado de Durango, Durango, y en el marco de la 
misma, llevó a cabo la 2ª. Reunión Plenaria Ordi-
naria de Presidentes CONATRIB 2010.

El evento destacó por la nutrida participación 
de juristas de todo el país, quienes en diversas 
mesas de trabajo lograron interesantes conclu-
siones.

“Juicios Orales”, “Justicia Alternativa”, “Justi-
cia para Adolescentes”, “Ejecución de Senten-

Reunión Nacional
Sobre Nuevas Modalidades

del Sistema Procesal Mexicano

3a

El Gobernador del Estado, al momento de la inauguración.
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El presidente de la CONATRIB junto al anfitrión

cias y Penas” y “Arbitraje Médi-
co”, fueron los ejes temáticos 
sobre los cuales se realizaron los 
debates y propuestas.

Por su parte, los Presidentes de 
Tribunales del País, abordaron 
el análisis y estudio de diversos 
temas torales, destacando lo rela
tivo a la autonomía presupues-
taria de los Poderes Judiciales 
y la necesidad de apoyos de las 
autoridades federales al reto que 
representa la implementación de 
los juicios orales en los estados.

De gran impacto y trascenden-
cia resultó la presentación de 
la página web de CONATRIB, 
donde se puede tener acceso a 
información de los Tribunales 
Estatales del País, así como a los 
proyectos y temas en los cuales 
se viene trabajando.

Enriquecieron el evento, la par-
ticipación del Gobernador del 
Estado, Lic. Ismael Hernández 
Deras y las conferencias del juez 
Costaricense José Daniel Hidal-
go Murillo, así como del Dr. Ro-
dolfo Luis Vigo, Coordinador de 
la Comisión Iberoamericana de 
Ética Judicial. Las importantes 
conclusiones dan fe de la calidad 
de los trabajos verificados en la 
reunión nacional.

Destacó el gran avance en desa
rrollo legislativo y en infraes
tructura logrado por el estado 
de Durango, y trascendió en 
los asistentes la excelente orga-
nización y dotes de fino anfitrión 
del Lic. J. Apolonio Betancourt 
Ruiz, Magistrado Presidente del 
Poder Judicial de aquel estado. 
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La justicia restaurativa, y 
la oralidad, son nuevas 
visiones, métodos y prác-
ticas que han enriquecido 

el ejercicio jurisdiccional.

Definir a la primera, y mostrar 
los alcances de la segunda, en el 
ámbito de los actuales esquemas 

de impartición de justicia, fue
ron algunos de los objetivos del 
Primer Congreso Nacional de 
Justicia Restaurativa y Oralidad 
celebrados en Acapulco, Gue
rrero, del 08 al 13 de marzo.

Se verificaron talleres (precon-
greso) en forma simultánea en las 

ciudades de Chilpancingo, Taxco 
y Chilapa, los días 08 y 09,  donde 
fueron abordados temas como 
“Principios de Justicia Restaura-
tiva”, “Procesos Restaurativos e 
Intervención de la Comunidad 
en Delitos de Escasa Gravedad”, 
“La Mediación en el Ámbito de 
la Justicia Penal Restaurativa”, 

PRIMER CONGRESO NACIONAL DE
JUSTICIA RESTAURATIVA Y ORALIDAD

Presidium durante la ceremonia inaugural.
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el Magistrado Edmundo Román 
Pinzón, Vicepresidente de CONA
TRIB, y Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia y del Consejo 
de la Judicatura del Estado de 
Guerrero; el Dr. Rodolfo Campos 
Montejo, Magistrado Presidente 
de CONATRIB y del Tribunal Su-
perior de Justicia y del Consejo 
de la Judicatura del Estado de 
Tabasco; el Dr. Rolando De Lassé 
Cañas, Secretario Ejecutivo de la 
Asociación Mexicana de Imparti-
dores de Justicia (AMIJ); el Lic. 
Felipe Borrego Estrada, Secretario 
Técnico para la implementación 
de la Reforma Penal, entre otros 
distinguidos invitados.

Con una afluencia de más de 1500 
congresistas, se verificó la primera 
mesa redonda del Congreso, con 
el tema “Salidas Alternas al Juicio 

“Mediación y Recuperación de 
la Víctima y del Ofensor”, “Pro-
ceso Restaurativo, Principio de 
Oportunidad y Mecanismos de 
Reparación en el Ámbito de Pro-
curación de Justicia”, “Mediación 
Restaurativa y Violencia Intrafa-
miliar”, por citar algunos.

Especialistas de la talla de Jorge 
Pesqueira, Lyra Monroe, Ulf 
Christian Eiras Nordestahl, Mike 
Ledwige, Adriana Hellenek, por 
citar algunos, fueron los encarga-
dos de brindar su experiencia a 
los participantes.

La inauguración solemne del 
Congreso se verificó el miércoles 
10 de marzo, estando presentes el 
C.P. Carlos Zeferino Torreblanca 
Galindo, Gobernador Constitu-
cional del Estado de Guerrero; 

Oral: Una Visión Integral de la Jus-
ticia Restaurativa”, con un nutrido 
intercambio entre los panelis
tas Jorge Pesqueira, Dr. Rodolfo 
Campos Montejo y Dr. Edmundo 
Virrareal Pinzón.

Conferencias magistrales a cargo 
de Silvina Paz, Serafín Martín 
Corral, Rosalía Buenrostro, Hec-
tor Hernández, Amelia Irure-
tagoyena, Lyra Monroe, Adriana 
Hellenek, Ramiro Llanos, Miguel 
A. Soto, y Sergio García Ramirez, 
cerraron el destacado evento en 
el cual, además se presentaron 
publicaciones sobre el tema.

Destacó la impecable logística, 
atenciones y compromiso del 
Dr. Edmundo Villareal Pinzón y 
todo su equipo de trabajo, para 
lograr el éxito del evento.  

De izquierda a derecha: Dr. Campos Montejo, Gobernador 
Zeferino Torreblanca, Dr. Román Pinzón, Dr. Pesqueira.

Mesa Redonda Conferencista Sergio García Ramírez
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Dentro de las activi-
dades conjuntas de-
sarrolladas entre la 
Comisión Nacional 

de Tribunales Superiores de Jus-
ticia (CONATRIB) y la Agencia 
Española de Cooperación Inter-
nacional para el Desarrollo (AE-
CID), tuvo verificativo la Pri-
mera Reunión del Comité Ase-
sor del proyecto denominado 
“Apoyo a la Introducción de los 
Procesos Orales en el Sistema 
Judicial de los Estados Unidos 
Mexicanos”.

Se llevó a cabo los días 22 y 23 
de marzo del 2010 en la ciudad 
de México, Distrito Federal.

El Comité está encabezado por 
la Directora del Proyecto AE-
CID, María del Mar Perales Gal-
legos; por el Secretario Técnico 
de CONATRIB, M.D. Gary L. Ar-
jona Rodríguez; y el Dr. Manuel 
Masa Martín, Magistrado del Tri-
bunal Supremo de España.

Se completa con especialistas 
representantes de Estados que ya 
tienen implementado el sistema 
de oralidad en sus esquemas de 
justicia penal. (cuadro anexo).

En la reunión, la Dra. María del 
Mar Perales Gallegos presentó 
los alcances y contenido del 
proyecto, se determinaron las 
funciones del Comité Asesor, 
se firmó el acta formal de inte-
gración del comité, así como la 
propuesta, análisis y aprobación 
del Plan Operativo Anual.

Se calendarizaron las fechas y 
sedes de los 4 Foros Regionales 
de Intercambio de Experiencias, 
el perfil de los participantes y 
panelistas, así como la manera 
de condensar los resultados de 
los mismos, determinándose 
también los términos de referen-
cia sobre el estudio de mínimos 
sobre la Oficina Judicial y las Sa-
las de Vistas de Juicios Orales.

Los Foros Regionales buscan 
brindar un espacio en el cual, con 
panelistas expertos en el tema, 
se expongan las mejores prác-
ticas de los estados que ya han 
implementado la reforma penal, 
resolviendo dudas y explicando 
los principales obstáculos que 
han encontrado en ese esfuerzo, 
y las soluciones aplicadas para 
solucionarlos. 

Primera Reunión
del Comité Asesor
Aecid-Conatrib

Procedencia: Especialista:

Estado de 
México:

Juan Alberto
Vidal Rojas

Chihuahua: José Carlos
Flores Silva

Morelos: Miguel Ángel
Falcón Vega

Oaxaca: Crescencio Modesto 
Martínez Geminiano

Durango: Víctor Hugo
Luna Guerrero

Nuevo León: María Del Rosario 
Garza Alejandro

España Manuel Masa Martín
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TALLERES DE CAPACITACIÓN 
SOBRE EL MODELO DE 
PLANEACIÓN PARA LA 

IMPLEMENTACIÓN DE LA 
REFORMA PENAL.

El sábado 27 de Marzo del 
2010, se desarrollaron 
los “Talleres de Capaci-
tación Sobre el Modelo 

de Planeación Para la Implemen
tación de la Reforma Penal”.

Dichos talleres son el resultado 
del proyecto de trabajo desarro
llado por la Comisión Nacional de 
Tribunales Superiores de Justicia 
de los Estados Unidos Mexicanos 
(CONATRIB) y el Instituto Tec-
nológico y de Estudios Superiores 
de Monterrey (ITESM), sufragados 
con apoyos del Fondo Nacional 
para el Fortalecimiento y Moder
nización de la Impartición de Jus-
ticia en México (Fondo Jurica).

Fueron impartidos en el aula de 
Juicios Orales del ITESM, cam-
pus Ciudad de México, con la 
participación de representantes 
de todos los tribunales estatales 
de justicia del país. Se ofreció 
a los asistentes la explicación 
minuciosa de cómo utilizar e 
implementar exitosamente en 
los tribunales estatales, el nuevo 
sistema de justicia penal, cum-
pliendo con las exigencias de la 
reforma constitucional.

Este modelo, único en su tipo y 
primero a nivel nacional, contem-
pla todas las etapas y acciones 

necesarias para lograrlo, y se in-
tegra de 6 componentes:
1.	 Componente de Planeación.
2.	 Componente Jurídico.
3.	 Componente Financiero.
4.	 Componente Capital Humano.
5.	 Componente Informático.
6.	 Componente en Infraes-	

tructura Física.

Los poderes judiciales estatales en-
viaron a sus especialistas en cada 
rubro, para comprender el rol que 
desempeñarán en sus estados al 
realizar la implementación.

La presentación de los talleres es-
tuvo a cargo del Dr. Mario Álva-
rez Ledezma, quien se asistió de 
un profesional equipo de trabajo, 
y especialistas desarrolladores 
de cada componente.

Estuvieron en el desarrollo de los 
trabajos el Magistrado Edmundo 
Román Pinzón, Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura del 
Estado de Guerrero, en represen-
tación del Dr. Rodolfo Campos 
Montejo, Presidente de CONA-
TRIB; la Magistrada Lizbeth Loy 
Song Encalada, Presidenta del 
Tribunal Superior de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura del 
Estado de Quintana Roo; ava-
lando también la calidad de los 
talleres el Lic. Alfredo Orellana 
Moyao, Secretario Técnico de 
Fondo Jurica; el Dr. Rolando De 
Lassé Cañas, Secretario Ejecutivo 
de AMIJ; y el M.D. Gary L. Arjo-
na Rodriguez, Secretario Técnico 
de la CONATRIB.  

Integrantes del presidium
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Con una inversión de 
un millón 376 mil pe-
sos, el gobernador 
Andrés Granier Melo 

inauguró el 17 de febrero los tra-
bajos de remodelación del Cen-
tro de Justicia del municipio de  
Comalcalco.

Ante magistrados y consejeros 
de la Judicatura, Granier Melo 
y Campos Montejo develaron 
la placa conmemorativa de los 
trabajos en los juzgados civiles, 
penal y de paz, con los cuales 
se amplió el archivo judicial, se 
construyó una bodega de objetos 
del delito y se erigió una nueva 
oficialía de partes. 

El titular del Poder Judicial se-
ñaló que la remodelación del 
centro de justicia de Comalcalco 

es un logro más en la importante 
estrategia de esta institución y 
del gobierno del estado para 
dignificar sus inmuebles. 

Campos Montejo comentó que 
desde el inicio de su gestión, en 
enero de 2007, uno de los princi-
pales ejes rectores ha sido el res-
cate y dignificación de los espacios 
donde se imparte la justicia, dado 
que será incongruente promover 
una impartición de justicia más 
sensible y humana si los jueces y 
el personal a su cargo no se sienten 
valorados ni tomados en cuenta. 

Por su parte, el juez Rafael 
Mendoza Álvarez sostuvo que 
de esta manera se inicia una 
nueva etapa en la impartición de 
justicia en el municipio; aseguró 
que concluirá el desapego insti-

reportaje       

Centro de Justicia de 
Comalcalco

Inauguración de la remodelación del

Los nuevos estrados
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“Se amplió el 
archivo judicial, 

se construyó 
una bodega de 

objetos del delito 
y se erigió una 

nueva oficialía de 
partes.”

tucional que algunos servidores 
públicos manifestaban, y esta-
bleció su intención de seguir 
sirviendo con sencillez y sensi-
bilidad a quienes requieren de 
los servicios de la justicia. 

Finalmente, Lucy del Carmen Bu-
relo Cruz, secretaria ejecutiva del 
juzgado civil, agradeció la preo-
cupación de los representantes 
del poder ejecutivo y judicial 
porque los trabajadores laboren 
en condiciones más dignas, y 
señaló que continuarán traba-
jando por una justicia honesta y 
transparente. 

Archivo

Comedor
Presidente municipal y su esposa, en compañía de los 
titulares de los poderes Ejecutivo y Judicial.

La placa fue develada por el gobernador Andrés Granier Melo. Sala de conciliación
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distrito de Nueva York, que tiene 
veinticuatro. Estos juzgados dis-
tritales operan como tribunales de 
primera instancia y su competen
cia abarca todas las controversias 
en materia civil, administrativa, 
penal y en materia federal, salvo 
las reservadas a la Corte o a los 
tribunales especiales. 

Los tribunales de apelación, lla-
mados de circuito, actúan en 
revisión de sentencias dictadas 
en primera instancia y, en algu-
nos casos, de resoluciones de las 
autoridades administrativas; el 
poder judicial norteamericano 

Vamos aquí a tratar de 
hacer un rápido re-
paso de cómo se con-
forma la organización 

judicial norteamericana; empece
mos por señalar que tiene dos 
niveles, el federal y el estatal; la 
jurisdicción federal se constituye 
no solo en la forma tradicional, 
con los juzgados de distrito, 
los tribunales de apelación y la 
Corte, sino también con una ju-
risdicción especial, integrada con 
tribunales que aplican leyes es-
peciales, como en materia tribu
taria, de propiedad industrial, 
fiscales, patentes, etc. 

Los juzgados de distrito están di-
vididos geográficamente en dis-
tritos judiciales, como en nuestro 
país, correspondiendo un juz-
gado por distrito, pero estos rara 
vez se extienden a otros estados 
-con excepción del de Wyoming, 
que abarca parte de Montana e 
Idaho. Cada estado conforma por 
lo menos un distrito, y varios es-
tados tienen dos o más distritos 
en razón de su extensión, como 
es el caso del estado de Texas. 

Hay alrededor de 300 jueces; la 
mayoría de los distritos tienen dos 
o más jueces, dándose el caso del 

G L O B A L I D A D  Y  D E R E C H O

 Francisco E. Bartilotti Cahero* 

*	 Francisco E. Bartilotti Cahero. Dr. en Derecho por el IUP, Maestro en Derecho Constitucional por la UJAT; Consejero de la Judicatura, 
miembro de la comisión de Carrera Judicial. Miembro Fundador del Colegio de Doctores en Derecho de Tabasco  A.C.

La Organización Judicial 

Norteamericana
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de los litigantes, tratándose de 
diplomáticos extranjeros o ciuda-
danos de otros estados y c) cuan-
tificación económica, no inferior 
a 10,000 dólares. Competencia 
no excluyente porque se puede 
acudir a la jurisdicción estatal 
con la posibilidad de ir en recurso 
contra la decisión ante la Corte 
siempre que esté en juego un 
principio fundamental enunciado 
por la Constitución o por una ley 
federal, más en realidad el 95% 
de los asuntos quedan sometidos 
a la competencia exclusiva de los 
juzgados locales.

Para mayor información sobre 
este tema se sugiere la lectura de 
“El Sistema Jurídico de los Esta-
dos Unidos de América”, libro de 
la autoría del Dr. Rafael Márquez 
Piñero, editado por la UNAM, en 
el que nos apoyamos para ofrecer 
este breve panorama al Poder ju-
dicial de nuestros vecinos.

tiene once circuitos y cada tri-
bunal cuenta con de tres a once 
jueces; normalmente resuelve los 
asuntos una división del mismo 
integrada por tres jueces.   

La Suprema Corte está com-
puesta por un Presidente y ocho 
Ministros, participando la totali-
dad de sus miembros en la discu
sión y resolución de los asuntos, 
o sea que actúa siempre en pleno, 
haciendo quórum con seis Min-
istros; tiene su residencia en 
Washington, D. C. y toma sus de-
cisiones por mayoría de votos de 
los presentes; todos sus miembros 
son designados por el Ejecutivo, 
con la aprobación obligatoria del 
Senado y son inamovibles, salvo 
renuncia o juicio político; su 
competencia originaria es limi-
tada, además de sus facultades 
como tribunal de apelación, y no 
existe un recurso directo ante la 
misma, extendiéndose a los ca-
sos en que sea parte uno de los 
estados de la federación y los 
asuntos relativos a embajadores, 
ministros y cónsules; siendo su 
función primordial el velar por 
la uniformidad interpretativa 
de las leyes federales; sus sesio
nes son públicas y en ellas los 
abogados de las partes sostienen 
un debate verbal, pero los crite-
rios de resolución se toman en 
privado. Conoce aproxidamente 
de cerca de 2,500 casos anuales, 
de los que retiene alrededor de 
un 13%, o sea, unos 325 , necesi
tando cuatro votos favorables 
para así declararlo, limitándose 
a señalar respecto de los demás 
asuntos que no los estimó lo su-
ficientemente importantes para 
justificar su intervención. 

Por necesidad se crearon tribu-
nales especiales con jurisdicción 
local y federal, cuya competencia 
es la misma que la de los tribu-
nales estatales con jurisdicción 
general. Cada una de las enti-
dades federativas tiene su propia 
organización judicial; en algunos 
la jerarquía comporta tres nive-
les y en otros dos, más el tribunal 
que ocupa el nivel superior en 39 
de sus 50 estados es el llamado 
Tribunal Supremo, denominán-
dose de otra forma en los restan
tes estados, como en Connecticut, 
que se le llama “Court of errors” y 
en 10 estados existen tribunales 
de “equity.” 

Solo puede acudirse a las juris
dicciones federales en el supuesto 
de que la Constitución o las leyes 
federales confieran competencia 
expresa a partir de estos criterios: 
a) la naturaleza del litigio, esto es, 
porque afecten a la Constitución 
o leyes federales; b) personalidad 
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En entrevista exclu­
siva para Nexo Ju­
rídico, el consultor 
internacional Miguel 

Cereceda, comparte algunos 
tópicos sobre el nuevo para­
digma denominado “Gobier­
no Judicial” y la incidencia 
de éste en la percepción que 
los ciudadanos tienen del tra­
bajo que realizan los Poderes 
Judiciales. 

Don Miguel Cereceda, nos 
gustaría que empezara hablán­
donos del concepto de “Gobier­
no Judicial”.

El Gobierno Judicial tenemos 
que verlo más desde la perspec-
tiva de sus procesos que de su 
estructura orgánica. No hemos 
querido caer en la bizantina con-
tradicción de si es un consejo o 
son las cortes quienes gobiernan 
el Poder Judicial, alguien nos 
tiene que gobernar. A ese alguien 
o a esa institución que gobierna 
el Poder Judicial nosotros le he-
mos desarrollado un conjunto 
de instrumentos, metodologías, 
soportes de trabajo y redes de 
gestión para que el trabajo de 
conducción se haga con mayor 
certidumbre hacia los destinos 
estratégicos que la propia insti-
tución haya definido. 

“Gobierno Judicial”
Miguel Cereceda

ACERCA DE NUESTRO ENTREVISTADO:
•	 Licenciado en Economía por la Universidad de Lima
•	 Master en Administración de Empresas por la Escuela Superior en Administración de Empresas
•	 Master en Relaciones Internacionales y Desarrollo por la Universidad de Boston.
•	 Experto en temas de Gobierno Judicial, fortalecimiento Institucional y mejora de gestión, con 

casi 20 años de experiencia.
•	 Desarrollador del Sistema Institucional de Gobernabilidad (SIGOB) y del Módulo de Interacción 

Comunicacional.

 Gary L. Arjona Rodríguez

E N T R E V I S T A
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Gobierno viene de una palabra 
muy antigua, “gobernare”, que 
significa conducir una nave, un 
barco. Gobierno significa con-
ducir la nave del Estado, la nave 
del Poder Judicial en este caso. 
Gobernabilidad, por otro lado, 
significa la relación que existe 
entre todos los actores que hay 
en una sociedad, pública o pri-
vada, por lo tanto de ella somos 
responsables todos. Pero lo que 
da a las organizaciones estatales 
un mayor grado de impacto en la 
gobernabilidad es que en ella se 
busca el bien común, a diferencia 
de los otros grupos en donde cada 
quien busca sus propios intereses. 
Por lo tanto gobierno y goberna
bilidad es una fusión que hace 
que la cuestión judicial sea doble-
mente responsable, no solamente 
se tiene buena gestión sino que 
esta gestión hoy en día, en nues-
tra América Latina democrática 
reclama que se atiendan rápida-
mente los requerimientos que 
tienen los ciudadanos. 

Actualmente parece haber una 
paradoja en la dinámica de los 
Poderes Judiciales, pues a pesar 
de todos los avances tecnológicos 
con que se cuentan, persiste un 
déficit en el acceso a la justicia. 
¿Qué opina al respecto?

Mira, es muy cierto. En la pasada 
reunión nacional de la Asocia-
ción Mexicana de Impartidores 
de Justicia (AMIJ) participé en 
la mesa de “Acceso a la justi-
cia”, y en ella quedó muy claro 
que los índices de aceptación del 
trabajo de los Poderes Judiciales 
por parte de los ciudadanos son 
bajos, eso significa que algo está 
fallando, puede ser el trabajo que 
desarrollan o la forma en que co-
munican su trabajo.

La generación de conocimiento 
finalmente ¿qué significa?, ¿qué 
significa que un ciudadano co-
nozca lo que estoy haciendo? 
Significa en términos muy con-
cretos que yo le traslade una idea 

de un cerebro a otro y gran parte 
depende del formato que se uti-
liza para ello. En ese sentido, 
debemos atrevernos a cambiar a 
formatos más actuales. 

El formato escritural está muy bien 
para la gente de nuestra generación 
y mayores (yo tengo 50 años), pero 
¿qué hay de los jóvenes?, ya no 
codifican nuestro formato, no les 
interesa, ellos buscan en Youtube 
otras cosas. Entonces, tenemos 
que empezar a aventurarnos en 
un nuevo episodio de relaciones 
con el ciudadano. 

¿Cómo hacerlo?, ya está clara 
la problemática, y en el caso 
de su experiencia ¿qué se está 
haciendo?

Mira, todo esto depende de una 
estrategia. Nosotros tenemos un 
módulo específico que se llama el 
Módulo de Interacción Comunica-
cional, básicamente es la factura de 
la acción institucional, donde no 
vamos a un mensaje que no tenga 
acción atrás. Si quiere construir 
una idea es posible que le dure un 
rato, pero si quiere construir un 
sistema dinámico y permanente 
pues identifique cómo son las ac-
ciones. ¿Por qué se llama módulo 
de interacción? Porque a partir de 
ese mensaje se desprenden unos 
blogs y en esos blogs la gente em-
pieza a opinar acerca de lo que tú 
dijiste que habías hecho, lo ponen 
en duda, ratifican o no y eso tiene 
una vida propia, de ahí la impor-
tancia que tiene la acción

¿Y eso lo tienen los órganos de 
justicia a la vista de forma in­
terna o está abierto?

 Está abierto para los ciudadanos. 
Aquí el foco de atención es tratar 

“Gobierno y 
gobernabilidad es una 
fusión que hace que 
la cuestión judicial 
sea doblemente 
responsable, no 

solamente se tiene 
buena gestión sino 

que esta gestión hoy 
en día, en nuestra 

América Latina 
democrática reclama 

que se atiendan 
rápidamente los 
requerimientos 
que tienen los 
ciudadanos.”
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de hacer eficiente esa relación de 
la justicia con el ciudadano, no 
solamente la justicia en sí misma 
que tiene que ser buena, pero yo 
no conozco una justicia buena que 
no sea redundante en el beneficio 
del ciudadano y viceversa.

Ustedes también han desarrolla­
do una especia de observatorio o 
facilitador de gestión, ¿no es así?

Es correcto. Es otra metodología 
que hemos realizado en varios 
países, ¿qué hemos observado 
ahí?, que las instituciones siem-
pre están con proyectos inconclu-
sos donde pasan 15 años y no se 
finalizan. Pareciera que siempre 
hay un proyecto mejor que el que 
se está desarrollando, lo cual in-
terfiere en la conclusión de éste y 
en el disfrute de sus productos.

 Esto en una empresa privada sería 
impensable, en la administración 
pública del ejecutivo tendría se-
rias limitaciones y cuestionamien-
tos, pero en un órgano judicial 
los proyectos duran eternidades, 
nadie les “cobra” como dicen en 
Brasil, nadie les dice ¿por qué te 
demoras tanto con el Código Pro
cesal Penal? Muestra de ello es que 
tenemos 25 códigos procesales en 

América Latina, todos en fase de 
desarrollo a pesar  que iniciaron 
desde hace años. Es decir, no hay 
quien acabe el proyecto. 

El observatorio entra ahí con una 
metodología de rescate de las 
acciones, de capturar las estadís-
ticas que ya se tienen, de generar 
un sistema que convoque a talle
res de especialistas que están 
dentro del Poder Judicial. Si por 
ejemplo, se va a revisar el sistema 
penal, pues se convoca a dos o 
tres jueces que sean los referentes 
nacionales en materia penal, más 
cuatro o cinco funcionarios ad-
ministrativos que saben cuál es el 
cuento que explica los indicado-
res que en materia penal estamos 
haciendo, se desarrolla la junta y 
se generan recomendaciones con-
cretas de acción para culminar el 
trabajo cuanto antes y con la me-
jor calidad posible. Eso es lo que 
el gobernante necesita.  

“Tenemos 25 códigos 
procesales en América 
Latina, todos en fase 
de desarrollo a pesar  
que iniciaron desde 

hace años.”
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El 25 de marzo, se llevó a 
cabo la simulación de un 
juicio oral a cargo de los 
jueces norteamericanos 

Juan M. Pérez Giménez y Edward 
C. Prado, quienes escenificaron 
el proceso a la usanza del vecino 
país del norte ante más de mil 
personas.

La escenificación duró una hora 
con 45 minutos y en ella se puso 
a consideración de un juzgado 
popular la inocencia o culpa-
bilidad de un indígena chamula 
que presuntamente agredió a un 
agente policial en el interior del 
parque museo de La Venta.

Prado insistió que con su visita 
no buscaba imponer el sistema 
norteamericano, sino solamente 
ilustrar cómo se desarrolla un juicio 
de esta naturaleza. Los mexicanos 
tendrán que adoptar la modalidad 
que crean conveniente de acuerdo 
a sus necesidades, consideró.

Por su parte, Juan Pérez Giménez 
señaló que será positiva la capaci-
tación obligatoria de abogados 
de manera que están preparados 
para litigar oralmente. Y se refirió 
a la transparencia como un fac-
tor importante en este cambio de 
sistema ya que el público podrá 
apreciar por qué un juez decide 
de una forma u otra. 

El juez Pérez Giménez indicó que 
su estancia de tres días en Tabasco 
y la de su homólogo Edward C. 
Prado, es un ejemplo del interés 
del presidente del Poder Judicial 
para implementar este sistema 
que incluye medidas como la con-
ciliación y mediación de asuntos. 
Y señaló que con los juicios orales 
se pretende llegar a juicios justos. 

Será positiva la capacitación obli
gatoria de abogados de manera 
que estén preparados para litigar 
oralmente.

Exitosa representación de un 

Juicio Oral Estadounidense 
Simulado

reportaje       
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El marco jurídico corres
pondiente a la responsa
bilidad de los servidores 
públicos que origina la 

procedencia del juicio político, 
está conformado por cuatro or-
denamientos fundamentales de 
carácter federal: la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, 
la Ley Federal de Responsabili-
dad de los Servidores Públicos y el 
Código Penal.

En nuestro país, el Presidente de 
la República no es sujeto de res
ponsabilidad política, el artículo 
110 constitucional que establece 
a los sujetos de juicio político no 
cita al titular del ejecutivo. Como 
ejemplo, citaremos la segunda 
petición del diputado Luis Sán-
chez Aguilar en sesión del 24 de 
noviembre de 1994:

Por lo expuesto, a esta Cámara 
del Congreso de la Unión, aten-
tamente pido sirva (…) Segundo. 
Instruir el procedimiento de juicio 
político  en contra de Carlos Sali-
nas de Gortari, quien detenta el 
cargo de Presidente de la Repúbli-
ca, seguir el procedimiento de Ley 
de Responsabilidades referida y, 

art   í culo  

La Ausencia de
Responsabilidad Política del 

Presidente

*	 Licenciada en Derecho por la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco; Maestra en Derecho Constitucional, Amparo y Derechos Humanos 
por la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco. Catedrática de la Universidad Autónoma de Guadalajara Campus Tabasco. Titular de la 
Unidad Jurídica del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Delegación Tabasco.  

	 María del Carmen Genarez Méndez*
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en su caso, determinar las respon-
sabilidades correspondientes, re-
mover el fuero constitucional que 
goza el denunciado y, por último, 
acusarlo penalmente ante el Sendo 
de la República por el delito de 
traición a la patria.1

La contestación a ésta petición es 
la correcta, y corre a cargo del en-
tonces diputado Dionisio Eduardo 
Pérez Jácome en la misma sesión:

“Le sugiero analizar los dictámenes 
resueltos en anteriores legislaturas, 
con el consenso de diputados de 
diversos partidos políticos, los que 
con mucho gusto le mostraré en las 
oficinas de la comisión que honro en 
presidir, en todos ellos se sustenta el 
criterio que comparten tratadistas 
de la materia constitucional, de que 
por mandato expreso de ley el juicio 
político no procede en contra del 
primer magistrado de la nación.2 ”

Con ello el Presidente no puede 
ser destituido o inhabilitado de 
su puesto, por actos u omisiones 
que redunden en perjuicio de los 
intereses públicos fundamen-
tales o de su buen despacho; es 
decir, por ataques a la forma de 
gobierno republicano, represen-
tativo, federal, a las instituciones 
democráticas, por ejercer indebi-
damente sus funciones, etc. Lo 
cual es notoriamente grave a un 
Estado que se dice de Derecho.

El Presidente de la República es 
únicamente sujeto de responsa
bilidad penal previa “declaración de 
procedencia”. El artículo 111 cons
titucional establece como sujetos 
que gozan de fuero constitucional, 
aquellos para los que se necesita 
la declaración mayoritaria de la 

Cámara de Diputados para pro-
ceder en su contra. Ubicando en 
el citado artículo se encuentra la 
mención de que:

“Por lo que toca al Presidente de la 
República, sólo habrá lugar a acusar-
lo ante la Cámara de Senadores en 
los términos del artículo 110”.

En este supuesto, la Cámara de 
Senadores resolverá con base en 
la legislación penal aplicable. En 
relación con lo citado el artículo 
108 es enfático al señalar que:

“El Presidente de la Republica, du-
rante el tiempo de su encargo, sólo 
podrá ser acusado por traición a la 
patria y delitos graves del orden 
común”

Estos preceptos han sido mal in-
terpretados puesto que la norma, 
al remitir al artículo 110, desvía 
la atención de jurista hacia el 
juicio político, situación que tra-
taremos de aclarar.

En primer lugar, el Presidente es 
sujeto de responsabilidad penal, 
por su investidura, en los casos en 
que haya que proceder en su con-
tra habrá que sujetarlo al proce
dimiento denominado “declaración 
de procedencia”, pero no en un mis-
mo término que los demás servi-
dores públicos. Para él no basta la 
resolución de una de las cámaras, 
a él se le exige un procedimiento 
como el del juicio político. 

Para hacer la declaración de 
procedencia del Presidente, que 
consiste -llegado el caso- en po
nerlo a disposición de las auto-
ridades; se requiere la acusación 
de la Cámara de Diputados ante 

la Cámara de Senadores, previa 
declaración de la mayoría abso-
luta del número de los miembros 
presentes en sesión de aquella 
Cámara; después de haber sustan-
ciado el procedimiento respectivo 
y con audiencia del inculpado, la 
Cámara de Senadores resolverá 
la acusación con base en la legis-
lación penal aplicable.

No existe responsabilidad política 
aunque el procedimiento para la 
declaración de procedencia sea el 
mismo que para el juicio político; 
para este último, las causales son 
las denominadas tipos políticos; 
y para la responsabilidad penal 
del Presidente las causales son ti-
pos penales, pero no todos, sola-
mente –como dije antes- aquellos 
tipos de los delitos de traición a 
la patria y los graves del orden 
común. Esto se encuentran esta-
blecidos en la legislación penal, 
que es donde debe estar, y no en 
la Constitución, como señalan al-
gunos constitucionalistas.

Esta fue la idea original del cons
tituyente de 1917, que aceptara la 
idea de Carranza al establecer en 
su dictamen: 

La estabilidad del poder ejecutivo 
exige que solamente por delitos de 
carácter muy grave pueda ser juz-
gado durante el periodo de su en-
cargo, y por este motivo se limitan 
los hechos por los que puede ser 
juzgado el presidente, a los delitos 
de traición a la patria o a los de 
carácter grave del orden común.  
 
Ahora bien, otro de los malos 
entendidos, es que el Senado re-
solverá sobre la culpabilidad del 
Presidente e impondrá la pena 

1	 Vid. http://cddhcu.gob.mx/debates/1vi/uno/941124/deb49.htm
2	 Vid. http://cddhcu.gob.mx/debates/1vi/uno/941124/deb50.htm
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prevista para los tipos citados; 
interpretación errónea, puesto 
que la constitución al establecer 
que el Senado resolverá con base 
en la legislación penal aplicable, 
solamente quiere fijar la guía por 
la que se habrá de pronunciar, 
como el establecimiento de una 
conducta, que ella se apegue a 
los tipos de traición a la patria o 
aquellos que lesionen gravemente 
bienes jurídicos, que no exista 
una causa de justificación, y que 
no le haya sido exigible otra con-
ducta. Sólo bajo estos presupues-
tos el Senado podrá declarar que 
ha lugar a proceder en su contra, 
lo que traerá como consecuen-
cia la separación de su cargo y la 
puesta a disposición del tribunal 
de la materia. Es decir, debe ser 
una decisión apegada a las leyes 
penales, aunque esto implique 
una obligación por parte de los 
tribunales a condenarlo, sólo in-
dica que en el momento de la de-
claración de procedencia, había 
pruebas suficientes para creer que 
se ha actualizado un tipo penal y 
datos que hubiesen hecho pensar 
que el Presidente era culpable de 
dicho ilícito.

De otra forma, se violaría lo dis-
puesto en el artículo 21 constitu-
cional, en el sentido de que la im-
posición de las penas es propia y 
exclusiva de la autoridad judicial.

Todo lo hasta aquí dicho es por 
disposición constitucional, pero 
la ley que reglamenta el Título 
Cuarto de la Constitución (LFR-
SP) en su artículo 2º establece 
que son sujetos de dicha ley, los 
servidores públicos menciona-
dos en el párrafo primero y ter-
cero del artículo 108 constitu-
cional y todas aquellas personas 
que manejen o apliquen recursos 

económicos federales. Aunque el 
Presidente puede entrar dentro 
de esta última hipótesis (manejo 
de recursos federales), creemos 
que la intención del legislador 
es clara, dejar exento al presi-
dente de la República de toda 
responsabilidad, puesto que su 
hipótesis de responsabilidad se 
encuentra en el párrafo segundo 
artículo 108 constitucional.

De acuerdo al estado actual que 
guarda la figura del juicio político 
es necesario un replanteamiento, 
que tenga en cuenta las relaciones 
del poder político existentes en 
nuestro país, propias de un ré-
gimen presidencial. El titular 
del ejecutivo y sus subordinados 
son los que más pueden afectar 
los intereses públicos fundamen-
tales de un  régimen presidencial, 
pero de acuerdo a las relaciones 
de poder existentes, sólo la suma 
del poder Legislativo y Judicial 

puede ser capaz de controlar al 
Ejecutivo, hasta el grado de des-
tituirlo e inhabilitarlo.

Todo control de un Estado Cons
titucional, es un control político, 
porque tiende a fiscalizar el po
der para evitar sus abusos. Estos 
controles son sociales, jurídicos 
y políticos restringidos; el juicio 
político es un medio de con-
trol político-restringido, ya que 
utiliza en proporción elevada 
al derecho, pero tiene aún un 
gran contenido de subjetividad 
y oportunidad. En ese contexto, 
el juicio político es parcialmente 
justiciable, por ello el sistema que 
se propone busca que el actuar 
de la Cámara de Diputados sea 
un control político-restringido, 
y la decisión final de la Supre-
ma Corte un control jurídico. Es 
decir, controlar el poder con el 
concurso controles político-res
tringido y jurídico.  
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v

Por tercer año consecutivo, 
el pleno de magistrados 
del Tribunal Superior de 
Justicia ratificó a Rodolfo 

Campos Montejo como presidente 
del Tribunal Superior de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura, quien 
subrayó su determinación de con-
tinuar trabajando con ahínco para 
materializar la justicia que la gente 
demanda: cercana a sus intereses y 
atenta a resolver con prontitud sus 
problemas.

En sesión solemne, realizada el 2 
de enero de 2010, los magistrados 
votaron de manera unánime a fa-
vor de la continuidad de Campos 
Montejo al frente de la institución, 
y confiaron en que este año se si-
gan realizando obras que redun-
den en bien de los justiciables.

Campos Montejo estableció que 
los avances logrados en 2009 en 
materia jurisdiccional, de capaci
tación, ética judicial, infraestructu
ra, tecnologías de la información y 
transparencia, confirman que en 
el Poder Judicial hay visión, lide
razgo, rumbo y proyecto.

Sostuvo que la institución está 
conformada por mujeres y hom-
bres valiosos, gracias a los cuales 
se iniciaron 38 mil 560 juicios de 
los cuales se concluyeron 20 mil 
562, lo que representa un incre-
mento de 11 por ciento en com-
paración al 2008.

Señaló que los proyectos que se 
espera concluir en este año in-
cluyen el Centro de Justicia de 
Cunduacán, el Centro de Justicia 
de Adolescentes, cinco salas de 
juicios orales, la escuela judicial, 
dos elevadores públicos y la reha-
bilitación del sistema eléctrico del 
edificio sede del Poder Judicial.

El magistrado presidente comentó 
que los miembros del Poder Judi-
cial deben estar seguros de que se 
mantendrán a la altura de las cir-

cunstancias, y conscientes de que 
su quehacer contribuye cotidiana
mente a la consolidación de un 
Estado de derecho sólido.

Los trabajos que se espera concluir 
en este año incluyen el Centro de 
Justicia de Cunduacán, el Centro 
de Justicia de Adolescentes, cinco 
salas de juicios orales, la escuela 
judicial, dos elevadores públicos 
y la rehabilitación del sistema 
eléctrico del edificio sede del Po
der Judicial.

como Titular del Poder Judicial
Rodolfo Campos Montejo 

Ratifican al Magistrado 
reportaje       
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José Ramón
Cossío

Perspectiva de un 
constitucionalista

Con el trato amable 
y sencillo que le ca­
racteriza, claridad 
en sus conceptos y 

una brillantez intelectual in­
discutible, el Dr. José Ramón 
Cossío, Ministro de la Su­
prema Corte de Justicia de 
la Nación, comparte algunas 
reflexiones sobre la impor­
tancia, alcance y vigencia de 
la Constitución de 1917.

Así como el Derecho evoluciona 
en atención a su carácter mutable, 
también lo hacen algunos cons­
tructos jurídicos, el propio con­
cepto de Constitución ha variado 
a grado  tal que sería complicado 
tener un concepto único. Desde 
su óptica, ¿cómo podemos con­
ceptualizar a la Constitución?

Yo creo que tiene usted toda la 
razón. Me parece que hay una 
parte que no varía y otra que sí 
lo hace. La Constitución la po-
demos seguir definiendo como 
la norma suprema de un orden 
jurídico o el conjunto de normas 
supremas en un orden jurídico, 
cuya validez no va a depender 
de ninguna otra norma, justa-
mente por ser suprema. Lo que sí 
ha variado son dos cosas: prime
ro, lo que entendemos por fun-
ciones de la Constitución, esta 
idea de una Constitución en un 
sentido normativo sí ha variado, 
siempre hemos representado a 
estas normas como supremas 
pero no las habíamos articulado 
en un proceso jurídico donde 
se lograra determinar precisa-
mente la invalidez o ser un refe
rente de validez del resto de la 
Constitución; en segundo lugar 

Ministro

E N T R E V I S T A

 Gary L. Arjona Rodríguez



51NEXO JURÍDICO
L O C U S  R E G I T  A C T U M

ha variado han variado los con-
tenidos, por supuesto que ahí sí 
por las condiciones históricas que 
hemos vivido en el país y por las 
condiciones políticas con las que 
vivíamos y vivimos, las Consti-
tuciones se van transformando, 
modificando para incorporar 
algunos contenidos y suprimir 
algunos otros, insisto, sencilla-
mente por razones históricas. 

Entonces, creo que es cierto que la 
Constitución tiene un lado, diga-
mos, estático, que no ha modifica-
do y tiene un lado dinámico que es 
el de los contenidos o del concepto 
abstracto en donde se han logrado 
esas transformaciones.  

¿Usted qué opina sobre la vigen­
cia de la Constitución de 1917? 
¿Es necesario hacer una nueva o 
únicamente reformarla?

Yo creo que la Constitución del 
17 es una Constitución que se ha 
ido actualizando muchísimo, de 
forma tal que es una Constitución, 
me parece, adecuada y razonable 
para lo que vivimos. Puede ser 
que los cuerpos políticos repre-
sentados en los órganos legisla-
tivos tengan la idea de cambiar 
algunos contenidos, yo creo que 
esos contenidos se pueden hacer 
utilizando el mismo molde de la 
Constitución del 17 y no creando 
una nueva. Se habla de un gobier-
no semiparlamentario, de algunas 
formas de corrección del federalis-
mo, de algunas competencias, etc. 
Cualquiera que sean esos tipos de 
cambios yo creo que pueden ha
cerse siguiendo el procedimiento 
del artículo 135 de la Constitución 
y consecuentemente hacer un con-
junto de  reformas precisamente 
a la Constitución del 17 y no una 
nueva Constitución.

¿Qué queda de la Constitución de 
1917, cuando ha trascurrido casi 
un siglo de su creación y múlti­
ples reformas a su articulado?

Yo creo que las partes esencia
les de esa Constitución siguen 
estando ahí. Seguimos teniendo 
el sistema agrario, división de 
poderes, federalismo; lo que 
pasa es que sí han habido algu-
nos ajustes importantes y estos 
la han transformado, en parte, 
en su sentido material. Es sin 
duda un instrumento jurídico, 
con una gran cantidad de refor-
mas o transformaciones, pero 
que sigue conservando su esen-
cia. Insisto, la Constitución es 
adecuada, con independencia 
de que sí estaríamos en posibili-
dades de hacer algunos cambios 
en algunas materias e introducir 
algunas otras cuestiones que cu-
bran de mejor manera la regu-
lación de nuestra vida nacional. 

¿Usted piensa que es normal para 
una norma suprema esta dinámi­
ca de reformas constantes, no es 
peligroso caer en al exageración 
o el abuso de esta figura? Lo 
digo porque en México nuestra 

Carta Magna ha sufrido tantas 
modificaciones que se hace difí­
cil  cuantificar el número de re­
formas que ha tenido, hecho que 
contrasta con  la Constitución de 
Estados Unidos, que  ha tenido 
muy pocas enmiendas en su his­
toria, aunque desde luego, su 
naturaleza es distinta. 

Exactamente, yo creo que es muy 
buena pregunta. En el caso de los 
Estados Unidos yo creo que el 
poco o bajo número de reformas 
obedece a tres factores: 
a)	 Es una Constitución que está 

redactada a partir de elemen-
tos muy generales; 

b)	 Tienen una Suprema Corte de 
Justicia que desde siempre le 
ha estado dando contenido a 
estas interpretaciones; y, 

c)	 La manera en que se mueven, 
se actualizan las fuentes de 
derecho en el sistema le da a 
los Tribunales una gran ca-
pacidad innovativa de las dis-
posiciones funcionales. 

Nosotros, por el contrario, tene
mos una Constitución de de-
talle, hemos llegado a poner en 
la Constitución cosas de un gran 
detalle, no porque esté bien o 
mal, simplemente es la práctica 
que hemos querido desarrollar 
por las condiciones jurídicas y 
políticas del país. Entonces, ha-
biendo tomado un camino por 
el detalle, me parece que precisa-
mente por eso vamos a tener que 
estar reformando la Constitución 
continuamente. 

La Suprema Corte de hace unos 
años para acá ( del 95 para acá) 
ha estado reinterpretando y 
reelaborando preceptos, cosa que 
está bien; esto podría llevarnos a 
suponer que se van a disminuir 

“la Constitución 
tiene un lado, 

digamos, estático, 
que no ha 

modificado y tiene 
un lado dinámico 
que es el de los 

contenidos o del 
concepto abstracto 

en donde se han 
logrado esas 

transformaciones.”
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las reformas funcionales, sin em-
bargo, al haber adoptado una 
técnica detallista vamos a tener 
que seguir haciendo reformas. 

La solución sería que se cerrara 
esta condición detallista y que 
se entendiera que el interprete 
fundamental y actualizador de 
la Constitución es básicamente 
la Suprema Corte, pero como 
creo que no va a ser esto posi-
ble porque al Congreso, la clase 
política, al Sistema Nacional les 
gusta ver cosas en la Consti-
tución, por lo que seguiremos 
expuestos a este sistema. Y en lo 
personal no me parece ni bueno 
ni malo, creo que las cosas deben 
calificarse en razón de si cum-
plen o no sus fines y no en razón 
de un esencialismo, y mientras la 
Constitución siga siendo un texto 
que nos abarque a todos, que sea 
un texto de referencia para todos 
nosotros, no me parece mal que 
le sigamos haciendo reformas. 

Hay tratadistas del Derecho 
Constitucional que ven esa pro­
pensión al detallismo como un 
gran atentado a la Constitución, 
argumentando que la Carta 
Magna no es para eso, sino para 
cuestiones más generales. ¿Us­
ted qué opina?

Creo que la Carta Magna como 
todo en la vida es para que sirva, 
por eso yo hablaba justamente 
de esos esencialismos. A mí me 
parece que las cosas están hechas 
para servir y si la Constitución 
permite una convivencia pacífica, 
resolver nuestros problemas, 
generar límites al ejercicio del 
poder público, respaldar Derechos 
Fundamentales y dar una forma 
adecuada de organización política, 
cultural, económica y social, 

entonces está cumpliendo su 
objetivo; a mí con toda franqueza 
me da igual si el camino es por la 
vía de la reforma o por la vía de 
las interpretaciones, mientras la 
Constitución no pierda su esencia 
de norma suprema y su carácter 
de norma jurídica, para efectos de 
regular, insisto, las conductas. 

¿No le parece a usted que más 
allá de esta discusión sobre 
qué se incluye o no en la Cons­
titución, lo que en realidad 
debe preocuparnos es la falta de 
cumplimiento de sus preceptos 
y leyes reglamentarias?

Por supuesto. Ese es el tema de 
fondo, el problema por el que 
deberíamos preocuparnos. ¿Los 
contenidos realmente nos están 
resolviendo problemas?, ¿nos es-
tán ayudando a regular la vida 
nacional?, ¿nos están determi-

nando rumbo? Si la respuesta es 
sí no le hagamos nada a la Consti-
tución, si la respuesta es no, pues 
entonces hagamos los cambios en 
el contenido que la Constitución 
necesite. 

Supongamos que llegamos al 
acuerdo de que un régimen semi-
parlamentario o un sistema presi-
dencial con tintes parlamentarios 
es mucho mejor que un sistema 
presidencial puro, bueno a esa con-
clusión llegamos por un estudio 
completo sobre las condiciones, 
pues entonces sí reformemos 
la Constitución para atenuar el 
sistema presidencial que está es-
tablecido entre nosotros desde la 
Constitución de 1824. 

Yo creo que esa es la verdadera dis-
cusión, la que usted está haciendo 
ahora con su pregunta, no tanto en 
esencialismo de si el profesor X o 
Y dice tal cosa o si los italianos, es-
pañoles o norteamericanos tienen 
una Constitución diferente a la 
nuestra. Insisto, las Constituciones 
son construcciones sociales y como 
toda construcción social debe ser-
vir para hacer cosas. Si sirve para 
hacer cosas, que se quede; si no, 
que se cambie. 

Finalmente Ministro, retomando 
algo que se dijo en la inaugu­
ración de esta asamblea, men­
cionaba el Mag. Presidente en 
su discurso de bienvenida una 
reflexión sobre la función del juz­
gador de cara al siglo XXI, donde 
refería que ya la vieja concepción 
de que el juez es boca de la ley 
había quedado superada, ese pa­
radigma decimonónico, y ahora se 
va más allá siguiendo a un poco a 
Ronald Dworkin en el sentido de 
que el juzgador también de algu­
na forma ayuda a complementar 

“La solución sería 
que se cerrara esta 
condición detallista 
y que se entendiera 

que el interprete 
fundamental y 
actualizador de 

la Constitución es 
básicamente la 

Suprema Corte, pero 
como creo que no 

va a ser esto posible 
porque al Congreso, 
la clase política, al 

Sistema Nacional les 
gusta ver cosas en 

la Constitución, por 
lo que seguiremos 
expuestos a este 

sistema.”
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el Derecho, sus sentencias son in­
tegradoras del Derecho. 

Yo pienso que la frase que 
pronunció el Presidente del Tri-
bunal, que es una frase de Mon-
tesquieu, que el juez será la boca 
de la ley es una frase que refleja 
una condición ideológica pero 
nunca reflejó las condiciones de 
operación jurídica. Es una frase 
que siempre ha estado en la his-
toria del Derecho, pero hoy más 
que nunca se sabe que el juez al 
momento de interpretar las nor-
mas crea derecho, reconstituye, 
anima a la Constitución porque 
tiene que identificar los sentidos 
de la propia Constitución. En-
tonces, el otro era una ideología, 
la ideología de decir “Viva el 
legislador local y viva el juez 
mecánico”, porque era la forma 

de entender que debiera estar 
limitado este juez para no ir más 
allá de la voluntad del legislador 
expresada como resultado de un 
Contrato Social muy ideologi-
zado. Creo que en el momento 
histórico que estamos viviendo 
son tantas variables sociales que 
están en juego que la legislación 
no alcanza a cubrirlas. Esto tiene 
que ver con ciclos históricos, 
el caso de la Revolución Fran-
cesa o el caso de ciertos cambios 
económicos, sociales, etc. Ahí el 
legislador no puede alcanzar a 
prever todos los supuestos que 
quiere regular, entonces qué 
pasa, que sólo es a través del 
ejercicio cotidiano de resolución 
de conflictos donde los juzga-
dores se dan cuenta de los pro
blemas concretos que tienen que 
resolver. 

ACERCA DE NUESTRO ENTREVISTADO:
•	 Licenciado en Derecho por la Universidad 

de Colima
•	 Maestro en Derecho Constitucional y 

Ciencia Política por el Centro de Estudios 
Constitucionales de Madrid. 

•	 Doctor en Derecho por la Universidad 
Complutense de Madrid, donde obtuvo 
la nota de Suma cum laude.

•	 Su principal vertiente de investigación es 
el Derecho Constitucional. 

•	 Ha dirigido más de 38 tesis de licencia-
tura, maestría y doctorado. 

•	 A la fecha ha impartido más de 238 
pláticas, cursos, seminarios, y ponencias 
en diversas Universidades de México y 
del extranjero. 

•	 Ha escrito 16 libros, así como más de 382 
artículos publicados como colaboraciones, 
como memorias, en cuadernos académi-
cos, en revistas especializadas, en revistas 
de divulgación y en periódicos.

•	 Ha recibido importantes premios y re-
conocimientos a nivel nacional. 

•	 Es Investigador Nacional Nivel III del 
Sistema Nacional de Investigadores, y a 
partir de mayo de 2006 es miembro del 
American Law Institute. 

•	 Actualmente se desempeña como minis-
tro de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y como profesor de Derecho Con-
stitucional en el ITAM.
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El día 22 de febrero, el 
gobernador Andrés Ra-
fael Granier Melo instaló 
la Comisión Interinsti-

tucional para la Reforma Integral 
de la Justicia para Adolescentes. 
Ésta forma parte de una serie de 
acciones conjuntas e integrales em-
prendidas por los tres poderes del 
estado para rescatar a la juventud 
y recomponer el tejido social que 
nos une e identifica. 

Al evento, que se celebró en las 
instalaciones del Tribunal Su-
perior de Justicia, acudieron los 
presidentes de la Junta de Coor-
dinación Política del Congreso 

del Estado, José Carlos Ocaña 
Becerra, y del Poder Judicial, Ro-
dolfo Campos Montejo, así como 
miembros de los tres poderes.
 
En las semanas posteriores a la 
instalación de la Comisión, los in-
tegrantes tienen la tarea de anali-
zar y proponer modificaciones a 
la ley en la materia, de manera 
que responda a la nueva dinámi-
ca de la delincuencia, buscando 
procurar la reinserción social de 
los jóvenes que han delinquido. 

Andrés Granier Melo apuntó que 
con la instalación de la Comisión 
los tres Poderes del Estado se 

reportaje       

Instalación de la Comisión 
Interinstitucional sobre

Justicia de Adolescentes
“Con la instalación de 

la Comisión los tres 
Poderes del Estado se 

unieron para enviar 
un claro mensaje de 

compromiso, decisión 
y actuación a todos 

los tabasqueños. 
Es un mensaje de 

unidad, coordinación 
y responsabilidad 

compartida, que debe 
permear en todo el 

pueblo.” AGM

El presidium estuvo encabezado por el gobernador de Tabasco, Químico Andrés Granier Melo.
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unieron para enviar un claro 
mensaje de compromiso, decisión 
y actuación a todos los tabasque-
ños. Es un mensaje de unidad, 
coordinación y responsabilidad 
compartida, que debe permear en 
todo el pueblo, enfatizó. 

El gobernador del estado indicó 
que será necesario trabajar al 
mismo tiempo y de manera per-
manente en el fomento de va-
lores y principios entre niños y 
jóvenes y reveló que giró instruc-
ciones a los titulares de las dife
rentes dependencias del gobier-
no estatal para que en el ámbito 
de sus competencias, empren-
dan acciones y programas que 
fomenten el respeto, civilidad, 
tolerancia y solidaridad entre las 
nuevas generaciones. 

A su vez, Rodolfo Campos 
Montejo sostuvo que el reto es 
mayúsculo y no permite retra-
sos. Se trata de poner en marcha 
una estrategia con énfasis en la 

educación y la reivindicación de 
valores, observó.

Por ello, dijo que con la conver-
gencia de los poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial se podrá 
realizar el rediseño institucional 
y jurídico de la justicia para ado-
lescentes que pasa por reformar 
integralmente la ley respectiva, 
establecer su reglamento y el 

reglamento del Centro de Inter-
namiento para Adolescentes. 

José Carlos Ocaña Becerra se com-
prometió a que en esta legislatura 
se saque adelante la reforma, en la 
que se contemplen figuras como 
la reparación del daño y el sistema 
oral acusatorio, sin menoscabo del 
respeto a los derechos humanos 
de los adolescentes. 

Integrantes de la Comisión rindiendo protesta.
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El estado actual de la Indepen­
dencia Financiera de los Pode­
res Judiciales en México

La exposición de motivos de la 
celebérrima reforma de 1994 a la 
Constitución General de la Repú-
blica que modificara la compo-
sición de los Poderes Judiciales 
de la Federación y del Distrito 
Federal, argumentó el cambio 
institucional para «avanzar en la 
consolidación de un Poder Judi-
cial fortalecido en sus atribucio-
nes y poderes, más autónomo y 
con mayores instrumentos para 
ejercer sus funciones…».1

La autonomía de la Suprema 
Corte de Justicia, se dijo, sería 
esencial «para el adecuado fun-
cionamiento del régimen demo-
crático y de todo el sistema de 
justicia».

Sostenía también la iniciativa que 
«la administración y el gobierno» 
de la Suprema Corte era de «im-
portancia central para garantizar 
la independencia y autonomía 
del Poder Judicial, así como su 
correcto equilibrio interior».

*	 Consejero de la Judicatura del Distrito Federal; Presidente de la Comisión Especial para la Implementación de la Reforma Constitucional del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; miembro del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal 
en el Distrito Federal; Profesor Investigador Invitado del INACIPE; Investigador Nacional Nivel I del Sistema Nacional de Investigadores (SNI); 
Doctor en Ciencias Penales y Política Criminal por el INACIPE.

La Independencia 
Financiera de los 
Poderes Judiciales

	 Israel Alvarado Martínez*

art   í culo  

1	 Exposición de Motivos de la reforma constitucional, presentada por el titular del Ejecutivo Federal, Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León, ante la Cámara de 
Senadores del H. Congreso de la Unión en 1994-12-05.
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Pero, ¿qué se entendió en esa re-
forma por autonomía? En el dic-
tamen de la Cámara de origen2 se 
tuvo claridad respecto a que «la 
autonomía, por sí sola, no garan-
tiza un Poder Judicial fuerte, sino 
que, ante todo, éste debe ser una 
instancia construida por la socie-
dad para hacer valer la ley funda-
mental». Por su parte, el dictamen 
en la revisora3 manifestó que:

La composición que se propone 
para la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación propende a con-
solidar su autonomía, por lo que 
la duración en el cargo de los pri-
meros nombramientos conforme 
al procedimiento contenido en 
los artículos transitorios de la ini-
ciativa, tendrá duración diversa, 
a efecto de que paulatinamente el 
ejercicio de la función no coinci-
da con los periodos, tanto del Po-
der Legislativo como del Poder 
Ejecutivo, en que se produzca el 
nombramiento y ratificación.

De la lectura de estos argumen-
tos, queda claro que la visión que 
se tuvo respecto de la autonomía 
del Poder Judicial no se encontra-
ba referida a la respectiva al factor 
financiero (independencia presu-
puestaria), tan solo se pretendía 
«consolidar su autonomía» refe-
rida a la «duración en el cargo», 
a fin de que «paulatinamente el 
ejercicio de la función no coinci-
da con los periodos, tanto del Po-
der Legislativo como del Poder 
Ejecutivo, en que se produzca el 
nombramiento y ratificación».

La visión del Constituyente no 
consideró a la autonomía finan-
ciera, que en gran medida es el 
sustento de los otros aspectos de 
la autonomía judicial: la política 
y la administrativa.

Así, los art. 100, párrafo segundo; 
17, párrafo quinto; 100, párrafo 
séptimo; 116, párrafo segundo, 
fracción III y 122, párrafo sexto, 
apartado C, BASE CUARTA es-
tablecen la posibilidad de que los 
Poderes Judiciales elaboren sus 
presupuestos, pero no garantizan 
la independencia, pues si bien se 
refieren a esta figura, tan solo lo 
hacen bajo la perspectiva de la 
resolución y la ejecución de éstas, 
la carrera judicial y el ingreso, for-
mación y permanencia de quienes 
sirvan a los Poderes Judiciales.

Casi 10 años después de la refe-
rida reforma constitucional —el 
2 de diciembre de 2005—, los in-
tegrantes del Sistema Nacional de 
Impartidores de Justicia4, reunidos 
en la ex Hacienda de Jurica, en el 
estado de Querétaro, suscribieron 
la Declaración de Jurica, convinien-
do adoptar todas las medidas a su 
alcance para lograr y preservar la 

«autonomía e independencia de 
los órganos jurisdiccionales y sus 
miembros», así como la «autono-
mía e independencia de los tribu-
nales administrativos».

En México ya existen algunos 
avances en materia de indepen-
dencia financiera de los poderes 
judiciales. Las Constituciones Po-
líticas de los estados de Guerrero 
y Tamaulipas ya prevén un piso 
presupuestal mínimo que permite 
garantizar esta independencia5.

Existen ya antecedentes en Améri-
ca Latina. Algunas Constituciones 
nacionales prevén la independen-
cia de sus Poderes Judiciales. Tal es 
el caso de Costa Rica, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay y Venezuela.

Importancia de la Independen­
cia Financiera

En un sistema republicano, cons-
tituido como una Federación, la 
independencia del Poder Judi-
cial es uno de los principios bá-
sicos sobre los cuales descansa la 
división de poderes y, por consi-
guiente, la democracia.

2	 De 1994-12-16. Elaborado por Comisiones unidas de Justicia, de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos, Primera Sección.
3	 De 1994-12-20.
4	 Compuesto por los miembros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Poder Judicial de la Federación, los Poderes Judiciales de las Entidades Fe-

derativas, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el Tribunal Superior Agrario, la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, los tribunales 
electorales y de lo contencioso administrativo, las juntas locales de conciliación y arbitraje y los tribunales Federal y locales de conciliación y arbitraje.

5	 Así dispuesto por los art. 83, párrafo último de la Constitución Política del estado libre y soberano de Guerrero y 107 de la Constitución Política del estado 
de Tamaulipas. En el caso del primer ordenamiento, los Plenos del Tribunal Superior de Justicia del Consejo elaborarán los presupuestos y los remitirán, 
para el único efecto de «su inclusión en el proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado», en tanto que para el caso de Tamaulipas se señala que «para 
garantizar su independencia económica, el presupuesto de egresos del Poder Judicial no podrá ser inferior del 1.2 % del total del presupuesto general del 
Estado previsto para el año fiscal a ejercer».
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6	 Art. 177, párrafo segundo.
7	 Art. 131.
8	 Significa que la elaboración del presupuesto es tan solo para el efecto de que se consulte previamente con el Presidente de la República «para el solo efecto 

de garantizar que existan los fondos necesarios para su cumplimiento».
9	 Art. 213, párrafo primero.
10	 Art. 306
11	 Art. 159.
12	 Art. 211, párrafo primero.
13	 En este caso no es el total del 2%, pues el art. 211 de su Constitución dispone que «Los presupuestos del Órgano Judicial y del Ministerio Público, no serán 

inferiores, en conjunto, al dos por ciento de los ingresos corrientes del Gobierno Central.», por lo que en la praxis ese porcentaje se puede ver disminuido 
a favor del Ministerio Público.

14	 249, párrafo primero.
15	 254.
16	 VIGLIETTA, Flavia, Independencia del poder judicial, consultable en «http://www.tododeiure.com.ar/apuntes/indeendenciapj.htm», visitado en 2010-

05-08.
17	 Sobre este aspecto, véase a VILLANUEVA, quien sostiene que «Si bien la autarquía presupuestaria del Poder judicial en el Paraguay está contemplada 

expresamente en el art. 249 de la Constitución Nacional garantizando el 3%, en la práctica, debido a otras leyes de inferior rango y la utilización de in-
terpretaciones se ha buscado otras maneras de disminuir el porcentaje, debilitando la Independencia del Poder Judicial». VILLANUEVA LÓPEZ, César 
Armando, La autarquía del Poder Judicial (en Paraguay) en la actualidad, ¿existe?, consultable en «http://www.monografias.com/trabajos64/autarquia-
poder-judicial-paraguay/autarquia-poder-judicial-paraguay2.shtml», visitado en 2010-05-08.

Como sostiene Viglietta16:
La independencia del poder ju-
dicial frente a las presiones tanto 
del legislativo como, sobre todo, 
del ejecutivo, constituye una pie-
za insustituible del Estado de De-
recho. Requiere este que la Ad-
ministración de Justicia se realice 
a través de un sistema procesal 
regular, ordenado y coherente, 
un sistema que garantice adecua-
damente la seguridad jurídica de 
todos los ciudadanos.

La autonomía del Poder Judicial 
(como institución), en gran me-
dida, significa la no injerencia de 
ningún otro poder u organismo 
en la función jurisdiccional, que 
se materializa en la existencia de 

mecanismos de designación y re-
moción de los jueces, el ejercicio de 
la potestad disciplinaria, y la admi-
nistración de sus propios recursos.

Este último rubro es en el que 
más vulnerabilidad existe en los 
Poderes Judiciales, tanto el fede-
ral, como los locales.
 
Un diseño como el actual, en el que 
al finalizar cada año los Poderes Ju-
diciales deben «cabildear» la apro-
bación de sus presupuestos ante 
los otros dos poderes —con la res-
pectiva asunción de compromisos 
que resulta fácil adivinar—, colo-
cándose en una situación de subor-
dinación tanto fáctica como formal 
o normativa resulta inaceptable.

Subordinar a un Poder frente 
a los otros dos de esta manera, 
resulta no solo anacrónico, sino 
infuncional, pues en la medida 
en que uno de los poderes, el que 
sea, no se presenta con fortaleza 
ante los otros, el Estado mismo 
se ve demeritado en el diseño 
de equilibrios que deberían estar 
presentes en cada una de las acti-
vidades estaduales.

Urge dignificar a los Poderes 
Judiciales que, en gran medida, 
son los garantes de la paz social, 
de la certidumbre ciudadana, 
incluso de la estabilidad de los 
otros dos poderes, pues ante un 
conflicto entre el Ejecutivo y el 
Legislativo, es el Judicial el que 
tiene la última palabra.

Propuesta

Debe —en aras de homogeneizar 
la situación de los Poderes Judi-
ciales locales y el federal— modi-
ficarse la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos a 
fin de que exista un porcentaje mí-
nimo del presupuesto de Ingresos 
de la República y/o de las entida-
des federativas que no pueda ser 
reducido o modificado17. 

País Nombre de la Constitución Figura

Costa Rica
Constitución Política de la
República de Costa Rica6 6%

El Salvador
Constitución Política de la
República de El Salvador7 Suficiencia8

Guatemala
Constitución Política de la
República de Guatemala9 2%

Honduras
Constitución Política de la
República de Honduras10 3%

Nicaragua
Constitución Política

de Nicaragua11 4%

Panamá
Constitución Política de la

República de Panamá12 2%13

Paraguay
Constitución de la

República de Paraguay14 3%

Venezuela
Constitución de la República
Bolivariana de Venezuela15 2%
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E N T R E V I S T A

Magistrado Angel 
Francisco Prieto 
Méndez. Sabemos 
del gran avance 

que ha logrado el Poder Judicial 
de su estado en materia de imple­
mentación del nuevo sistema de 
justicia penal, así como de elevar 
a rango constitucional la inde­
pendencia económica de la insti­
tución. ¿Cómo ha sido el respaldo 
social a esos cambios?

Al haber sido elaborado este  an-
teproyecto de ley, la sociedad 
Yucateca tuvo la certeza de que 
no fue un trabajo hecho por los 
yucatecos sino un trabajo hecho 
por investigadores del Instituto. 
Posteriormente ahí tenemos un 
comité que hemos armado para 
la implementación de la refor-

ma judicial que está integrada 
por los tres poderes del estado, 
la Universidad de Yucatán y un 
secretario técnico; pero adicional-
mente hemos formado grupos de 
trabajo con las organizaciones de 
la sociedad civil, principalmente 
las barras o colegios de abogados 
y los directores de las facultades 
de derecho. Entonces esta inicia-
tiva de ley fue consensada con 
todos ellos por lo que al llegar al 
congreso ya tenía un gran apoyo 
social el proyecto. Esto fue prác-
ticamente lo que hicimos y logra-
mos con 18 o 19 votos de 25 la re-
forma. Hubieron algunos diputa-
dos de Acción Nacional que no 
le entraron pero sí tuvimos creo 
que tres diputados de ese partido 
que le entraron y votaron por la 
reforma, porque realmente se 

movieron 43 artículos de 109 que 
tiene la Constitución, es un redi
seño total del sistema de justicia 
de Yucatán, de lo más trascen-
dente para nosotros es obvia-
mente la parte económica porque 
ya hemos sufrido con el gobierno 
pasado un acoso tremendo para 
mover a los magistrados y jueces 
y obviamente en el presupuesto 
también te castigan, entonces ya 
ahorita con el presupuesto del 
dos por ciento es sumamente im-
portante. El cargo de magistrado 
puede durar hasta 15 años y ya 
después de eso te vas al retiro 
pero te vas con un haber de re-
tiro que equivale prácticamente 
al 100 por ciento de su salario 
móvil, o sea que realmente el re-
diseño del Poder Judicial es muy 
grande porque ahora va a estar 

Angel Francisco Prieto
Magistrado

Presidente del Poder Judicial del Estado de Yucatán

 Jesús Antonio Aquino Rubio

Acerca de nuestro Entrevistado:
•	 Obtuvo el título de Abogado por la Uni-

versidad de Yucatán en 1980
•	 Notario Público con licencia desde junio 

de 1994.
•	 Presidente del Tribunal Superior de Justi-

cia del Estado de Yucatán desde el 27 de 
julio del 2001.

•	 En su gestión al frente del poder judicial 
de Yucatán, logró elevar la independen-
cia económica de la institución a rango 
constitucional.
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integrado el pleno del Tribunal 
por 11 magistrados en lugar de 
seis, viene con una sala especial-
izada el Tribunal Electoral y a 
éste se le dan las posiciones ad-
ministrativas, se crea la Fiscalía 
General del Estado y se crea algo 
muy importante: el Instituto de la 
Defensoría Pública, que va a ser 
un órgano muy especializado con 
funcionarios muy bien prepara-
dos y muy bien pagados. Por eso 
pensamos nosotros que podemos 
llegar a tener una reforma im-
portante en Yucatán porque si al 
defensor y al fiscal les mal pagas 
pues al rato no vas a tener el re-
sultado adecuado. Ya en el Poder 
Judicial de Yucatán se están pa-
gando bastante bien los salarios 
a los jueces y magistrados y al 
personal en general, se han hecho 
sacrificios muy importantes en 
los dos últimos años para poder 
haber logrado esto.

¿Cuando entra en vigor esta re­
forma magistrado?

No ha entrado en vigor porque 
la aprobó ya por mayoría el Con-
greso y ahora los ayuntamientos 

la tienen que aprobar. Creo que 
son 52 o 53 ayuntamientos y en 
estos días el Congreso tiene que 
hacer la declaración de proce-
dencia, me parece, para que sal-
ga publicada en el Diario Oficial 
y entre en vigor.

¿Qué siente a título personal, 
haber logrado semejante triun­
fo en la institución, y marcar de­
terminantemente la historia de 
la misma?

Bueno mira yo creo que no es 
un trabajo mío. Creo que es un 
trabajo en conjunto que hemos 
logrado por la voluntad política 
de la señora gobernadora, sin 
la voluntad política del poder 
ejecutivo tú sabes que esto no se 
puede. Económicamente si no 
hay la visión de estado que se 
tiene que tener hacia el Poder Ju-
dicial es muy difícil lograrlo. 

Pero sí, en lo personal yo me 
siento muy orgulloso de estos 
últimos nueve años que me ha 
tocado presidir al Poder Judi-
cial y de haber hecho cosas muy 
importantes como la defensa de 

su autonomía que fue muy dura 
pero lo de ahorita no lo sentí tan 
duro porque participaron todos, 
en cambio lo otro nada más es-
taba yo participando así que esta 
vez realmente no lo sentí pero sí 
es un gran logro.

Algún merito merece haber 
defendido sus convicciones y 
principios en la búsqueda de la 
autonomía judicial, para final­
mente, superar los años difíciles 
y verlos recompensados con la 
empresa culminada.

Pues mira, yo creo que esa es 
la visión de la actual titular del 
Poder Ejecutivo. Yo cuando le 
dije que ya terminaba el cargo 
porque me iba, me dijo - bueno, 
ahora que va a estar bien el Po
der Judicial te quieres ir y yo 
realmente no pensé que el Poder 
Judicial fuera a estar tan bien 
porque este año su presupuesto 
creció en un 30% cuando en todas 
las demás dependencias subió 
nada más entre el 4 y el 5%. Del 
propio despacho la gobernadora 
se bajó y le dio al Poder Judicial el 
30% de aumento al presupuesto. 
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Entonces hay de verdad una 
visión muy importante, porque 
el estado de Yucatán,  como has 
de saber, es el estado más seguro 
del país y ahora la gobernadora 
dice que quiere que sea el estado 
más justo de México.

¿Cómo ha sido la aceptación de 
la sociedad a toda esta inicia­
tiva? Particularmente el ciuda­
dano de a pie, el ciudadano de 
las comunidades, ¿cómo ve y di­
mensiona estos cambios?

Mira, yo creo que todavía no lo 
llegan a dimensionar, creo que va 
a ser un trabajo muy fuerte que 
tenemos que empezar ahora los 
magistrados y los que integra-
mos el sistema de justicia penal 
para socializar más el sistema. 
No es fácil cambiar de un sistema 
escrito a uno oral, es cambiar to-
talmente la mentalidad y crear 
sobre todo una nueva cultura que 
se base en la verdad porque ac-
tualmente, tú lo sabes, a tu cliente 
qué le dices - primero muerto 
que confeso -  pero con el nuevo 

sistema no, si tú confiesas, aho
rras tiempo en un proceso y tienes 
un premio. Entonces yo creo que 
tenemos que crear una cultura de 
la verdad y una cultura de la paz 
en donde a través de los medios 
alternos logremos que la gente 
vaya resolviendo sus problemas. 
Es muy difícil, yo creo que le es-
pera al Poder Judicial del estado 
de Yucatán unos años bastante 
difíciles para ver que la gente 
pueda entender el sistema.

¿qué consejo le daría a los esta­
dos que todavía siguen pugnan­
do, luchando por llegar a esos 
estándares de seguridad económi­
ca que usted y muy pocos estados 
de la república han logrado?
 
Yo creo que lo mejor que pueden 
hacer es el diálogo con la socie-
dad, con los otros dos poderes 
públicos, hacer que estos poderes 
vean qué pasa hacia adentro del 
Poder Judicial. Obviamente si un 
Poder Judicial está trabajando 
con honestidad, con dedicación 
como lo hace el Poder Judicial 
del estado de Yucatán, en donde 
sus jueces y magistrados dan 
todo lo que pueden (porque no 
es tan grande como para los dos 
millones de habitantes que ya 
tenemos, el aparato de justicia es 
sumamente reducido), entonces, 
si estos poderes no ven qué pasa 
hacia adentro o no se lo enseñas 
pues entonces no puedes lograr 
nada. Pero en cambio, si tú les ex-
plicas, les llevas cifras, les llevas 
qué está pasando, qué quieres 
hacer, cuáles son tus visiones, tus 
proyectos… Mira yo creo que no 
hay gobernador que no quiera 
tener un sistema de justicia ade
cuado para su entidad. 

“Este año el 
presupuesto del 

poder judicial creció 
en un 30% cuando 
en todas las demás 
dependencias subió 
nada más  entre el 4 
y 5%. Hay una visión 

muy importante, 
porque el estado 

de Yucatán,  como 
has de saber, es el 
estado más seguro 

del país.”
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 María Sierra Pacheco*

México atraviesa por 
un periodo de tran-
sición en el que se 
generan especula-

ciones, y se está a la expectativa 
de que se den los cambios que 
se requieren para la implemen
tación de la reforma a los sistemas 
de justicia penal y de seguridad 
pública.

Algo es certero, se tienen 8 años 
programados para la realización 
de todas y cada una de las modi-
ficaciones y adecuaciones que se 
requieren para que el sistema pe-
nal acusatorio sea una realidad 
en la federación y en cada enti-
dad de nuestro país.

Sin embargo, hasta ahora son 
pocas las legislaturas que han 
hecho las reformas a las leyes se-
cundarias; y, los sistemas de justi-
cia locales siguen operando bajo 
el modelo mixto o inquisitorio. 

¿La omisión legislativa es un po-
sible escenario al concluir la vaca-
tio legis establecida en el artículo 
segundo transitorio del decreto 
de reforma?

El Decreto mediante el cual se 
reformó la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexica-
nos el 18 de junio de 2008, res
pecto a los Sistemas de Justicia 
Penal y de Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, estableció en 
el artículo segundo transitorio1 
una vacatio legis de 8 años, para 
que el Congreso de la Unión, 
las Legislaturas Estatales y la 
Asamblea Legislativa del Distri-
to Federal llevaran a cabo todas 
y cada una de las reformas que 
hicieran falta en la legislación 
secundaria para adecuarse al 
Sistema de Justicia Penal de 
corte Acusatorio. El tiempo 
sigue corriendo y aún falta mu-
cho por hacer en este aspecto.

*	 MARÍA SIERRA PACHECO. Maestra en Criminología por el Instituto Nacional de Ciencias Penales. Licenciada en Derecho por la Universidad 
Nacional Autónoma de México. Docente en la Universidad Pontificia de México. Actualmente es profesora investigadora del INACIPE. Capaci-
tadora de Agentes del Ministerio Público de la Federación en Teoría del Delito, Delitos contra la vida, el patrimonio y seguridad de las personas, 
Integración de Averiguación Previa, Proceso Penal, Garantías Individuales y Derechos Humanos, Ministerio Público en el Sistema Acusatorio, 
Juicios Orales. También, ha sido Sinodal en los exámenes de oposición de las Maestrías en Procuración de Justicia Federal y Función Ministerial, 
en el INACIPE.

art   í culo  

1	 Cfr. Decreto de Reforma de 18 de junio de 2008. Artículos Transitorios. Segundo. El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos 
segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor cuando lo establezca la 
legislación secundaria correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de este Decreto. 

	 En consecuencia, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir y poner en vigor las modi-
ficaciones u ordenamientos legales que sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal acusatorio. La Federación, los Estados y el Distrito 
Federal adoptarán el sistema penal acusatorio en la modalidad que determinen, sea regional o por tipo de delito. 

	 En el momento en que se publiquen los ordenamientos legales a que se refiere el párrafo anterior, los poderes u órgano legislativos competentes deberán 
emitir, asimismo, una declaratoria que se publicará en los órganos de difusión oficiales, en la que señale expresamente que el sistema procesal penal acu-
satorio ha sido incorporado en dichos ordenamientos y, en consecuencia, que las garantías que consagra esta Constitución empezarán a regular la forma 
y términos en que se substanciarán los procedimientos penales.

LA OMISIÓN LEGISLATIVA:
¿Posible Escenario después

de la Vacatio Legis de la Reforma?
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El diseño normativo necesario 
para modificar los ordenamientos 
jurídicos al texto constitucional es 
una labor que requiere de esfuer-
zos, no sólo jurídicos y económi-
cos sino también de voluntad 
política. Por lo que cabe formular 
la siguiente serie de preguntas:

¿Qué pasaría si llegado el mo-
mento, es decir, el 19 de junio de 
2016, alguno de estos órganos 
legislativos no hubieran hecho 
las reformas esperadas?

¿Sería procedente la acción de in-
constitucionalidad por omisión 
legislativa?

¿Qué efectos tendría la declara-
toria de invalidez que emitiera 
la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación respecto a los orde-
namientos correspondientes?

Para contestar tales interrogantes, 
se hace un ejercicio reflexivo en 
el sentido siguiente.

Los ordenamientos constitucio
nales consagran 2 principios liber-
ales fundamentales: las garantías 
individuales y la división de po-
deres. Es por ello que se les consi
dera la base del sistema normativo 
que rige a los pueblos. Además, 
como fundamento de toda norma 
jurídica adquiere una superiori-
dad formal y material frente a todo 
enunciado normativo que regule 
cualquier aspecto en un país.

El rango de superioridad jerár
quico que caracteriza a la cons
titución imposibilita que ésta 

pueda ser modificada mediante 
cualquier mecanismo; y, que la 
creación de normas secundarias 
deba atender las formalidades 
del proceso legislativo señalado 
para tales fines.

En el caso de México, la propia 
Constitución prevé los mecanis
mos necesarios para forzar el 
cumplimiento de las obligaciones 
que impone y para resguardar los 
derechos que consagra a manera 
de garantías individuales.

Por otra parte, cualquier norma 
cuyo contenido o interpretación 
se oponga a lo previsto y estable-
cido en un precepto constitucional 
debe perder su validez. En otras 
palabras, una norma secundaria 
contraria a la ley suprema, no 
tiene posibilidad alguna de exis-
tencia dentro del orden jurídico.

En lo particular, el artículo 105 
constitucional, fracciones I y II, 
establece como medios de con-
trol constitucional, la controver-
sia constitucional y la acción de 
inconstitucionalidad.

Las acciones de inconstituciona-
lidad son los procedimientos ins
taurados ante la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para 
plantear la posible contradic-
ción entre una norma de carácter 
general y la Constitución con la 
finalidad de garantizar la apli-
cación de ésta y la certeza del or-
den jurídico fundamental.

En México, salvo en los estados 
como Veracruz, Tlaxcala, Chiapas 

y Coahuila, la inconstituciona-
lidad por omisión legislativa ha 
sido poco explorada, sin embargo, 
cabe hacer la siguiente reflexión.

Según Gustavo Zagrebelsky2 hay 
dos tipos de normas: 

a)	Normas constitucionales de 
eficacia directa; y, 

b)	Normas constitucionales de 
eficacia indirecta. 

Respecto a esta última se establece 
que son aquellas cuya estructura 
no es lo suficientemente completa 
de manera que pueda servir como 
regla de casos concretos, su ope
ratividad requiere una posterior 
intervención normativa por parte 
de las fuentes subordinadas. 
Dentro de éstas podemos encon-
trar: las normas constitucionales 
de eficacia diferida y las de prin-
cipio. En ambos casos se requiere 
de una actividad posterior, ya 
sea expresada en normas de or-
ganización o bien, una actividad 
que permita la concreción de los 
principios a casos concretos.

Para efectos de las presentes 
líneas, una omisión, en térmi-
nos generales, es la falta del que 
ha dejado de hacer algo conve-
niente, obligatorio o necesario en 
relación con alguna cosa3.

La inconstitucionalidad por 
omisión legislativa tiene su origen 
en el hecho de que no todas las 
normas constitucionales pueden 
aplicarse directamente, sino que 
muchas de ellas tienen eficacia 
diferida, al requerir posterior de-

2	 Cfr. Rangel, Hernández, Laura. La acción de inconstitucionalidad por omisión legislativa en la constitución mexicana. Un avance en el acceso a la justicia 
constitucional. Revista de Cuestiones Constitucionales. Biblioteca Jurídica Virtual. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. p 4. Visible en 
www.juridicas.unam.mx/publica/rev/cconst/cont/18/ard/ard7.htm fecha de consulta: 12 de abril de 2010.

3	 Cfr. Cabanellas, Guillermo. Diccionario de derecho usual, 4ª edición, Buenos Aires, Editorial Bibliográfica Omeba, t. III, p.115, en La acción de inconsti-
tucionalidad por omisión legislativa en la constitución mexicana. Un avance en el acceso a la justicia constitucional. Rangel, Hernández, Lauraa. Revista 
de Cuestiones Constitucionales. Biblioteca Jurídica Virtual. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. www.juridicas.unam.mx/publica/rev/
cconst/cont/18/ard/ard7.htm fecha de consulta: 12 de abril de 2010.
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talle para su debida aplicación. 
Es decir, resulta indispensable la 
creación o modificación de una 
norma secundaria para que la 
de carácter constitucional pueda 
concretarse. Tal y como es el caso 
de los enunciados normativos 
constitucionales derivados de la 
reforma en comento.

Si se responde la primera pregun-
ta planteada sobre ¿qué pasaría 
si vencido el plazo de la vacatio 
legis alguno de los órganos legis-
lativos no hubiera hecho las re-
formas esperadas?

La respuesta sería que existe una 
omisión legislativa descrita como 
la falta de actividad normativa 
por parte del poder legislativo, 
federal o estatal, para adecuar las 
normas secundarias necesarias 
al texto constitucional lo que 
impide la eficaz aplicación de la 
reforma en materia del sistema 
penal acusatorio. 

En consecuencia, cabe la segunda 
cuestión: ¿sería procedente la ac-
ción de inconstitucionalidad por 
omisión legislativa?

Para muchos no procede dicho 
medio de control constitucional, 
por diversas razones. Sin embar-
go, en su momento, el Ministro 
Genaro David Góngora Pimentel 
emitió una opinión contraria, a la 
que nos sumamos. 

Sí procede la acción de incons
titucionalidad por omisión to-
tal, porque, como lo expresó el 
ministro, en su voto particular 
respecto de la acción de inconsti-
tucionalidad 7/20034, es posible 

violar la Constitución tanto por 
una ley que la contradiga, como 
por la ausencia de expedición 
de una ley que la propia Consti-
tución ordena que se dicte. 

Además, un Tribunal Constitu-
cional no puede dejar de incen-
tivar la eficacia jurídica de una 
norma constitucional, pues en 
la medida que no lo haga estará 
permitiendo su propia vulnera
ción. En muchas ocasiones, el 
contenido del texto constitucio-
nal depende de la norma legal 
que debe expedirse y la omisión 
de esta actividad legislativa vio-
lenta a la norma suprema.

Bajo esta tesitura, se puntualiza 
que los preceptos constituciona-
les que se estimen violados por 
una autoridad legislativa pueden 
ser cualquiera de los artículos 
del 1 al 136, como los transito-
rios. En este caso, por principio, 
se estaría violando el artículo se-
gundo transitorio.

Los conceptos de invalidez que 
se hagan valer en la acción de 
inconstitucionalidad serían ten-
dentes a demostrar que la ley im-
pugnada, en este caso, la ley que 
no ha sido reformada, no se ajusta 
a lo que dispone la Constitución.

Por lo tanto, cuando un órgano 
legislativo con su silencio altera 
el contenido normativo de la 
Constitución dicha omisión legis
lativa deviene inconstitucional.

Finalmente, ¿Qué efectos tendría 
la declaratoria de invalidez que 
emitiera la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación respecto a los or-

denamientos correspondientes?

Pues bien, la consecuencia jurídi-
ca de la resolución de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 
mediante la cual declare la in-
validez de la norma correspon
diente, tendrá efectos generales, 
lo que significaría la anulación 
total de la misma y no podrá 
volver a aplicarse. Situación por 
demás nada alentadora. 

No obstante, existe la posibilidad 
de minimizar los efectos colate
rales, si se aplica el siguiente cri-
terio jurisprudencial:

ACCIÓN DE INCONSTITUCIO­
NALIDAD. LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
CUENTA CON AMPLIAS FACUL­
TADES PARA DETERMINAR LOS 
EFECTOS DE LAS SENTENCIAS 
ESTIMATORIAS.

De conformidad con el artículo 41, 
fracción IV, de la Ley Reglamentaria 
de las Fracciones I y II del artículo 
105 constitucional, las facultades 
del Máximo Tribunal del país para 
determinar los efectos de las senten-
cias estimatorias que emite, por un 
lado, comprenden la posibilidad de 
fijar “todos aquellos elementos nece
sarios para su plena eficacia en el 
ámbito que corresponda”; por otro 
lado, deben respetar todo el sistema 
jurídico constitucional del cual de-
rivan. Ese estado de cosas implica 
que el Alto Tribunal cuenta con un 
amplio margen de apreciación para 
equilibrar todos los principios, com-
petencias e institutos que pudieran 
verse afectados positiva o negativa-
mente por causa de la expulsión de 
la norma declarada inconstitucional 

4	 Voto particular en la Acción de Inconstitucionalidad 7/2003, promovida por el Partido de la Revolución Democrática, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, novena época, t. XVII, marzo de 2003, p. 961. Véase la jurisprudencia respectiva con la voz: “Acción de Inconstitucionalidad. Es improcedente 
contra la omisión del Congreso local de ajustar los ordenamientos legales orgánicos y secundarios de la entidad a las disposiciones de un decreto por el que 
se modificó la Constitución estatal”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. XXI, mayo de 2005, tesis: P./J. 23/2005, p. 781. 40.
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en el caso de su conocimiento, de tal 
suerte que a través de los efectos que 
imprima a su sentencia debe salva-
guardar de manera eficaz la norma 
constitucional violada, evitando, al 
mismo tiempo, generar una situa
ción de mayor inconstitucionalidad 
o de mayor incertidumbre jurídica 
que la ocasionada por las normas 
impugnadas, o invadir injustificada-
mente el ámbito decisorio estable-
cido constitucionalmente a favor de 
otros poderes públicos (federales, 
estatales y/o municipales).5 (énfasis 
añadido)

Entonces, como posible solución 
en el supuesto que se plantea: se 
ha pensado en la cobertura que 
implica que ante el incumpli
miento de la autoridad legislativa, 
la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, dictara las bases tem-
porales mientras se expide la ley 
en cuestión. Y en caso de incum-
plimiento procede el incidente de 
inejecución de sentencia con las 
consecuencias jurídicas correspon-
dientes –la destitución del cargo-.

La omisión legislativa consti-
tuye, por sí misma, una violación 
a la Constitución, dado que no le 
permite desplegar la total efica-
cia de sus normas, que en mu-

chos casos se contraviene un 
mandato directo de legislar en 
determinada materia o el legis
lador se sustrae de reglamentar 
supuestos jurídicos así señalados 
constitucionalmente.

La omisión legislativa consti-
tuye, por sí misma, una vio-
lación constitucional. Se trata de 
una conducta omisiva, por parte 
del legislador que impide que 
puedan efectivizarse los precep-
tos constitucionales, y por tanto 
altera el orden jurídico. 

Si una vez llegado a término 
el periodo de los 8 años, no se 
llevaron a cabo las reformas co
rrespondientes a las leyes se-
cundarias, procede la acción de 
inconstitucionalidad por omisión 
legislativa. Sería la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación el 
órgano que establecería los nue-
vos escenarios en tanto la legis-
latura correspondiente cumple 
con la sentencia correspondiente. 
Y en el supuesto, de que no lo 
hiciera, siempre existe la posibi
lidad de presentar el incidente de 
inejecución de sentencias con las 
consecuencias jurídicas corres
pondientes respecto a la autori-
dad responsable.

5	 Datos de localización. Registro No. 170879. Localización: Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXVI, Diciembre de 2007. Página: 777. Tesis: P./J. 
84/2007.Jurisprudencia. Materia(s): Constitucional.
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Magistrado Edmun­
do Román Pinzón, 
¿porqué es impor­
tante garantizar la 

independencia económica de los 
poderes judiciales?

Los sistemas de justicia estatales 
deben estar protegidos con el 
mayor número de garantías, y la 
independencia económica es una 
de ellas. La historia nos ha enseña-
do lo importante de brindar a jue
ces y magistrados, de las garantías 
indispensables para realizar su 
trabajo profesionalmente, sin tener 
incidencias de ninguna especie en 
tan importante tarea.

La independencia económica del 
poder judicial, es una necesidad 
social, pues además de brindar 
certidumbre al ejercicio profe-
sional desempeñado, garantiza 
a los justiciables la transparencia 
de procesos y sentencias. Aunado 
a ello, la certeza económica ga-
rantiza el crecimiento constante 
y planificado de la institución de 
justicia y sus órganos internos. 

El estado de Guerrero, orgullosa-
mente ha logrado elevar a rango 
constitucional su independen-
cia, lo cual nos permite realizar 
proyectos de crecimiento a corto, 
mediano y largo plazo.

¿Cuáles han sido los principales 
aliados o principales obstáculos 
para el logro de ese importante 
objetivo?

No los llamaría obstáculos, real-
mente considero que para con-
seguir cualquier meta, existen 
retos por superar. Esos retos se 
encuentran en el camino de cual-
quier esfuerzo que busca realizar 
un cambio, que busca realizar un 
giro distinto en lo establecido.

En un inicio, la idea encontró re-
sistencia, por ser algo novedoso 
y diferente a lo realizado consue-
tudinariamente.

E N T R E V I S T A

Presidente del Poder Judicial de Guerrero
Edmundo Román Pinzón

 Jesús Antonio Aquino Rubio

Magistrado

ACERCA DE NUESTRO ENTREVISTADO:
•	 Licenciado en Derecho por la Facultad de 

Derecho y Ciencias Sociales de la Univer-
sidad Autónoma de Guerrero.

•	 Maestro en Derecho Penal por el instituto 
Nacional de Ciencias Penales (INACIPE) y 
el Instituto de Administración Pública de 
Guerrero (IAPG).

•	 Doctor en Derecho por el Instituto Inter-
nacional del Derecho y del Estado IIDE.

•	 Presidente del Tribunal Superior de Justi-
cia del Estado de Guerrero.

•	 Tercer Vicepresidente Región Centro de 
la Comisión Nacional de Tribunales Supe-
riores de Justicia (CONATRIB).

•	 Consolidó en su actual gestión la inde-
pendencia económica a rango constitu-
cional del Poder Judicial de Guerrero.
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Pero son esas resistencias las que 
ayudan a depurar y aclarar el ob-
jetivo, alcances y beneficios de la 
meta buscada.

Los principales aliados que el 
Poder Judicial de Guerrero ha en-
contrado en ese largo camino, han 
sido el Poder Ejecutivo, el Poder 
Legislativo, y la sociedad civil.

No podría entenderse este 
histórico logro, sin el apoyo del 
licenciado Zeferino Torre Blanca, 
Gobernador Constitucional del 
estado, así como de las fuerzas 
políticas de las diversas corrien
tes ideológicas del estado.

Por su parte, la sociedad civil, los 
ciudadanos, profesores, críticos 
y analistas, han jugado un papel 
decisivo en esta transición, al in-
volucrarse en el análisis de los 
beneficios que la independencia 
económica brinda al sistema de 
justicia.

¿Fue necesario transitar al 
nuevo milenio para encontrar 
las coyunturas necesarias para 
lograr ese objetivo?

Considero que se dan una con-
vergencia de elementos para que 
este cambio fuese posible, entre 
otras, las reformas al sistema de 
justicia penal.

Estas reformas, han obligado a 
todos los sectores de la sociedad 
a realizar un análisis profundo 
de las necesidades a los sistemas 
de justicia, y su reformulación 
para una correcta transición.

En esos esfuerzos, hemos encon-
trado la independencia económi-
ca del poder judicial como una 
acción  indispensable y necesa

ria, además de ser un objetivo 
largamente pretendido.

La visión de estado del goberna-
dor y altura de miras, así como 
de todos los actores políticos, 
han culminado con este impor-
tante triunfo, que es de todos sin 
duda alguna.

Finalmente Magistrado, en 
su afán de sugerir directrices 
de construcción propositiva a 
los demás estados que aun no 
tienen este beneficio, ¿qué les 
diría para lograrlo ?

Bueno, aquí no queda más que 
hacer mucho trabajo con los 
partidos políticos de los esta-
dos, sentarte a trabajar y en el 
caso de Guerrero yo logré con-
vencerlos porque diseñamos un 
programa de modernidad: hici-
mos un cuadro comparativo con 
los estados de la media nacional 
para abajo y la media nacional 
de los que están arriba, observa-
mos las diferencias que tenemos 

y siguiendo así iba a ser inalcan-
zable en cualquier rubro optimar 
algún concepto de justicia. 

La única forma de hacerlos corres
ponsables del adelanto de cada 
estado es precisamente comen-
tarles por partido o por fracciones 
parlamentarias pero no nada más 
de palabra o discurso, creo que 
el Magistrado Presidente ahora 
o los magistrados y consejeros 
tienen que aterrizar, explicarle en 
un lenguaje amigable a cada uno 
de ellos y la propia sociedad civil 
incluso para que los apoyen y van 
a ver que eso lo van a lograr lo 
más pronto posible. 

Ese fue el trabajo que hicimos en 
Guerrero, el convencimiento, no 
nada más de discurso, no, sino ex-
plicarles de forma clara, sencilla, 
digerible. Hoy en día en Guerrero 
quien está apoyando fuertemente 
esta transformación de las refor-
mas constitucionales es precisa-
mente la sociedad civil.
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Este breve ensayo hace 
una descripción míni-
ma del derecho crimi-
nal que se desarrolla en 

estados Unidos de Norteamérica 
bajo el sistema del common law; 
lo motiva la visita realizada a la 
Ciudad de Boston Massachusetts 
como parte del programa com-
parativo de sistemas  penales 
acusatorios: Colombia, Chile, 
estados Unidos y México. La in-
formación que fundamenta esta 
exigua investigación son las bri
llantes aportaciones de los pro-
fesores Louis Aucoin, Lawrence 

Harrison, Miguel Basañez, Da-
vid Breen, Robert Cordy, Wiliam 
J. Leahy y Lois Knight, quienes 
en las sesiones de trabajo en the 
Fletcher School de Tufts Univer-
sity, compilaron una serie de sa-
beres que permiten nutrir este 
pequeño estudio. 

Como sabemos, de los dos siste-
mas jurídicos más importantes -el 
de la tradición romana y el funda-
do en el derecho consuetudinario, 
Estados Unidos de Norteamérica, 
así como Inglaterra y otros países 
que fueron parte del Imperio 

Británico tienen como propio 
el segundo sistema. El derecho 
anglosajón presenta su origen en 
el common law o derecho común 
del reino Inglés; le correspondía 
al monarca juzgar aquellos casos 
que afectaban los intereses de 
reino que eran calificados por el 
canciller y el interesado debía de 
acudir a él para obtener el escrito 
(writ) que le permitía acceder 
al derecho. También el canciller 
conocía de otro procedimiento: el 
de equito (equidad) o equity que 
se regía por un procedimiento 
sustancialmente distinto. Para el 

*	 César Humberto Madrigal Martínez. Doctor en Derecho, Maestro en Ciencias Penales y Maestro en Criminología; miembro 
del padrón y del sistema de investigadores del CCYTET, Consejero de la Judicatura del Poder Judicial del Estado. Miembro 
Fundador del Colegio de Doctores en Derecho de Tabasco  A.C.

*	  M.D. Gary Leonardo Arjona Rodríguez. Secretario Técnico de la Comisión Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de 
los Estados Unidos Mexicanos; Asesor de la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia de Tabasco; Maestro en Derecho Ad-
ministrativo y de la Regulación por el Instituto Tecnológico Autónomo de México; Doctorante en Derecho Judicial; Director 
General de la revista Nexo Jurídico.
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derecho anglosajón, existe una 
clara distinción entre derecho y 
equity,  ya que la equidad no se 
considera derecho. En origen, si 
un tribunal refería por ejemplo 
que no existió contrato legal, ahí 
concluía el proceso con una de-
claración de ley; pero si la per-
sona sentía que no estaba ante la 
presencia de una decisión “justa” 
se remitía a tribunales de equi-
dad donde originalmente tenía 
una composición clerical.

El stare decisis
En el sistema de common law se 
dictan las leyes por parte del par-
lamento (statutes) pero el statute 
Law o derecho contenido en leyes 
se complementa con uno quizá 
más importante: el que emana de 
los jueces, que aunque no es origi-
nado por el poder legislativo, de-
bido al stare decisis (fidelidad en 
lo establecido en otra sentencia) 
vincula a los demás jueces. Me-
diante la doctrina del stare deci-
sis, las decisiones judiciales son 
formuladas para obligar no solo 
a las partes que están envueltas 
en determinado asunto legal que 
se ha llevado a un Tribunal, sino 
también a otros órganos judi-
ciales en la misma jurisdicción 
que deciden sobre futuros ca-
sos similares. En cuanto los juz-
gadores, no se puede hablar de un 
solo sistema de jueces, ya que tan-
to el gobierno federal como cada 
estado, tienen su propio sistema 
judicial; el mismo procedimiento 
de elección de estos funcionarios 
también es diverso pudiendo ser 
por elección del Ejecutivo, ratifi-
cados por el legislativo, elección 
popular o comisiones, o cómpu-
to por méritos.  Una peculiaridad 
es que los jueces no tienen carrera 

judicial, su acceso al cargo resulta 
ser el premio a un exitoso desem-
peño en algún otro cargo público 
o en el litigio.

El concepto del precedente
(precedent)
El sistema de precedentes  es 
una institución obligatoria sobre 
las decisiones de los jueces que 
pueden crear leyes mediante la 
interpretación y aplicación de los 
ordenamientos legales en casos 
concretos. Esta interpretación es 
obligatoria y sólo aplica para la 
propia jurisdicción de la corte 
mediante la referencia espacial 
de la ley. Un tribunal de prime
ra instancia al fallar en casos 
similares, debe respetar la de-
cisión de un tribunal superior 
de su misma jurisdicción. Esta 
valía del precedente se basa en la 
naturaleza previsible de resulta-
dos en casos similares, economía 
judicial y respeto a la sabiduría 
acumulada de jueces y partes.

Limitantes del precedente. A) un 
fallo judicial solo obliga a otro si el 
fallo es superior dentro de la mis-
ma línea de autoridad. 1 B) el caso 
que se presenta para precedente 
posteriormente debe ser estre-
chamente vinculado al anterior.
En casos en que no se cuenta con 
precedente alguno (novel cases) 
los jueces ante el vacío legal in-
novan en la interpretación de las 
leyes vinculadas al caso y crean 
nuevos precedentes. Cuando 
el precedente es solo aparente 
pueden los jueces desestimarlos 
mediante el overrule.  El common 
law tiene una necesaria continui-
dad histórica que le da coherencia 
a su funcionamiento, integrando 
los propios aspectos prácticos e 

históricos; prácticos por el pro-
ceso de creación referido (que lo 
refieren en rule-making process) e 
históricos porque solo el tiempo 
puede atestiguar si llega a for-
mar parte del comon law.

Common Law
y razonamiento común.
El derecho del common law 
vigente, según las cátedras de  
Louis Aucoin, está fundado en 
el razonamiento común, en los 
argumentos recolectables de ín-
dole práctica. No estamos ante 
un positivismo decimonónico, 
no ante la presencia de la letra de 
la ley que llegó al extremo de im-
pedir la interpretación, hablamos 
de reglas implícitas deducidas a 
través de la práctica de los jue
ces y litigantes. Hablamos de un 
ejercicio de casuística en donde 
en lugar de buscar concepciones 
morales, principios de ley u otra 
fuente extra legal, se tiende a 
buscar en la práctica judicial al-
guna experiencia que mediante 
la capacidad de razonar de los 
jueces  sugiriera una solución a 
un caso actual.

Actus reus y Mens Rea
En materia penal se requiere el 
Actus Reus2 y la Mens Rea, en 
cambio en el civil se necesita para 
proceder el Deber de cuidado 
(duty of care) e incumplimiento 
de un deber (Breach of Duty). 
Para Robert Cordy el actus rea es 
un factor sustancial para la res
ponsabilidad penal, el actus rea 
garantiza el hecho constitutivo 
del delito ya que la simple inten-
ción criminal (guilty mind) no lo 
hace penalmente responsable de 
un crimen. Para que exista una 
imputación se precisa además 

1	 En caso de derecho federal norma o constitucional, un fallo de tribunal supremo de Estados Unidos obliga a todos los Tribunales Norteamericanos, 
porque todos los demás son de instancia inferior.

2	 Robert Cordy en Fletcher School. 29 de junio 2010.
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del hecho realizado (actus rea) la 
Mens Rea, que constituye no solo 
la culpabilidad por la intenciona-
lidad del actor de la conducta o 
descuido manifiestamente grave, 
sino además un determinado 
dejo de antijuridicidad3 mezclada 
que hace singular el concepto. Es 
requerido pues el conocimiento 
de que el hecho es ilícito y haya 
querido su consecuencia.

El Jurado
El sistema criminal de Estados 
Unidos tiene como referencia 
característica al Jurado. El juicio 
a diferencia de muchos países 
latinoamericanos u otros de 
tradición continental o romana 
es resuelto en cuanto a la culpa-
bilidad, por jurados. El jurado 
cumple dos tipos de funciones: 
en la fase preliminar se utiliza 
para determinar la viabilidad de 
acusar o denegar la acusación, 
y en el juicio emiten el veredic-
to sobre la responsabilidad del 
acusado. El sistema de jurado es 
parte de la confianza del sistema 
penal del common law ya que 
ciudadaniza la administración 
de justicia. La filosofía de some
ter al veredicto a un grupo de 
ciudadanos de carácter popular 
también es parte de la posibilidad 
democrática del sistema.

El jurado está integrado por 
legos que en un inicio tenían las 
características de testigos y el ti-
empo ha modificado esta situa
ción y ahora  es una institución 
juzgadora de la culpabilidad 
siendo el pueblo el único respon-
sable de juzgar a otro ciudadano. 
El derecho a juzgado se encuen-
tra garantizado en la VI enmien-
da a la Constitución. Al juez le 
incumbe llevar la dirección de 

los debates, la moderación del 
interrogatorio y validación de las 
preguntas, además de alternati-
vas comunes  del procedimiento. 
Junto al sistema de jurados se en-
cuentra la figura del Gran Jurado 
que se utiliza en casi la tercera 
parte de las entidades que inte-
gran Estados Unidos por delitos 
mayores (felonies penas mayores 
a 1 año) y es necesario para los 
delitos de jurisdicción federal 
con penas mayores y en los esta-
dos es una figura optativa ya que 
no es obligatorio para los siste-
mas estatales, donde puede pro-
cederse a acusar al individuo sin 
la necesidad de Gran Jurado. La 
figura del gran jurado permite la 
participación de la comunidad 
en la decisión de someter a una 
persona a enjuiciamiento. Per-
mite el que se observe que es la 
comunidad la que se encuentra 
interesada en procesar a un ciu-
dadano y no que se crea que sea 
el estado quien tiene este interés.

El sistema de jurado es un derecho 
constitucional, refiere la com-
posición de por lo general 12 per-
sonas seleccionadas previamente. 
Es ante el jurado que las partes 
(fiscal y defensor en ese orden) 
efectúen una locución inicial, ex-
plicando el hecho analizado, ade
lantándose al jurado lo que cada 
uno de los intervinientes intentará 
demostrar en virtud de la prueba 
que se presentará. Las partes pre-
sentan las pruebas ante el jurado, 
los peritos y el mismo procesado 
acuden en su calidad de testigo, de 
la misma manera que los policías 
que realizaron investigación o de-
tención si fuera necesario. Una vez 
presentadas y desahogadas las 
pruebas ante el jurado, se realiza 
una reunión con las partes donde 

se les refieren las instrucciones 
que se les dará al jurado y suspen-
diendo la audiencia se va a deli
berar. El juez le explica al jurado 
el derecho aplicable, los requisitos 
para considerar incurrido el delito, 
sus circunstancias de agravación y 
atenuación, presunciones y causas 
de exención del delito, la manera 
de efectuar la deliberación y de co-
municar el veredicto.

Reglas del procedimiento
criminal en estados Unidos
 Este procedimiento penal se rige 
por el principio de oportunidad, 
donde se convierte en regla y 
se eleva al principio rector de 
la persecución penal. Se puede 
decir que el objetivo esencial del 
proceso penal es la persecución  
del delito y se le otorga al fiscal 
decidir si llevará adelante la per-
secución penal.

La persecución privada es regla 
heredada del sistema inglés, y 
el papel que ocupó la víctima es 
desplazado por la idea de ofensa 
al estado. Los fiscales permiten el 
desplazar la voluntad de la vícti-
ma y esta no constituye parte sino 
es concebida como un testigo.

El plea bargaining
Los juicios por jurados son limita-
dos en el sistema penal de estados 
unidos, sólo el 10% de las conde-
nas son resultados de juicios, el 
90% son obtenidas sin juicio por 
que los imputados se declaran 
culpables con antelación a su 
realización. La negociación o Plea 
bargaining son concesiones que el 
fiscal hace a cambio de aceptación 
de responsabilidad del inculpado. 
Esta aceptación resulta en la re-
nuncia al juicio. Las concesiones 
pueden ser una condena leve, un 

3	 David Breen el jueves 1 de julio en Fletcher School.
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cargo menor o menos cargos que 
los cometidos o en resumen re-
ducción de una condena posible 
si el jurado lo declara culpable. 

La Corte ha reconocido que esta 
institución es inherente al sistema 
procesal del País, la posibilidad 
de disposición del proceso es 
parte esencial del procedimiento 
y altamente deseable.  La ventaja 
para el acusado es que si se de-
clara culpable el fiscal propone 
al juez una pena menor, pero a 
mi entender existe siempre la 
posibilidad de abuso de esta ins
titución que pudiera convertirse 
en un sistema legalizado de con-
fesiones aunque haya inocencia 
de la persona tratándose de mi-
norías. Existe un sentido utilitario 
en la figura y una transacción no 
siempre tan ideal ya que a cam-
bio de procurar clemencia para el 
acusado el fiscal es relevado de la 
necesidad de probar su culpabili-
dad, y el tribunal dispensado de 
establecerla. Es un procedimiento 
sin juicio para declarar culpables. 
El juicio por jurado prácticamente 
se reduce a pesar de la VI enmien-

da constitucional que garantiza a 
toda persona el derecho a juicio 
por jurados en donde el 99% de 
las condenas se realizan por plea, 
convirtiéndose en el procedimien-
to regular en Estados Unidos. 

El plea permite que el juez se libre 
de su responsabilidad de juzgar y 
aunque debe aprobar los acuer
dos, se allana el camino. Otro 
riesgo del plea puede ser que el 
fiscal con tal de ser reelecto y en 
aras de demostrar efectividad de-
see exhibir más alto número de 
condenas. Observamos que a pe-
sar de que el plea tiene ventajas, 
también existen riesgos de que 
existan renuncias constituciona-
les. Otra característica del sistema 
estudiado es la Defensa ferviente, 
en el Sistema adversarial se da la 
conocida defensa intensa; es la 
llamada zealous advocacy donde 
la intención es ganar. 

El principio de Contradicción
Es conocido como confrontación 
entendiéndose la capacidad de 
las partes de participar en con-
trainterrogatorios, repreguntar; 

la oportunidad de preguntar 
para exponer al testigo sobre su 
falta de idoneidad.

En la confrontación hay límites 
éticos, el abogado no puede 
mentir, presentar pruebas falsas, 
ni enseñar a mentir al testigo. Un 
testigo solo puede contar la histo-
ria mediante las preguntas que le 
sean formuladas. Esta caracterís-
tica de bien litigar es una de las 
más sobresalientes de las obser-
vadas en la visita y se contradice 
a lo que en México es el litigio 
regular donde la capacidad de 
la defensa o de la acusación es 
construir un postulado en base 
a la falsedad del hecho.

El procedimiento se inicia con 
un discurso inicial o de presen-
tación; exposición inicial los 
abogados explican al jurado lo 
que van a probar o comprobar 
sin presentar argumentos. Se 
hablan sobre los hechos, no dan 
conclusiones. Posteriormente 
el fiscal puede presentar las 
testimoniales y documentales, 
pueden estar relacionadas, ya 
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en contra de un inculpado, esto 
se logra gracias a la enmienda 14 
que disuade la conducta policial 
ilícita. Esto es conocido como la 
fruta del árbol venenoso, y se de-
talla como la  inadmisibilidad de 
pruebas obtenidas ilegalmente. 
Si hay una infracción inicial 
a la constitución y posterior-
mente hay pruebas o confesiones 
después de ella, éstas  serán ilíci-
tas para admitir en juicio ya que 
provienen de un acto antijurídico.

Destaca también la Quinta en-
mienda de la Constiución de los 
estado Unidos sobre la posibili-
dad de mantenerse en silencio, 
y el hecho de que no se puede 
juzgar a una persona por el mis-
mo delito y no puede presentar 
pruebas en su contra.  Malloy vs. 
Hogan. Existe la llamada Double 
Jeopardy. Nadie puede ser juzga-
do por el mismo delito dos veces 
que es similar al non bis in idem 
mexicano. La sexta enmienda ga-
rantiza un  Juicio público, expe-
dito, imparcial, saber los cargos y 
pruebas en su contra, confrontarse 
con testigos.  Derecho a tener un 
abogado y un Jurado imparcial.

Juicio Criminal y etapas
El Orden del juicio criminal en 
estados unidos lleva la estruc-
tura siguiente: 
•	 Discursos  (presentación del 

caso)
•	 Testimonio directo y presen-

tación de evidencia de la fis-
calía

•	 Contrainterrogatorio por la 
defensa

•	 Fiscalía descansa (fin del 
caso)

•	 Defensa puede presentar más 
evidencia

•	 Posibilidad de refutación
•	 Argumento final

que si se presenta éste se puede 
preguntar al testigo si él lo firmó; 
es importante mencionar que los 
testigos no pueden dar opiniones 
personales del caso o personas 
relacionadas solo sobre hechos 
que le constan en caso contrario 
se utiliza la mención: Hearsay, 
“testigo de oídas”.

Dentro de las semejanzas de 
los sistemas mexicano y de es-
tados unidos se encuentra la 
parte sustantiva pero varía sus-
tancialmente el procedimiento. 
La policía es independiente en 
su trabajo. Lo limita en cuanto 
arresto la causa probable; solo 
puede arrestar cuando haya cau-
sa probable. El abogado de la de-
fensa puede objetar este arresto. 
Los policías pueden solicitar una 
orden de detención. En el arresto 
el acusado tiene varios derechos 
que tienen que anunciarse (adver-
tencia o precauciones Miranda) 
miranda warning  dentro de las 48 
hrs de su detención debe llevarse 
al juez para una presentación o lec-
tura de la acusación.

La Causa probable
es un fundamento razonable que 
lleve a la sospecha de que una 
persona ha cometido, está come-
tiendo o va a cometer un delito o 
que un lugar contienen elemen-
tos específicos conectados a un 
delito. Debe existir una orden 
judicial obligatoria.

Dentro de los hechos relevante 
del sistema tenemos el caso de 
Payton Vs. New York ìTu casa 
es tu castilloî; el caso refirió que 
sin circunstancias que requieren 
acción inmediata (exigent cir-
cumstances) los arrestos del juez 
dentro del hogar requieren orden 
judicial; un caso sobresaliente es 
el de US vs. Santana, 427 us 38 
(1976) Persecución de sospecho-
sos en áreas fuera de la jurisdic-
ción de la ley;  Minnesota vs. 
Olson, 495, US 91 (1990)  sobre 
la Destrucción de evidencia; po-
sibilidad de que el sospechosos 
escape, daño a la policía (grave-
dad del daño y crimen). Cuando 
la policía viola derechos civiles 
el Tribunal excluye las pruebas 
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R E F O R M A S  J U R Í D I C A S

Reformas a ordenamientos

jurídicos federales y estatales

registradas en el período

Enero - Marzo de 2010

I. EN EL ÁMBITO FEDERAL

•	Ley de la Propiedad Industrial, 
se reforma y adiciona. Diario 
Oficial.

Num. 4 Enero 06

•	Ley General para el Control del 
tabaco, se reforma el artículo 
27. Diario Oficial.

Num. 4 Enero 06

•	Reglamento Interior de la 
Comisión Nacional del Agua, 
se deroga el artículo transitorio 
decimoprimero. P. 13. Diario 
Oficial.

Num. 4 Enero 06

•	Ley del Sistema de Horarios en 
los Estados Unidos Mexicanos, 
se reforma el artículo 3, y se 
adiciona un segundo y tercer 
párrafo. Diario Oficial.

Num. 4 Enero 06

•	Código Civil Federal, se refor-
ma el artículo 1661. P. 2. Diario 
Oficial.

Num. 21 Enero 28

•	Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, 
se reforma el artículo 5. P. 2. 
Diario Oficial.

Num. 21 Enero 28

•	Ley General de Cultura Física y 
Deporte, se reforma y adiciona. 
P. 16. Diario Oficial.

Num. 21 Enero 28

•	Reglamento Interior de la Sec-
retaría de Salud, se reforma, 
adiciona y deroga diversas 
disposiciones. P. 15-39. Diario 
Oficial.

Num. 1 Febrero 02

•	Reglamento Interno de la 
Comisión Intersecretarial para 
Prevenir y Sancionar la Trata 
de Personas. P. 2- 8. Diario Ofi­
cial.

Num. 10. Febrero 15

•	Reglamento Interior de la Sec-
retaría de Turismo, se reforma 
y adiciona. P. 80. Diario Ofi­
cial. 

Num. 12. Febrero 17

•	Reglamento Interno de la 
Comisión Organizadora de la 
Conmemoración del Bicente-
nario del Inicio del Movimien-
to de Independencia Nacional 
y del Centenario del Inicio de 
la Revolución Mexicana. P. 81- 
83. Diario Oficial.

Num. 12. Febrero 17

•	Reglamento del Estado Mayor 
Presidencial. P. 19-25. Diario 
Oficial.

Num. 6 Marzo 08

•	Fe de erratas al Decreto por el 
que se adicionan un segundo 
y tercer párrafos al Artículo 
Único del Decreto por el que se 
establece el Horario Estacional 
que se aplicará en los Estados 
Unidos Mexicanos, publicado 
el 6 de enero de 2010. P. 2. Dia­
rio Oficial.

Num. 11 Marzo 13

Reglamento Interno del Comité 
Intersectorial para la Inno-
vación. 2ª. Secc. P8-12. Diario 
Oficial.

Num. 18 Marzo 24

•	Ley del Servicio Postal Mexica-
no, se adiciona el artículo 69, 70, 
71 y 72. P. 21 Diario Oficial.

Núm. 20 Marzo 26
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•	Ley de Protección Ambiental 
del Estado de Tabasco, se adi-
ciona. Periódico Oficial.

Sup. J: 7026 Enero 06

•	Reglamento de la Ley Estatal 
de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia. Perió­
dico Oficial.

Sup. B: 7032 Enero 27

•	Reglamento del Comité de Ad-
quisiciones, Arrendamientos 
y Servicios Relacionado con 
Bienes Muebles del Municipio 
de Cunduacán, Tab. Periódico 
Oficial.

Sup. C: 7033 Enero 30

•	Bando de Policía y Gobierno 
del Municipio de Teapa, Tab. 
Periódico Oficial.

Sup. B: 7035 Febrero 06

•	Reglamento del Comité de 
Compras del Municipio de 
Emiliano Zapata, Tab. Periódi­
co Oficial.

Sup. C: 7035 Febrero 06

•	Reglamento del Comité de 
Obra Pública del Municipio de 
Emiliano Zapata, Tab. Periódi­
co Oficial.

Sup. C: 7035 Febrero 06

•	Reglamento de Alumnos de 
la Universidad Politécnica del 
Golfo de México. Periódico 
Oficial.

Sup. E: 7035 Febrero 06

•	Bando de Policía y Gobierno 
del Municipio de Emiliano Za-
pata, Tab. Periódico Oficial.

Sup. P: 7035 Febrero 06

•	Bando de Policía y Gobierno 
del Municipio de Jalpa de Mén-
dez, Tab. Periódico Oficial.

Sup. C: 7037 Febrero 13

•	Lineamientos del Padrón de 
Contratistas del Estado de Ta-
basco. Periódico Oficial. 

Sup. D: 7037 Febrero 13

•	Se declara el presente año 
como: “2010 Año del Bicente-
nario de la Independencia de 
México y del Centenario de la 
Revolución Mexicana”. Perió­
dico Oficial.

Sup. 7038 Febrero 17

•	Bando de Policía y Gobierno 
del Municipio de Centro, Tab. 
Periódico Oficial.

Sup. E: 7039 Febrero 20

•	Bando de Policía y Gobierno 
del Municipio de Nacajuca, 
Tab. Periódico Oficial.

Sup. H: 7039 Febrero 20

•	Reglamento de la Ley de Pro-
tección Ambiental del Estado 
de Tabasco en Materia de Nor-
mas Ambientales Estatales. Pe­
riódico Oficial.

Sup. F: 7040 Febrero 24

•	Reglamento del Comité de 
Obra Pública del Municipio de 
Jonuta, Tab. Periódico Oficial.

Sup. G: 7040 Febrero 24

•	Plan Municipal de Desarrollo 
2010-2012 H. Ayuntamiento 
del Municipio del Centro, Tab. 
Periódico Oficial.

Sup. I: 7040 Febrero 24

•	Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Ta-
basco: se reforma la fracción 
II y XXXVII del artículo 36. 
Periódico Oficial.

Sup. J: 7040 Febrero 24

•	Bando de Policía y Gobierno 
del Municipio de Cunduacán, 
Tab. Periódico Oficial.

Sup. B: 7041 Febrero 27

•	Reglamento de la Ley de Extin-
ción de Dominio del Estado de 
Tabasco. Periódico Oficial.

Sup. E 7041 Febrero 27

•	Reglamento Interior de la Se-
cretaría de Salud. Periódico 
Oficial. Abroga el publicado 
en el Sup. D 6312 de 05 marzo 
del 2003.

Sup. 7042 Marzo 03

II. EN EL ÁMBITO ESTATAL
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•	Reglamento del Comité de Ad-
quisiciones, Arrendamientos 
y Prestación de Servicios del 
Municipio de Tenosique, Tab. 
Periódico Oficial.

Sup. B: 7047 Marzo 20

•	Reglamento del Comité de Ad-
quisiciones, Arrendamientos 
y Prestación de Servicios del 
Municipio de Paraíso, Tab. Pe­
riódico Oficial.

Sup. D: 7047 Marzo 20

•	Bando de Policía y Gobierno 
del Municipio de Jonuta, Tab. 
Periódico Oficial.

Sup. E: 7048 Marzo 24

•	Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Tabas-
co: se reforma el artículo 36, 65 
y 75, y se adiciona los párrafos 
segundo y tercero del artículo 
75. Periódico Oficial.

Sup. 7050 Marzo 31

•	Bando de Policía y Gobierno 
del Municipio de Tenosique, 
Tab. Periódico Oficial.

Sup. B: 7042 Marzo 03

•	Reglamento de Mercado del 
Municipio de Teapa, Tab. Pe­
riódico Oficial.

Sup. D: 7043 Marzo 06

•	Reglamento Administrativo de 
Adquisiciones, Arrendamien-
tos y Prestación de Servicios 
del Municipio de Huimangui-
llo. Periódico Oficial.

Sup. E: 7043 Marzo 06

•	Convenio de Coordinación del 
Fondo de Aportaciones para la 
Seguridad Pública 2010. Perió­
dico Oficial.

Sup. D: 7044 Marzo 10

•	Reglamento del Comité de Com-
pras del Municipio de Nacajuca, 
Tab. Periódico Oficial.

Sup. C: 7046 Marzo 17

•	Reglamento del Comité de 
Obras Públicas del Municipio 
de Nacajuca, Tab. Periódico 
Oficial.

Sup. C: 7046 Marzo 17
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E N T R E V I S T A

¿Desde cuando el poder judicial 
del Estado de México es finan­
cieramente independiente?

A partir del 2004. Se dio una 
reforma al Código Financiero del 
Estado de México, donde se esta-
blece que del presupuesto gene
ral del Estado, se debe asignar 
un porcentaje no menor al 2% a 
favor del Poder Judicial.

El presupuesto se irá incre-
mentando hasta llegar a un 2% 
del presupuesto general. Ha 
tenido incrementos y decremen-
tos, pero después de cinco años, 
aún no alcanzamos esa meta.

¿Cómo ha beneficiado jurisdiccio­
nalmente este cambio al Poder 
Judicial?

Con la Autonomía Presupuestaria 
se tiene certidumbre financiera 
y se pueden diseñar y establecer 
objetivos a corto y mediano plazo, 
porque ya tienes un presupuesto 
que te permite planear obra públi-
ca, sin que peligre su realización.

Baruch Delgado
Carbajal

Magistrado

Presidente del Poder Judicial
del Estado de México

ACERCA DE NUESTRO ENTREVISTADO:
•	 Licenciado en Derecho por la Universi-

dad Autónoma del Estado de México
•	 Maestro en Derecho Constitucional y 

Amparo. 
•	 Se ha desempeñado como Juez de Pri-

mera Instancia, Magistrado de Sala y 
Magistrado del Consejo de la Judicatura 
desde el 13 de enero del 2005.

•	 Fue Secretario Técnico de la Comisión 
Nacional de Tribunales Superiores de 
Justicia.

•	 En enero pasado fue electo Presidente 
del Poder Judicial del Estado de México. 

 Jesús Antonio Aquino Rubio
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¿Considera usted que esta soli­
dez financiera ha sido un factor 
para el desarrollo extraordinario 
que ha tenido el Poder Judicial 
del Estado de México y que se re­
fleja, entre muchas otras cosas, en 
la calidad de su escuela judicial?

Eso es fundamental, porque te 
permite establecer, por ejem-
plo, un programa anual de ca-
pacitación judicial, de educación 
continua; te permite establecer 
actividades relacionadas con la 
carrera judicial, inclusive esta-
blecer un esquema de estudios 
de posgrado en Derecho Judicial, 
y así es como se ha logrado la es-
pecialidad, maestría y doctorado 
en Derecho Judicial, partiendo de 
un esquema financiero seguro, 
que te permite implementar este 
tipo de programas.

Yo creo que sí es fundamental 
el aspecto financiero para poder 
diseñar líneas estratégicas de 
desarrollo institucional en los 
aspectos académicos, jurisdiccio-
nales y administrativos.

¿Existe relación entre la inde­
pendencia financiera del poder 
judicial y la libertad del juzga­
dor al resolver?

Evidentemente, se fortalece la 
libertad de los jueces, porque ya 
hay un principio constitucional 
refiriendo que el juez al emitir 
sus resoluciones, no debe tener 
influencias ni externas, ni internas, 
y el contar con un esquema presu
puestal que garantice sueldos, 
salarios y estabilidad en el cargo, 
es en parte gracias a la existencia 
de un presupuesto fijo asignado.

Este esquema también protege 
a la instituciones de factores de 

presión externos, por lo que, en 
su conjunto, el actual esquema 
económico del Poder Judicial del 
Estado de México si fortalece la 
independencia y autonomía del 
juzgador.

Son muy pocos los estados que 
han logrado esta garantía y son 
muchos los que han estado 
luchando por llegar a ese ideal, 
¿Qué recomendación haría a los 
poderes judiciales estatales que 
se encuentran haciendo esos es­
fuerzos?

Recomiendo ser muy claros con 
los órganos del poder público, 
con el Ejecutivo, con el Legisla-
tivo, haciendo señalamientos de 
que una función jurisdiccional 
fortalecida es fundamental para 
generar esquemas de desarrollo 
económico en la entidad.

Si hay seguridad jurídica, si im-
pera una justicia independiente, 
autónoma, de calidad, desde 
luego que se tiene que generar 
un desarrollo democrático y 
económico en un estado.

Haciendo estos señalamientos 
a los poderes Ejecutivo y Legis-
lativo, presentado razones con-
cretas, muy precisas, se puede 
lograr ese gran beneficio.

Una de las finalidades de CO
NATRIB es el intercambio de 
experiencias, para ser aprovecha-
das por otros poderes judiciales, 
y yo tendré una participación 
en nuestra organización sobre 
ese importante tema, donde 
presentaré a los compañeros, la 
cronología de cómo se ha venido 
estableciendo esa madurez insti-
tucional en el Estado de México.

Nos falta mucho por hacer, debe-
mos luchar por lograr una refor-
ma constitucional federal, una 
adición al artículo 116 de la carta 
magna, en el apartado donde se 
regula el esquema constitucio-
nal que deben tener los poderes 
judiciales locales, donde se invo-
lucre un aspecto relacionado con 
autonomía financiera para que, 
por disposición constitucional, 
los estados establezcan a favor 
de los poderes judiciales locales, 
un porcentaje determinado de 
su presupuesto general, y esto 
puede servir de mucho para el 
desarrollo de justicia en nuestro 
país. 
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reportaje       

Interiores del Centro de Justicia Comedor

Fachada principal
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El 23 de febrero, el gober-
nador Andrés Granier 
Melo, acompañado del 
titular del Poder Judi-

cial, Dr. Rodolfo Campos Mon-
tejo, develó la placa inaugural de 
instalaciones remodeladas del 
Centro de Justicia Mixto y de Paz 
de Emiliano Zapata. Durante las 
obras se repararon la techum-
bre, sala de juntas, Centro de 
Conciliación y la barda perime-
tral, entre otras instalaciones.

El titular del Poder Judicial 
recalcó que próximamente se 
concluirá la Escuela Judicial de 
Villahermosa y el Centro de Jus-
ticia para Adolescentes, además 
de las salas de juicios orales. 
Estas acciones, se realizan en la 
capital de la entidad

El presidente del Tribunal Su-
perior de Justicia resaltó que el 

apoyo otorgado por el jefe del 
Ejecutivo estatal “es y seguirá 
siendo fundamental en el forta-
lecimiento de la procuración e 
impartición de justicia”.

El mandatario estatal estuvo 
acompañado por los secretarios 
de Asentamientos y Obras Públi-
cas (SAOP), Héctor López Peral-
ta, de Planeación, Gustavo Jasso 
Gutiérrez, de Salud, Luis Felipe 
Graham Zapata, así como por el 
secretario de Gobierno, Humber-
to Mayans Canabal, entre otros 
servidores públicos.

Durante las obras se repararon la 
techumbre, sala de juntas, Cen-
tro de Conciliación y la barda 
perimetral, entre otras instala-
ciones.

Emiliano Zapata

Reinauguración
del Centro de Justicia de

“El apoyo otorgado 
por el jefe del 

Ejecutivo estatal, 
es y seguirá siendo 

fundamental en 
el fortalecimiento 
de la procuración 
e impartición de 

justicia”. RCM

Autoridades estatales y municipales al momento de develar la placa
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E N T R E V I S T A

Magistrado, nos 
gustaría conocer 
sus impresiones 
acerca de las re­

cientes declaraciones del Secre­
tario de Gobierno Fernando 
Gómez Mont, en torno al sistema 
de justicia penal en Chihuahua.

Bueno, ya lo manifestamos los 
representantes de los distintos 
poderes del Estado, el Presidente 
del Congreso y el señor Goberna-
dor Constitucional del Estado en 
un desplegado que se envió a un 
periódico de la capital del país, 
donde manifestamos nuestra 
preocupación y sorpresa por las 
declaraciones que hizo el señor 
Secretario de Gobernación y que 
las consideramos injustas, puesto 
que la inseguridad nada tiene que 
ver con la implantación del nuevo 
sistema de Derecho Penal.

¿Cuál ha sido la reacción de los tri­
bunales del país en ese sentido?

Bueno, manifestaron unánime-
mente el respaldo al sistema im-
perante en Chihuahua, que como 
usted sabe fue el Estado pionero, 
y por otro lado, criticaron las de-
claraciones del secretario.

¿Usted considera que este tipo de 
declaraciones perjudica el esfu­
erzo de los estados para la imple­
mentación del nuevo sistema?

Yo creo que no. Cada Estado 
está trabajando, porque es su 
obligación constitucional, en la 
implantación del nuevo sistema. 
La mayoría de los funcionarios 
de los estados han ido a Chihua-
hua y como lo manifesté hace 
unos momentos, funcionarios de 
Estados Unidos, de Canadá, de 
Sudamérica han ido a Chihua-
hua, además, los juicios de este 
Estado han sido evaluados por 
una institución internacional que 
se llama Pro Derecho y lo evalu-
aron con altas calificaciones. 

Finalmente Magistrado, ¿qué 
opinión le merece el posiciona­
miento del Presidente de Cona­
trib realizado ayer aquí en la 
ciudad de Tamaulipas?

Bueno, desde luego conocemos 
muy bien a nuestro colega, el Dr. 
Rodolfo Campos Montejo, quien 
obviamente él señaló que la insegu-
ridad nada tiene que ver con la im-
plantación del nuevo sistema y es-
tamos de acuerdo con él. 

Rodolfo Acosta Muñoz
Magistrado

Presidente del Poder Judicial del Estado de Chihuahua

Acerca de nuestro Entrevistado:
•	 Político y juez mexicano, originario de 

Ciudad Jimenez, Chihuahua.
•	 Licenciado en Derecho por la Universi-

dad Autónoma de Chihuahua (UACH).
•	 Desempéñó el cargo de Director de la 

Facultad de Derecho por ocho años, lle-
gando también a ser Rector provisional 
de la UACH entre septiembre y octubre 
de 1985.

•	 Ha sido Diputado Local, Magistrado 
Penal y Director General del Colegio de 
Bachilleres. 

•	 El 4 de octubre de 2007 fue elegido 
Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado de Chihuahua.

 Jesús Antonio Aquino Rubio
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L I B R O S

Nuevo 
sistema 
de Justicia 
penal para 
México

Alfonso Velázquez 
Estrada

Editorial Porrúa. Primera edición, 
México, 2009.

Esta obra precisa las características 
de los paradigmas Estado liberal de 
derecho y Estado social de derecho, 
para sustentar que en la ideología 
intervencionista de tales entes, se 
inició y alcanzó pleno desarrollo 
el sistema punitivo inquisitivo en 
decadencia.

El libro incorpora la idea inédita, 
y con sus argumentaciones pretende 
demostrar que el sistema penal 
inquisitivo tuvo como sustento el 
escepticismo moderno, creador 
del concepto probabilidad que los 
positivistas incorporan a la ley en 1917, 
erigiendo el principio de presunción 
de culpabilidad, instituye la carga 
de la prueba para el gobernado, y 
se otorga al órgano del Estado, las 
facultades no sólo de investigar, sino 
de juzgar si un inculpado debe o no 
ser juzgado por un juez, sólo que 
privado de la libertad. Se precisan las 
antinomias de este sistema escéptico 
penal con los principios de la duda 
absolutoria, las garantías procesales 
de defensa, audiencia y seguridad 
jurídica, así como el principio de 
presunción de inocencia reconocido 
antes de la Reforma en documentos 
internacionales.

Del estudio de la obra el lector 
encontrará una caudalosa fuentes 
de líneas de investigación teórica y 
práctica, a fin de seguir desvastando 
tales ideas y conceptos; que serían el 
sustento futuro de solidez al nuevo 
sistema, coadyuvando a la formación 
de una nueva cultura política, social 
y jurídica.

Jueces y Derecho
Problemas Contemporáneos

Compiladores: Miguel Carbonell, Héctor Fix-Fierro, 
Rodolfo Vázquez
Editorial: Porrúa. Primera edición, México, 2004.

Lejos de la imagen que tenía el pensamiento de la Ilus-
tración, que identificaba a los jueces con la boca que se 
limitaba a pronunciar las palabras de la ley, hoy en día 

los jueces y tribunales desempeñan un papel esencial dentro de los Estados 
constitucionales de derecho.

En México el Poder Judicial ha tomado una gran importancia en los úl-
timos años. Para comprender su funcionamiento y revisar la forma en que 
debe ejercer sus atribuciones, se han reunido una serie de ensayos escritos 
por expertos de varios países, en torno a los principales problemas de la 
función judicial.

Los dilemas de la ética judicial, el papel político de los tribunales, la forma 
de valoración de las pruebas y las virtudes que deben reunir los magistra-
dos, son algunos de los temas que el lector podrá encontrar en este libro.

Con su lectura, se podrá acceder a un mejor nivel de entendimiento de 
esa función compleja por medio de la cual se administra justicia. Actual-
mente el Poder Judicial es un actor fundamental de nuestra democracia. 
Este libro contiene todas las claves para mejorar su desempeño y proyectar 
desarrollos futuros.

La autonomía municipal en México

José de Jesús Covarrubias Dueñas
Editorial: Porrúa. Segunda edición, México, 2004.

La autonomía municipal en México es el título de una 
investigación doctoral de más de diez años, realizada 
a la luz del derecho comparado (España, Italia y la 
Unión Europea, el derecho más dinámico y actualizado 
en el mundo). Esta segunda edición se presenta con la 

normatividad vigente hasta el años 2003, y se realiza una comparación 
con el derecho municipal en México.

La autonomía municipal no es soberanía, es una institución que 
debe garantizarse a nivel constitucional, para que dicha protección 
del núcleo autonómico sea eficaz contra las apetencias de los poderes 
supramunicipales y globalizadores, los cuales constituyen una amenaza 
para lograr el desarrollo armónico de los entes municipales en México.

Asimismo, la teleología del respeto al municipio debe ser básica, 
para que la forma de gobierno en México –republicana, representativa, 
democrática o popular y federal- sea una realidad en nuestro país, ya que 
los gobiernos deben revertir el grave centralismo ancestral que padece 
nuestra nación en detrimento del desarrollo armónico e integral de las 
personas y entes administrativos.

Recomendaciones de obras existentes en el acervo
de la biblioteca del Tribunal Superior de Justicia de Tabasco.
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2

FIRMA DE CONVENIO CASA DE 
JUSTICIA DE MACUSPANA

El alcalde, Alfonso Pérez Álvarez, y el tit-
ular del Poder Judicial, firmaron convenio 
de donación de predio, sellando así, el 
compromiso para construir en la demar-
cación el próximo Centro de justicia.  

Febrero

2

GIRA DE TRABAJO
JUZGADOS DE MACUSPANA

El presidente del TSJ, supervisó los juzga-
dos penales y civiles de esta localidad y 
detalló a los servidores que pronto tendrán 
un inmueble moderno con juzgados, bode-
gas de objetos del delito y archivo regional 
de la región y sala de juicios orales.

4

RATIFICACIÓN
DEL TITULAR DEL TSJ

Magistrados del TSJ determinaron de man-
era unánime la reelección de Rodolfo Cam-
pos Montejo, como presidente del Poder Ju-
dicial de Tabasco durante el periodo 2010.  

7

REUNIÓN CON ALCALDE DE 
MACUSPANA

Al reunirse con  el presidente del TSJ, 
Rodolfo Campos Montejo,  el alcalde de 
Macuspana, Alfonso Pérez Álvarez ex-
presó su compromiso de donar terreno 
para la construcción del Centro de justi-
cia de la entidad.

9

CELEBRACIÓN DE DÍA DE REYES
Nora Elena Priego de Campos, presidenta 
del Voluntariado, en coordinación con el 
TSJ organizaron función de cine a hijos de 
funcionarios y menores de la casa hogar.

22

CONFERENCIA “EL JUICIO DE 
AMPARO Y LA REFORMA PENAL”

El presidente del séptimo tribunal cole-
giado en materia penal del primer circuito, 
Ricardo Ojeda Bohórquez subrayó que el 
proceso acusatorio y oral debe adecuarse 
al juicio de amparo y debe subsistir en el 
nuevo proceso penal

26

CONFERENCIA “CÓMO TRATAR 
CON GENTE DIFÍCIL” ACTITUDES 

POSITIVAS POR EL PLACER DE VIVIR
El doctor César Lozano Monzón, aseveró 
que hoy existe una enorme necesidad por 
encontrar un mensaje de optimismo, fe y 
esperanza.

27

REUNIÓN DE TRABAJO: LEY 
DE EXTINCIÓN DE DOMINIO Y 

JUSTICIA ALTERNATIVA
En consenso, los poderes Ejecutivo y Judi-
cial detallaron el proyecto de publicación 
del reglamento de la Ley de Extinción de 
Dominio en el Periódico Oficial del Estado.

27

REUNIÓN CON ALCALDE DE
JALPA DE MÉNDEZ

Ante el presidente del TSJ, el alcalde 
Renán López Sánchez, manifestó su 
compromiso de sumarse al grupo de mu-
nicipios que pretenden la construcción 
de centros de justicia que contribuyan al 
desarrollo integral de la zona.

EneroEnero

Actividades del TSJ
ENERO-Marzo 2010

R E S U M E N  D E  A C T I V I D A D E S
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3-4

CURSO
“TRABAJANDO EN EQUIPO CON 
VALORES Y TRATO AL PÚBLICO”

La psicóloga Yadira Luciano May impartió 
temas al personal del tercero juzgado de 
paz de Centro.

9

RECORRIDO DE TRABAJO: JUZGA­
DOS ESPECIALIZADOS Y  EJECUTOR 
DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES
El presidente del TSJ, supervisó avance de 
las obras de construcción del Centro de 
justicia para adolescentes y seis salas de 
juicios orales, en la ranchería Medellín y 
Pigua, tercera sección.

17

REINAUGURACIÓN DEL CENTRO 
DE JUSTICIA DE COMALCALCO

El gobernador Andrés Granier y el titular 
del TSJ, Rodolfo Campos Montejo, inau-
guraron los trabajos de remodelación del 
Centro de justicia de dicha localidad.

11

GIRA DE TRABAJO POR 
COMALCALCO Y CUNDUACÁN

El presidente del Poder Judicial, inspec-
cionó los avances realizados en la remod-
elación del Centro de justicia de la Perla 
de la Chontalpa y supervisó las obras 
de constucción del Centro de Justicia de 
Cunduacán.

22

INSTALACIÓN DE LA COMISIÓN 
INTERINSTITUCIONAL PARA LA 

REFORMA INTEGRAL DE LA LEY DE 
JUSTICIA PARA ADOLESCENTES

El gobernador Andrés Granier y Rodolfo 
Campos, tomaron protesta a esta Comisión 
como medida para rescatar a la juventud 
y recomponer el tejido social que nos une 
e identifica.

23

REINAUGURACIÓN DEL CENTRO 
DE JUSTICIA DE EMILIANO ZAPATA
El gobernador Andrés Granier y el titular 
del TSJ, inaugurarón la rehabilitación del 
Centro de justicia de la localidad.

3

DIPLOMADO “SISTEMA 
ACUSATORIO ADVERSARIAL”

El titular del Poder Judicial y el Titular del 
estado de Oaxac, Héctor Anuar Mafud, fir-
maron convenio de colaboración para que 
magistrados y jueces de esa entidad impar-
tan diplomado a funcionarios del TSJ.

26

CURSO “ RELACIONES HUMANAS”
El Dr. Roldan Zárate de la Universidad de 
Atemajac, impartió curso a trabajadores 
del Poder Judicial.

5

PROTESTA MIEMBROS DEL COMITÉ 
DE COORDINACIÓN ACADÉMICA DE 

LA CATEDRA RODOLFO LUIS VIGO
En la toma de protesta, Mariano Azuela 
Guitron, comentó que las reformas legales 
son importantes, pero algo que nunca se 
puede sustituir es la transformación de 
los servidores judiciales.nacimiento.

FebreroFebrero

9

REUNIÓN EN CENTRO DE 
INTERNAMIENTO PARA 

ADOLESCENTES DE TABASCO
Rodolfo Campos Montejo y la directora 
del Centro de Internamiento para Adoles-
centes de Tabasco, Enedina Juárez Gómez, 
manifestaron disposición para continuar 
trabajando en la reinserción social de los 
jóvenes del estado.

18

REUNIÓN DE TRABAJO: 
IMPLEMENTACIÓN DE JUSTICIA 

PARA ADOLESCENTES
Los titulares de los poderes Judicial, 
Ejecutivo y Legislativo integraron mesa 
de trabajo a la reforma integral de la 
justicia de adolescentes ante los actos de 
delincuencia en los que se ven inmiscuidos 
niños y jóvenes en el estado.

23

INTEGRACIÓN DEL COMITÉ 
TÉCNICO INTERINSTITUCIONAL 
PARA PREVENIR Y COMBATIR LA 

TRATA DE PERSONAS
El gobernador Andrés Granier y el presi-
dente del Poder Judicial, tomaron protesta 
a miembros del organismo, iniciando con la 
elaboración de estrategias y líneas de acción, 
para prevenir, combatir y sancionar delitos.

4

SEMINARIO DE ARGUMENTACIÓN 
E INTERPRETACIÓN JURÍDICA

El secretario ejecutivo de la Comisión 
Iberoamericana de Ética Judicial, Rodolfo 
Luis Vigo, aseguró que en muchos de los 
poderes judiciales en México existe una 
conciencia movilizadora para superar los 
rezagos que enfrenta la justicia.

Marzo
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24-25

III MÓDULO
“MEDIDAS CAUTELARIAS”

El licenciado Víctor Jorge Luis Velasco im-
partió temas del diplomado “El Sistema 
Acusatorio Adversarial” desarrollado en 
coordinación con  el Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de Oaxaca.

25

JUICIO ORAL SIMULADO
Los jueces norteamericanos Edward 
Prado y Juan Pérez Jiménez con el obje-
tivo de promover la implementación  de 
juicios orales en Tabasco dieron a conocer 
las ventajas que ofrece esta modalidad ju-
rídica que lleva años aplicándose en Esta-
dos Unidos.

26

CONFERENCIA
“EL REDESCUBRIMIENTO DE LA 

ÉTICA EN LOS TIEMPOS ACTUALES”
El Dr. José Antonio Lozano Diez, destacó 
que la ética esta enfocada a actos internos 
de la persona y subrayó que hay que volv-
er a la historia, ser más cultos y profun-
dizar para entender la coyuntura actual, 
siendo juristas de mente dúctil.

Marzo Marzo

8

CONFERENCIA
“LA MUJER EN EL SIGLO XXI”

El especialista  en desarrollo humano y 
programación neurolingüística, Francisco 
Javier Evia Ávalos, alentó a las mujeres a 
realizarse como personas antes que como 
madres, esposas o hijas.

13

FESTEJO DÍA DEL JUZGADOR
El presidente del Poder Judicial, Rodolfo 
Campos Montejo, aseguró que sin jueces 
ni tribunales que apliquen el derecho no es 
posible la justicia, la convivencia humana 
en paz y mucho menos la libertad.

15

REINAUGURACIÓN
DE LA TERCERA SALA PENAL

En aras de dignificar los espacios 
judiciales el presidente del TSJ, inauguró 
la remodelación de la tercera sala penal de 
Centro.

12

CONFERENCIA
“LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO”

Israel Alvarado Martínez ponderó a ins
tancias del Poder Judicial y la Consejería 
Jurídica del Gobierno estatal el  espíritu ga-
rantista de la Ley de Extinción de Dominio 
de Tabasco y consideró que se pone por 
delante de las correspondientes a la Feder-
ación y la propia capital del país.




